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¿Cómo podemos enmendar el haber educado 
a una generación obsesionada con la 
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otras cosas? Quizá podríamos empezar 
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economísticamente, como llevamos haciendo 
treinta años, no es algo intrínseco a los seres 
humanos. Hubo un tiempo en que 
organizábamos nuestras vidas de otra forma. 
 
Tony Judt 
  
 Agradecimientos 
Agradezco a mis amigos y a Elena por su motivación y apoyo a lo largo de esta maestría, 
pues sin ese tipo de estímulos no habría podido avanzar en esta empresa. Asimismo, 
expreso mi gratitud hacia los profesores Oscar Mejía y Andrés Villabona por sus 
recomendaciones metodológicas y epistemológicas, las cuales me ayudaron alcanzar los 
propósitos de este trabajo.  
   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Resumen y Abstract V 
 
Resumen 
Este trabajo responderá a la pregunta de cuál es la interpretación de orden legal y 
constitucional que podría sustentar la argumentación del incidente de impacto fiscal y a 
su vez podría modular la posición jurídica tomada por el Consejo de Estado en la 
sentencia de unificación del 4 de agosto de 2010, respecto de la forma de liquidar las 
pensiones del sector público. Por tanto, se abordaran sucintamente las categorías de 
sostenibilidad fiscal, incidente de impacto fiscal y derecho a la pensión, para luego sentar 
un análisis respecto a la forma de liquidar las pensiones y, así verificar la viabilidad del 
incidente de impacto fiscal y proponer una forma diferente de liquidar las pensiones del 
sector público cobijadas por el régimen de transición.   
 
 
 
Palabras clave: Sostenibilidad fiscal, Incidente de impacto fiscal, derecho la pensión, 
liquidación pensional.  
 
 
 
Abstract 
This paper will answer the question of what is the interpretation of legal and constitutional 
arguments that could support the fiscal impact of the incident and in turn could modulate 
the legal position taken by the State Council in consolidated judgment of 4 August 2010 
on the liquidation of public sector pensions. Therefore, briefly addressed the categories of 
fiscal sustainability, fiscal impact incident and pension rights, then lay an analysis 
regarding the liquidation of pensions and verify the feasibility and fiscal impact of the 
incident and propose a way different from settling the public sector pensions sheltered by 
the transition regime.  
 
 
Keywords: Fiscal Sustainability, Incident fiscal impact, the pension law, pension 
settlement.
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 Introducción 
Las modificaciones de los artículos 334, 339 y 346 de la Constitución Política ubicaron a   
la sostenibilidad fiscal como orientador de las Ramas y Órganos del Poder Público, el 
Plan Nacional de Desarrollo, el presupuesto de rentas y la ley de apropiaciones. En 
particular con la modificación del artículo 334 de la Constitución Política se introdujo el 
procedimiento del incidente de impacto fiscal, el cual sólo puede ser ejecutado por el 
Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno, frente cualquier 
sentencia de las altas cortes, cuando se justifique efectos perjudiciales para el erario 
público.  
 
El Gobierno justificó la relevancia de la sostenibilidad fiscal en las dinámicas del progreso 
económico y social del país, y en la garantía de que en todo momento, el estado podrá 
consumar su obligación constitucional de proveedor de bienes y servicios públicos, de 
acuerdo con los objetivos de mediano y largo plazo del Estado Social de Derecho. 
 
Empero y como se mostrará más adelante, la anterior exposición de motivos de la 
sostenibilidad fiscal es discutible, puesto que, esta política de corte neoliberal es una de  
las brechas que fraguaron la tendencia global hacia la mercantilización de la tierra, el 
agua, la educación, los servicios de salud, el trabajo, el medioambiente y las pensiones. 
Principalmente usarán la desregularización y la privatización como herramientas, en otras 
palabras, el estado abandonará muchas de sus tareas de bienestar social.  
 
En específico el derecho a la pensión es visto como una figura que asegura a las 
personas en caso de alguna contingencia o riesgo. Pero, más allá que sea un derecho 
social, tiende a ser un privilegio privado, ya que, la propensión de éste está enfocada 
hacia la privatización y capitalización en cuentas individuales, para que por medio de 
fondos privados o instituciones del Estado se sufraguen prestaciones económicas contra 
los aportes efectuados previamente. La correspondencia entre derecho y goce está 
fundada en el lazo forjado por el cumplimiento de requisitos a veces difíciles de alcanzar 
y típicamente pecuniarios.  
 
Tenemos un Sistema General de Pensiones frágil respecto de la cobertura1 y desigual, 
pues, de acuerdo con declaraciones del Ministro de Trabajo en Colombia existen sólo 1,6 
millones2 de personas que están disfrutando de la pensión, y de esos 1,6 millones de 
personas, 146 mil perciben pensiones sobre un salario mínimo, 988 mil reciben más de 
                                               
 
1 Según cifras del CONPES 156 de 2012 el 69,9% de la población idónea para pensionarse no logra el derecho pensional. 
2 De acuerdo al Ministerio del trabajo 80% hace parte del régimen de prima media, 5,6% del de ahorro individual, 16% de 
los regímenes especiales 
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un salario mínimo pero menos de dos, 23.245 reciben más de diez salarios mínimos y 
menos de 20, y 2.875 personas reciben más de 20 salarios mínimos3.  
 
Una abstracción rápida nos dice que 0.18% de la población pensionada recibe más de 
veinte veces lo que una persona del grueso de pensionados con un salario mínimo 
recibe, es decir que con lo que reciben estas personas, más de veinte personas podrían 
acceder al derecho pensional.  
 
Es importante referenciar que otro problema es que sólo 18’372,562 millones de 
personas4 de 48.32 millones5 son afiliados al Sistema General de Pensiones, 65% al RAI 
y 35% al RPPD. Son muchos los desempleados y el nivel de desigualdad; según el 
índice de Gini, Colombia se encuentra dentro de los países más desiguales en el mundo 
con un coeficiente de 55,6.6 
 
Por otro lado, la  dificultad de las liquidaciones pensionales en sede judicial suma día a 
día al gran pasivo pensional7, por tanto, se podría avizorar esta situación como otro 
posible factor que debilita al Sistema General de Pensiones.  
 
El Consejo de Estado durante los últimos veinticinco años ha transitado entre los 
dominios de tres tesis, respecto de la forma de liquidar las pensiones de los empleados 
públicos.  
 
En primer lugar, encontramos la posición jurídica donde se incluye en la base de 
liquidación factorial todas aquellas sumas que de forma habitual y periódica8, recibe el 
funcionario como retribución a sus servicios9.  
 
En segundo lugar, el Consejo de Estado10 consideró que se debían incluir en la base de 
liquidación, todos aquellos factores que estuviesen certificados y sobre los cuales se 
efectuaron aportes para Sistema General de Pensiones.  
 
                                               
 
3 PARDO, Rafael, “Listo nuevo modelo de protección para la veje”, MINISTERIO DEL TRABAJO, disponible en: 
http://www.mintrabajo.gov.co/medios-febrero-2013.html?start=20   
4 HERNÁNDEZ, Gerardo, “sistemas pensionales: retos y perspectivas” SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE 
COLOMBIA, disponible en: 
https://www.superfinanciera.gov.co/descargas?com=institucional&name=pubFile1007380&downloadname=20140403fiapas
ofondos.pptx  
5 BANCO MUNDIAL, “Colombia 2013”, disponible en: http://datos.bancomundial.org/pais/colombia   
6 “El índice de Gini mide hasta qué punto la distribución del ingreso (o, en algunos casos, el gasto de consumo) entre 
individuos u hogares dentro de una economía se aleja de una distribución perfectamente equitativa. Una curva de Lorenz 
muestra los porcentajes acumulados de ingreso recibido total contra la cantidad acumulada de receptores, empezando a 
partir de la persona o el hogar más pobre. El índice de Gini mide la superficie entre la curva de Lorenz y una línea 
hipotética de equidad absoluta, expresada como porcentaje de la superficie máxima debajo de la línea. Así, un índice de 
Gini de 0 representa una equidad perfecta, mientras que un índice de 100 representa una inequidad perfecta.” BANCO 
MUNDIAL, “Índice de Gini”, disponible en: http://datos.bancomundial.org/indicador/SI.POV.GINI/countries/1W-
CO?display=default  
7 Según el Ministerio de Hacienda y Crédito Público para el 2014 el pasivo pensional es de 40,6 Billones de pesos. 
8 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 29 de mayo de 2003, número interno (4471 -02), C.P. Alberto Arango Mantilla. 
9 Esto teniendo en cuenta las deducciones a que hubiere lugar y con excepción de los factores salariales expresamente 
excluidos por la ley. No obstante, se incluía los factores extralegales no exceptuados por la ley. 
10 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 16 de febrero de 2006, número interno (1579-04),  C.P. Alejandro Ordóñez 
Maldonado. 
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La tercera tesis precisó que, las pensiones del sector público sólo se podían liquidar en 
virtud de los factores salariales taxativamente señalados en la Ley 33 de 198511. No 
obstante, si se estuviera en el escenario, en que la entidad encargada realizó 
deducciones sobre factores no señalados por la ley, estas deducciones se devolverían a 
quien le correspondiera. 
 
Al presente, la interpretación usada en la unificación jurisprudencial12 del pasado 4 de 
agosto de 2010 por parte del Consejo de Estado, determinó la forma de liquidar las 
pensiones del sector público. Básicamente, la tesis de unificación, consiste en usar para 
la liquidar la pensión del caso sub- lite, la teoría de que los factores salariales son 
enunciativos y que el ingreso base de liquidación es diferente a lo manifestado en la 
norma para las personas inmersas en el régimen de transición (artículo 36 de la Ley 100 
de 1993).  
 
El Consejo de Estado al unificar la jurisprudencia, asumió que el guarismo de la base de 
liquidación pensional para los empleados del sector público se determina tomando 
elementos salariales13 y un ingreso base de liquidación14 diferentes a los establecidos por 
la normativa, esto bajo un constructo interpretativo que pretende validar una posible 
asunción de competencias de la Rama Legislativa (artículo 150 numeral 19, literal E de la 
C.P) y un posible desconocimiento a la sostenibilidad fiscal del Sistema General de 
Pensiones (artículo 48 y 334 de la C.P).   
 
Dado lo anterior, se estudiará la construcción de una interpretación de orden legal y 
constitucional para liquidar las pensiones de los empleados del sector público, con la cual 
se podría modular a la tesis de unificación expuesta por el Consejo de Estado en el  año 
2010 y, en consecuencia examinar la viabilidad de un posible incidente de impacto fiscal.  
 
El trabajo se desplego en el marco cualitativo y analítico en tanto que se trata de una 
indagación bibliográfica, en la cual se utilizan metodologías de análisis e interpretación 
de textos. En específico se desarrolló de un ejercicio hermenéutico de primer, segundo y 
tercer nivel. 
 
En la hermenéutica de primer nivel, se aplicó una matriz de recolección de información 
para presentar la sostenibilidad fiscal, el incidente de impacto fiscal, el derecho a la 
pensión y las posiciones jurídicas por parte del Consejo de Estado respecto de la 
liquidación pensional, y los efectos que causa tomar una u otra posición jurídica. En la 
hermenéutica de segundo nivel,  se revisó la bibliografía y la jurisprudencia para la 
elaboración de una matriz, por medio del acopio de información para la construcción del 
marco teórico. En la hermenéutica de tercer nivel, se hizo la elaboración de la estructura 
de la propuesta a través de métodos como: el deductivo, el cualitativo y la hermenéutica 
reconstructiva. 
                                               
 
11 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 6 de agosto de 2008, número interno (0640-08), C.P. Gerardo Arenas Monsalve. 
12 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia del 4 de agosto del 2010, número interno (0112-2009), C.P. Víctor Hernando 
Alvarado Ardila. 
13 El Artículo 3º de la Ley 33 de 1985 y el artículo 6º del Decreto 691 de 1994 regulan las condiciones de la base salarial de 
los empleados públicos. 
14 El Artículo 21 y 36 de la Ley 100 de 1993, señalan el ingreso base de liquidación de las pensiones. 
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Ahora bien, el propósito de este trabajo se abordará en tres bloques, en primer lugar, se 
hará una introducción a la categoría de la sostenibilidad fiscal, regla fiscal y ciclo 
económico a través de la historia, junto con una mirada al caso Alemán por ser el 
referente del Gobierno Colombiano y la Corte Constitucional, para luego indicar la 
naturaleza y características del incidente de impacto fiscal. 
 
En segundo lugar, se analizará sucintamente el desarrollo normativo del derecho a la 
pensión, luego, se examinará el régimen de transición de los empleados del sector 
público de forma crítica, finalmente, se estudiará las posiciones jurídicas del Consejo de 
Estado, respecto a la forma de liquidar los factores salariales de las pensiones de 
empleados públicos inmersos en el régimen de transición. 
 
En este punto, cabe precisar que esta investigación se abre a tres a perspectivas de 
abordaje del problema: la sostenibilidad fiscal en estricto sentido, la dogmática de los 
derechos y la interpretación jurídica. No obstante, por la limitación de la ruta 
metodológica y el objeto de estudio fijado, se abordará el problema desde la 
interpretación jurídica, pero con algunos atisbos complementarios de la sostenibilidad 
fiscal y la dogmática de los derechos, bajo una perspectiva del referente de la Corte 
Constitucional. 
 
En último lugar, se llevara a cabo un análisis de la metodología interpretativa esbozada 
por el Consejo de Estado en la sentencia del 4 de agosto de 2010, para luego 
introducirnos en el examen de la viabilidad del incidente de impacto fiscal como 
modulador de la tesis del Consejo de Estado, finalmente, se planteara una alternativa a la 
interpretación jurídica de la liquidación de las pensiones del sector público presentada en 
la sentencia de unificación del Consejo de Estado.  
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1. La sostenibilidad fiscal y el incidente de impacto fiscal 
1.1 Una aproximación a la sostenibilidad fiscal  
En este aparte se indicarán los posibles orígenes de la categoría de la sostenibilidad 
fiscal, posteriormente, se hará una pequeña introducción al concepto de ciclo económico 
y sus fases, luego, se examinaran las más relevantes tendencias de regla fiscal en el 
mundo. De la misma forma, se recogerán las posiciones más representativas de 
organizaciones internacionales, respecto de las medidas fiscales, para finalmente, poder 
analizar el caso colombiano y alemán15 en relación a la figura de la sostenibilidad fiscal.  
 
La crítica situación de los años 60, dio paso a la dictadura de un modelo de acumulación, 
y de las políticas de bienestar, el mundo empezó a olvidarse de las formas de bienestar 
social. Ahora, predominará el individualismo, sobre la base de las líneas del mercado e 
incólumes reformas deletéreas, con las cuales se resquebrajará la seguridad social, se 
flexibilizara el mundo laboral y nos podrán a los pies de lógicas monetaristas. 
 
En el ocaso de la década del 70, China, Estados Unidos y Gran Bretaña emprendieron 
mayoritariamente la cruzada por el neoliberalismo. Teóricamente, el neoliberalismo busca 
la manera de promover el bienestar de las personas, erradicando toda forma de 
limitación a la libertad aptitudinal y empresarial. En este contexto, el papel de las 
instituciones estatales es el de proteger y garantizar derecho a la propiedad privada, 
comercio libre y mercados libres.  
 
En mayo de 1979, Margaret Thatcher asumió el cargo de primera ministra de Gran 
Bretaña, con el compromiso de someter el poder de los sindicatos y acabar el deplorable 
estancamiento inflacionario en el que había permanecido sumido el país durante la 
década anterior.  
 
Para los primeros años de la década del 80, Ronald Reagan como presidente de Estados 
Unidos y Paul Volcker como director de la Reserva federal, enrutaron a su país hacia las 
políticas de socavamiento del poder de los trabajadores, desregularización de la 
industria, la agricultura y la extracción de recursos. También, suprimieron las trabas que 
pesaban sobre los poderes financieros tanto internamente como a escala mundial.16 
 
Lo anterior, entre otros hechos, será el boquete que proyectará la tendencia global hacia 
la mercantilización de la tierra, el agua, la educación, los servicios de salud, el trabajo, las 
pensiones y el medioambiente. Principalmente usarán la desregularización y la 
                                               
 
15 El caso Alemán se toma como referencia y punto de comparación en estricto sentido básico, dado que, el Gobierno, así 
como la Corte Constitucional lo usaron tanto para comparar, como para justificar la inclusión de la categoría de 
sostenibilidad fiscal en la Carta Política. Ver Ministerio de Hacienda y Crédito Público, “sostenibilidad”, disponible en: 
http://www.minhacienda.gov.co/portal/pls/portal/PORTAL.wwsbr_imt_services.GenericView?p_title=&p_siteid=6&p_langua
ge=esa&p_id=&p_type=DOC&p_docname=5820598.PDF&p_searchstring=SOSTENIBILIDAD&p_viewservice=VTG y 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C-288/12, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva 
16 HARVEY, David, “Breve historia del Neoliberalismo”, 1 ed, España: Editorial Akal, S. A, 2007, p. 5. 
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privatización como herramientas, en otras palabras, el estado abandonará muchas de 
sus tareas de bienestar social.  
 
En la década del cincuenta, dichas circunstancias, no eran imaginables. Según el 
propagandista del Partido Británico, Evan Durbin, la tendencia contemporánea era hacia 
la negociación colectiva, la planificación económica, la tributación progresiva, la inversión 
pública a gran escala, la provisión de servicios sociales a cargo del Estado y la confianza 
en el mismo17. 
 
Llegados a este punto, se considera relevante indicar unas pequeñas nociones, respecto 
de lo que se entiende por ciclo económico. Para ello, primero se definirá esta categoría, 
para luego, señalar sus fases comunes.  
 
Del estudio del ciclo económico18 se ocupa la macroeconomía19, y la disertación sobre 
este fenómeno data desde del siglo XIX20. Una visión clásica según Burns y Mitchell 
(Measuring Business Cycles 1946), define al ciclo económico como una fluctuación que 
se encuentra en la actividad económica de los entes que organizan su trabajo como un 
negocio empresarial. Allí, las actividades económicas sufren lapsos de ascenso y 
descenso compuestos por fases de crisis, recesión y reactivación recurrentes21, pero no 
periódicas y uniformes.  
 
El objetivo de esta categoría, es determinar qué aspectos de la expansión son 
responsables de la siguiente crisis, y cómo la reactivación o recuperación son el 
resultado de una depresión o recisión. Asimismo, se pretende por medio de la 
observancia de la predictibilidad verificar la recurrencia, es decir, se persigue un estudio 
determinista22. 
 
De otra parte, la visión Keynesiana23 se preocupa por el análisis de los cambios de la 
demanda agregada, y los ciclos son circunstancias de desequilibrio de limitada 
persistencia (rigidez de los precios) 24, pero inevitables en los mercados, dentro de las 
lógicas del equilibrio de largo plazo. En las circunstancias de desequilibrio, donde cambia 
                                               
 
17 JUDT, Tony, “Algo va mal”, Traducción de Belén Urrutia, 1 ed, Colombia: Editorial Taurus, 2011, p. 56. 
18 “Se denomina ciclo económico a los periodos de expansión y contracción que experimenta el nivel general de actividad 
de un país, hecho que ocurre en horizontes temporales de mediano plazo. Por nivel general de actividad debemos 
entender las magnitudes de la producción, el empleo, los ingresos, la inversión y el crédito, principalmente, que en 
determinados momentos existen en el conjunto de la economía. Un ciclo económico se conforma por la unión en el tiempo 
de dos de dichos periodos de expansión y contracción...”  VARGAS, Gustavo, “Introducción a la teoría económica el caso 
de México, México: Editorial Pearson Educación,  2002, p 20-4. 
19 Banco de la Republica, “los ciclos económicos”, disponible en: 
http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/ayudadetareas/economia/econo28.htm#LOS_CICLOS_ECONOacuteMICOS  
20 ERQUIZIO, Oscar, “Ciclos Económicos de México”, 1 ed, México: Editorial UniSon, 2006, p. 23. 
21 Ibídem, p. 27.  
22 Ver GARRIGA, Carlos, “Teoría Económica del Capital y la Renta”, 2004, p. 199, disponible en : 
http://riscd2.eco.ub.es/~cgarriga/teaching/libro/chapter10.PDF  
23 “La teoría de los ciclos económicos con fases regulares se ha fundado en el hecho de que las fluctuaciones tienden a 
agotarse por si solas antes de llegar a resultados extremos y en que eventualmente se invierten. Lo mismo pasa con los 
precios, que, en respuesta a una causa inicial de perturbación, parecen poder encontrar un nivel en el cual permanecer 
moderadamente estables por el momento. MAYNARD, Keynes, “Teoría general de la ocupación, el interés 
y el dinero”, traducción de Eduardo Hornedo, México: Fondo de Cultura Económica, 1947, p.221 
24 “Teoría Económica del Capital y la Renta”, Óp. cit., p. 200. 
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la eficiencia del capital (asociado a las tasa de interés)25, el estado debe intervenir 
tomando medidas de estabilización para minimizar la desviación. 
    
Otro punto de entrada, es la visión estocástica, en el que aleatoriamente confluyen 
diferentes fenómenos, como por ejemplo el monetario (dinero y comercio) en la dinámica 
de  economías de empresarios organizados para maximizar sus intereses. Por otro lado, 
además de valorar diversos fenómenos que influyen en las fluctuaciones del ciclo, se 
hace una distinción entre variables26 nominales y reales, donde los agentes son los que 
interfieren27.  
 
Respecto de las fases del ciclo económico, se pueden identificar cuatro:  
 
(i) La depresión o crisis, se representa como el punto más bajo en el ciclo económico. 
Aquí es común altos niveles de desempleo, bajo consumo, baja la demanda de bienes y 
servicios, y niveles bajos en la producción28.  
 
(ii) La recuperación, es la etapa en la que se denota crecimiento de la tendencia del ciclo, 
por tanto, se presentará “crecimiento económico, mejores niveles de empleo y 
producción y un aumento de precios como respuesta a una mayor demanda de bienes y 
servicios en la economía”29. 
 
(iii) El auge, se refiere a la escala más alta del ciclo económico. En este estadio la 
economía tiene un ascenso en el empleo, también, “se produce un incremento en la 
producción y los precios, y bajan las tasas de interés”30. 
 
(iv) La recesión o contracción es la fase de descenso. Aquí se contraen actividades 
relacionadas con la inversión, la producción, la comercialización y el trabajo en general, 
así como el ingreso de las personas, las empresas y el gobierno. Adicionalmente, la 
“recesión puede presentarse de forma severa y prolongada, conduciendo a la economía 
a un estado de crisis.”31. 
 
Ahora, respecto de la política fiscal o regla fiscal, ésta tiene como orientación la 
estabilización del ciclo económico. De un lado, puede ser una medida contracíclica, 
donde se intente retrotraer los efectos negativos de una fase nefasta. De otro lado, 
                                               
 
25 “Teoría general de la ocupación, el interés y el dinero”, Óp. cit., p.132. 
26 “Los ciclos económicos se pueden calcular partiendo de muchas variables. La más usada es la producción nacional, 
representada por el producto interno bruto (PIB) o el producto nacional bruto (PNB), pero también se pueden utilizar 
variables como la inflación y el desempleo, entre otras. Las variables pueden ser pro cíclicas es decir, aumentan cuando 
los ciclos crecen y disminuyen cuando los ciclos decrecen (PIB, PNB, inflación), contra cíclicas, las cuales crecen cuando 
el ciclo decrece y disminuyen cuando los ciclos crecen (desempleo), o acíclicas, las cuales no cambian por el ciclo 
económico” Banco de la Republica, “los ciclos económicos”, Óp. cit. 
27 “Teoría Económica del Capital y la Renta”, Óp. cit., p.201. 
28 Banco de la Republica, “los ciclos económicos”, Óp. cit. 
29 Ibídem. 
30 RESICO, Marcelo, “Ciclos económicos y política macroeconómica”, p. 181, Disponible en: 
http://www.kas.de/upload/dokumente/2011/10/SOPLA_Einfuehrung_SoMa/parte2_2.pdf  
31 Banco de la Republica, “los ciclos económicos”, Óp. cit. 
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podemos ver una medida procíclica, donde sobre la base o respaldo que dan los ahorros 
extraordinarios se continúa con la expansión moderada del gasto32.  
 
En estricto sentido, las reglas fiscales propenden a generar sostenibilidad fiscal, frente a 
la expansión del gasto público, así como “asegurar la estabilidad macroeconómica, 
limitando el crecimiento del gasto durante fases expansivas del ciclo económico con el fin 
de generar espacio fiscal para aumentar el gasto y reducir los impuestos durante fases 
recesivas del ciclo”33 . 
 
Otro punto de análisis, respecto de las reglas fiscales en el mundo, es el presentado por 
Agustín García Serrador en la revista cuadernos de política económica de la Universidad 
de Valencia, allí se refiere varios tipos de reglas fiscales, por un lado, hace referencia las 
reglas cuantitativas, las cuales limitan la deuda tomando en cuenta algún indicador, por 
otro lado, podemos encontrar las reglas de procedimiento, con las cuales se generan 
modos de construcción del presupuesto en rigor de la trasparencia y la política del 
gobierno. Respecto de las reglas relacionadas con gasto público, propenden a generar 
límites a los gastos de los diferentes niveles del estado, finalmente, encontramos las 
reglas enfocadas a la estabilización del nivel de la deuda, es decir, que el valor de la 
deuda sea manejable y la inversión sea moderada34.  
 
En el caso estadounidense (regla de oro) en 1970 a través de Alexander Hamilton 
(secretario del Tesoro), se estableció que el Tesoro Federal subrogaría todas las deudas 
de los Estados miembros de la federación. Pero, como condición para que esa política 
operará, los estados sólo podían embarcarse en deudas de inversión, que además 
fueran idóneas para generar ingresos que pagaran la deuda de forma anual35, y respecto 
de su gasto corriente o de funcionamiento36, éste debe ser asumido con los impuestos 
propios de cada Estado37. En este orden de ideas, el endeudamiento se permite si es 
inversamente proporcional a la inversión en una anualidad y se sostiene a sí mismo.    
 
Ahora, para Guillermo De la Dehesa (Presidente del Centre for Economic Policy 
Research), la anterior regla fiscal es de carácter interno y “sui generis respecto de los 
Estados Unidos, asimismo, señala que en el caso europeo rige una regla de oro externa, 
y ésta se caracteriza por sostener “que el déficit por cuenta corriente de la balanza de 
pagos debe de ser, como máximo, igual a la entrada de inversión directa extranjera neta 
del periodo. De esta forma se asegura que el déficit de ahorro nacional respecto a la 
inversión nacional se financiará con recursos propios a largo plazo del extranjero que 
acude autónomamente con voluntad de permanencia. Ambas reglas de oro consiguen 
que ambos déficits, interno y externo, se inviertan en su totalidad y de forma 
productiva”38.  
                                               
 
32 Ver BERGANZA, Juan, “ Reglas fiscales en América Latina”, España: Banco de España, 2013,  p. 101-102 
33 HERNAIZ, Daniel, “Inversiones Públicas y Reglas Fiscales”, Washington, D.C: Banco Interamericano de Desarrollo, 
2013, p. 1. 
34 Ver GARCÍA, Agustín, “Teoría General sobre reglas fiscales”, en: Revista Quaderns de Política Económica 2ª época, 
Vol. 8, Valencia, Universidad de Valencia, 2004, p. 27-28. 
35 El límite de la deuda es de dos años, sin perjuicio de las situaciones coyunturales. 
36 Pago de salarios, bienes de consumo o servicios, entre otros. 
37 Ver DE LA DEHESA, Guillermo, “Dos reglas fiscales diferentes”, disponible en : 
http://economia.elpais.com/economia/2012/02/03/actualidad/1328291690_709266.html  
38 Ibídem  
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En general en Latinoamérica la regla fiscal tiene un matiz procíclico (negativo para 
algunos autores) 39, esto se debe a la expansión del gasto público por encima de los 
ingresos, junto con la precariedad de los ingresos públicos, lo cual genera dependencia 
de los ingresos sobre las materias primas, pues, de un lado, los impuestos a los grandes 
empresarios son bajos, y, por otro lado, los beneficios son altos.  
 
Adicionalmente, Juan Carlos Berganza (De la Dirección General Adjunta de Asuntos del 
Banco de España) considera que “… la función estabilizadora de la política fiscal es más 
difícil en muchos de estos países, pues son propensos a fluctuaciones económicas 
pronunciadas —se trata de economías pequeñas y abiertas, con cambios bruscos en sus 
términos de intercambio, y que presentan una elevada exposición a unos flujos de capital 
muy procíclicos—. Y factores como la reducida flexibilidad del gasto público (que ha dado 
lugar a una concentración de los ajustes fiscales en la partida de inversión pública) y la 
necesidad de mitigar la pobreza y la desigualdad, tradicionalmente muy elevadas en la 
región, también pueden suponer trabas adicionales en algunas circunstancias”40. 
 
Por último, resulta relevante referenciar el panorama a nivel mundial de la inclusión de 
las reglas fiscales en los diferentes países, según un documento de trabajo del Fondo 
Monetario Internacional: 
 
“En las últimas dos décadas, las reglas fiscales se han extendido en todo el mundo. En 
1990, sólo cinco países-Alemania, Indonesia, Japón, Luxemburgo, y las reglas fiscales 
en los Estados Unidos en el lugar que cubre por lo menos el nivel del gobierno central. 
En Japón y Alemania, las reglas fiscales tienen una larga tradición que se remonta a tan 
temprana como 1947 y 1969, respectivamente, aunque la adhesión al estado era débil en 
la mayoría de años. Durante las próximas dos décadas, el número de los países con 
reglas fiscales nacionales y / o supranacionales subieron a 76 a finales de marzo 
2012.  Esto incluye, más recientemente, las respuestas a la crisis, con miras a 
proporcionar compromiso creíble con la disciplina fiscal a largo plazo”41  
 
En el contexto local, durante los últimos treinta años, los gobiernos y congresos 
Colombianos han transitado hacia la implementación de una normativa42 de corte 
                                               
 
39 Ver BERGANZA, Juan, “Reglas fiscales en América Latina” Óp. cit., 101. 
40 Ibídem 
41 Traducción propia, SCHAECHTER, Andrea, “Fiscal Rules in Response to the Crisis—Toward the Next-Generation Rules. 
A New Dataset”, United States of America: International Monetary Fund, 2012, p. 10.  
42 La Corte Constitucional en la Sentencia C- 132/12 fijó como antecedente normativo de la sostenibilidad fiscal “… la Ley 
358 de 1997, “Por la cual se reglamenta el artículo 364 de la Constitución y se dictan otras disposiciones en materia de 
endeudamiento”, conocida también como “ley de los semáforos”, texto normativo que establece límites al endeudamiento 
de las entidades territoriales, a efectos de que no excedan su capacidad de pago… Un segundo antecedente, lo constituye 
la Ley 617 de 2000, conocida como “Ley de responsabilidad fiscal territorial”, la cual se profirió con miras a la 
racionalización de los fiscos departamentales, municipales y distritales, mediante la clasificación de las entidades 
territoriales en categorías presupuestales y el establecimiento de topes máximos para sus gastos de funcionamiento… 
Posteriormente, se expidió la Ley 819 de 2003, “Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de presupuesto, 
responsabilidad y transparencia fiscal y se dictan otras disposiciones”, la cual obliga al Gobierno Nacional a presentar ante 
el Congreso de la República un Marco Fiscal de Mediano Plazo el cual contendrá, como mínimo (i) un Plan Financiero; (ii) 
un programa macroeconómico plurianual; (iii) las metas de superávit primario, así como el nivel de deuda pública y un 
análisis de su sostenibilidad; (iv) un informe de resultados macroeconómicos y fiscales de la vigencia fiscal anterior; (v) una 
evaluación de las principales actividades cuasifiscales realizadas por el sector público; (vi) una estimación del costo fiscal 
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neoliberal. Este proceso ha sido una tendencia general en el mundo, y “en nuestro caso 
es el derecho de las reformas de Consenso de Washington, esto es, de la desregulación 
económica y la disciplina fiscal…”43. Estos constructos estructurales, calaron a nivel 
constitucional y legal en los regímenes de planeación, de presupuesto y de banca 
central, y a nivel Institucional44 han sido patrocinados y desarrollados.45 
 
En el presente, la disciplina fiscal se ha convertido en un canon para hacer parte o 
simpatizar con organizaciones internacionales; la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE) por medio de trabajos especializados suele decir que la 
posición fiscal de un país es sostenible, si el Estado reconoce y cumple la Restricción 
Presupuestaria46. Esta condición también ha sido desarrollada por el Banco Mundial y el 
Fondo Monetario Internacional, por medio de estudios relacionados con la sostenibilidad 
de la deuda en países pobres y altamente endeudados (HIPC´s), y la deuda de los 
países emergentes47.  
 
La OCDE para Colombia, ha recomendado que: el plan del gobierno se ajuste 
gradualmente a la política fiscal, de conformidad con la metodología de la regla fiscal; 
evitar aumentar el salario mínimo por encima de la inflación de los precios; estudiar la 
posibilidad de fijar el salario mínimo en función de la región y la edad, pero domeñado a 
la productividad; generar más capital humano haciendo que el sistema de educación y de 
formación se someta a las exigencias de la economía; entregar el marco institucional y 
normativo de la infraestructura de transporte para garantizar asociaciones público-
privadas; promover la apertura comercial mediante la eliminación gradual de los 
aranceles; preparar una reforma fiscal con el objeto de que los impuestos sean más 
favorables al crecimiento y que aumenten los ingresos a mediano plazo, para garantizar 
el pago de la deuda e incentivar la inversión extranjera; entre otros48.  
 
Asimismo, el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), aunque auto-descrito como 
apoyo a “los esfuerzos de América Latina y el Caribe para reducir la pobreza y la 
desigualdad”49, es perfilado como mecenas de la reducción del estado, el enervamiento 
de las políticas socioeconómicas y la liberalización de la prestación de servicios 
públicos50. 
                                                                                                                                              
 
de las exenciones, deducciones o descuentos tributarios existentes; (vii) el costo fiscal de las leyes sancionadas en la 
vigencia fiscal anterior; y (viii) una relación de los pasivos contingentes que pudieran afectar la situación financiera de la 
Nación…” 
43 ESTRADA, Jairo, “Las reformas estructurales y la construcción del orden neoliberal en Colombia”, en publicación: Los 
desafíos de las emancipaciones en un contexto militarizado, Argentina: Editorial CLACSO, 2006, p. 248. 
44 El Consejo Nacional de Política Económica y Social (Conpes) del Departamento Nacional de Planeación (DNP) , el 
Consejo Superior de Política Fiscal (Confis) adscrito al Ministerio de Hacienda y Crédito Público , el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público y el Banco de la República. 
45 ESTRADA, Jairo, “Las reformas estructurales y la construcción del orden neoliberal en Colombia”, Óp. cit., p.252.  
46 LOZANO, Ignacio,” Sostenibilidad fiscal en Colombia: una mirada hacia el mediano plazo”, en Revista Perfil Coyuntural, 
No. 9, Medellín, Universidad de Antioquia, 2007, p. 50. 
47 BANCO DE LA REPUBLICA, “La economía colombiana: situación actual frente a los noventa y sus perspectivas”, 
Colombia: Banco de la República, 2006, p. 63. 
48 ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS (OCDE), “Estudios económicos de la 
OCDE COLOMBIA Evaluación económica”, Colombia: ODCE, 2013.p. 4. 
49 EL BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO, “Acerca del Banco Interamericano de Desarrollo” disponible en: 
http://www.iadb.org/es/acerca-del-bid/acerca-del-banco-interamericano-de-desarrollo,5995.html 
50 Al respecto :“En Colombia, estas tensiones podían percibirse en el contexto en el cual se promulgó la Constitución del 
91, ya que esta surge como el mecanismo para realizar de forma integral los derechos sociales, pero a su vez como 
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Este modelo de gestión pública puede estar perfilado dentro de “la teoría de la 
escogencia pública o Public Choice, las cuales defienden la reducción del tamaño del 
Estado y el sometimiento de los servicios tradicionalmente considerados estatales a la 
competencia de oferentes privados.” 51. En este contexto los ciudadanos reciben un trato 
mercantil de parte de las autoridades estatales52, las cuales se someten al imperio 
fiscal53; por lo tanto, lo principal es garantizar el pago de la deuda pública54 contrayendo 
el gasto público55 y generando un superávit para beneficio de la misma, junto con 
exenciones a los inversionistas.56 
 
Ahora bien, en Colombia, el Acto Legislativo 3 del 2011, modificó los artículos 334, 339 y 
346 de la Constitución Política para establecer la figura de la sostenibilidad fiscal57. 
Respecto del artículo 334 Superior, ubicó a la sostenibilidad fiscal como orientador de las 
Ramas y Órganos del Poder Público; en el artículo 339 Superior se supedito el Plan 
Nacional de Desarrollo a la dictadura de la sostenibilidad fiscal; el artículo 346 Superior 
                                                                                                                                              
 
catalizador del nuevo modelo de desarrollo que exige la transformación del Estado al nuevo modelo de economía de 
mercado; en este escenario, el BID implementó programas de reforma encaminados al fortalecimiento del sistema penal a 
través de la modernización de la Fiscalía General de la Nación, el apoyo a los centros de conciliación y arbitraje de 
conflictos comerciales y la eficiencia institucional de la rama judicial; estas reformas se dan en un contexto complejo en el 
que la política criminal aún conservaba muchos rasgos autoritarios y algunos mecanismos alternativos de resolución de 
conflictos conllevaban la negación del acceso a la justicia de los menos favorecidos, debido a que se pensaban más como 
un mecanismo para descongestionar la justicia y preservarla para las clases poseedoras.”. GUZMÁN, Andrés, “Tensiones 
en la estrategia de transformación institucional del BID en América Latina”, en Revista Estudios Socio-Jurídicos No. 13, 
Bogotá, Universidad el Rosario, 2011.p.211, 212. 
51 QUIÑONES, Julio, “sobre gestión pública y participación ciudadana” en publicación: Control social a la gestión pública 
nociones y conceptos, p.151. 
52 “El Banco Mundial a través de su informe sobre 'Governance and Development' y el BID con su propuesta de 'Buen 
Gobierno' relanzan y popularizan el término. Para los organismos financieros internacionales, la 'governance' se debe 
entender como la manera en la cual es ejercido el poder del Estado, sobretodo en el manejo de los recursos económicos y 
sociales, con un especial énfasis en la rendición de cuentas (accountability), el marco legal para el desarrollo económico, 
el acceso a información confiable y la transparencia en la toma de decisiones.” VARGAS, Alejo, "Actores, gobernabilidad y 
participación “en publicación: Control social a la gestión pública nociones y conceptos  1ed, Colombia: Universidad 
Nacional de Colombia, 2009, p.83. 
53 “Cuando este tipo de reglas se establece sobre el gasto total o primario, tiene las ventajas de enviar una señal muy clara 
sobre el propósito de la política fiscal en el mediano y largo plazo, y de reducir la discrecionalidad de las autoridades, 
limitando las inconsistencias intertemporales, particularmente durante períodos electorales. Además, si el límite de gastos 
se define con relación al valor del PIB potencial, la regla en principio no tiene un sesgo procíclico, y constituye una opción 
superior a los límites al endeudamiento o a las reglas de equilibrio presupuestario, ya que permite el funcionamiento de los 
estabilizadores automáticos y, por lo tanto, que se cumpla el rol estabilizador de la política fiscal”. GARCÍA, Gustavo, 
“Reglas fiscales para la estabilidad y sostenibilidad” en publicación: Las instituciones fiscales del mañana, 1ed, 
Washington, D.C.: Banco Interamericano de Desarrollo, 2012, p. 11,12. 
54 GARCÍA. Ibídem, p. 9. 
55 GARCÍA. Ibídem, p.23. 
56 GARCÍA. Ibídem, p. 211. 
57 Gaceta del Congreso núm. 163 de 2011, ponencia para primer debate al proyecto de ACTO LEGISLATIVO 016 DE 2010 
CÁMARA, 19 DE 2010 SENADO “por el cual se establece el Principio a la Sostenibilidad Fiscal”,), se adelantan algunas 
consideraciones importantes en relación con el concepto de sostenibilidad fiscal. “Es importante recoger los conceptos de 
déficit coyuntural y déficit estructural para abordar el tema. El primero hace referencia a unos ingresos menores a los 
gastos en periodos de recesión. El segundo hace referencia a una situación en la que los gastos superan 
permanentemente los ingresos. En Colombia el déficit estructural ha generado una dependencia financiera respecto de los 
prestamistas del Estado. Lo anterior implica que la estabilidad del gasto social así como su perdurabilidad en el tiempo, 
dependen en buena medida de la credibilidad del Estado Colombiano como deudor. La sostenibilidad fiscal en primera 
medida debe estar encaminada a otorgar estabilidad a las políticas sociales. Es por eso que en la enmienda constitucional 
se hace énfasis en el carácter prioritario del gasto social. De acuerdo con la definición propuesta por el Banco Mundial y el 
Fondo Monetario Internacional, se entiende por deuda externa bruta el monto, en un determinado momento, de los pasivos 
contractuales desembolsados y pendientes de reintegro que asumen los residentes de un país frente a no residentes, con 
el compromiso de reembolsar el capital, con o sin intereses, o de pagar los intereses, con o sin reembolso de capital.” 
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enmarcó al presupuesto de rentas y la ley de apropiaciones en los términos de la 
sostenibilidad fiscal. 
 
También, con la modificación del artículo 334 Superior, se introdujo el incidente de 
impacto fiscal bajo la filosofía de que es un instrumento para garantizar la operación del 
Estado, mediante el techo a la deuda que proporciona la sostenibilidad fiscal. De igual 
manera, esta categoría según el 334 superior debe orientar el ejercicio de las Ramas y 
Órganos del Poder Público en sus competencias de forma colaborativa y armónica, bajo 
la pretensión de conquista progresiva de los fines del Estado Social de Derecho. 
 
Asimismo, de acuerdo a esta reforma constitucional, el ejercicio del incidente de impacto 
fiscal está en cabeza del Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del 
Gobierno, y éste procederá contra cualquiera de las sentencias de las altas cortes, 
cuando se evidencie efectos nocivos para el erario público. De manera que, el objeto 
perseguido al activar este mecanismo constitucional, sea la modulación de los fallos, en 
el sentido de modificar o diferir los efectos de éstos, y, así, restablecer el equilibrio fiscal, 
siempre y cuando no se afecte o restrinja el desarrollo del núcleo esencial de los 
derechos fundamentales. 
 
Con la Ley 1473 de 2011, se instituyó la regla fiscal como herramienta al servicio de la 
sostenibilidad fiscal, específicamente su objeto está construido sobre la base de marcos 
de gasto a mediano y largo plazo que abriguen la estabilidad macroeconómica del país, 
es decir, que el gasto estructural no podrá superar al ingreso estructural, en un monto 
que exceda la meta anual de balance estructural establecido. En todo caso, los criterios 
técnico-financieros se ajustarán a la metodología que para tal efecto, precise el Consejo 
Superior de Política Fiscal – Confis. 
 
En este sentido, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público58 ha manifestado que en 
adelante los Planes Nacionales de Desarrollo, respecto de las inversiones públicas, 
contendrán los presupuestos plurianuales con detallada especificación y limitación por 
complacencia a la sostenibilidad fiscal.  
 
También refiriéndose a la relevancia de la sostenibilidad fiscal, el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público afirmó que, su importancia se torna patente en las dinámicas del 
progreso económico y social del país, y en la garantía de que en todo momento, el 
estado podrá consumar su obligación constitucional de proveedor de bienes y servicios 
públicos, de acuerdo con los objetivos de mediano y largo plazo del Estado Social de 
Derecho. 
 
Mediante sentencia C-132 del 2012, la Corte Constitucional resolvió la demanda de 
inconstitucionalidad contra el Acto Legislativo 03 de 2011, respecto de los cargos de 
sustitución de la Constitución en relación al principio de Estado Social de Derecho 
(artículo 1º Superior); fines constitucionales del Estado (artículos 1º y 2º Superiores) y la 
efectividad de la acción de tutela (artículo 86 Superior). En esta ocasión, la Corte 
                                               
 
58 Ministerio de Hacienda y Crédito Público, “ABC del proyecto de acto legislativo por el cual se establece el criterio de 
sostenibilidad fiscal” 
http://www.minhacienda.gov.co/portal/page/portal/MinHacienda1/elministerio/prensa/SostenibilidadFiscal/ABCSOSTENIBIL
IDADFISCALjunio20Fin%20DGPMFINALok.pdf 
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Constitucional se declaró inhibida para proferir un fallo de fondo, dado que, no se cumplió 
con el requisito de suficiencia en los argumentos esbozados por parte del demándate. 
 
Asimismo, por medio de la sentencia C-288 de 201259, la Corte Constitucional declaró la 
exequibilidad del Acto Legislativo 03 de 2011, al considerar que no se configuró un 
exceso del Congreso, en el ejercicio del poder de reforma de la Constitución, puesto que, 
la misma norma estableció límites a la actuación estatal y supedito la sostenibilidad fiscal 
al cumplimiento de los fines del estado.  
 
Por su parte, Alemania fue uno de los principales países en implantar una regla fiscal 
(1969). Antes de la reforma del 2009 artículo 115 de la Ley Fundamental indicaba que los 
ingresos derivados de préstamos no podían exceder los gastos de inversión del 
presupuesto. De igual manera, existió una cláusula de escape consistente en 
excepciones para evitar desequilibrio económico general (los länder también podían 
ejecutar reglas análogas)60. 
 
Está regla recibió críticas tales como que: “La forma en que la Regla Dorada fue 
implementada en Alemania presenta varios problemas (Federal Ministry of Finance, 
2009). Por un lado, la inversión fue definida en términos brutos y no en términos netos. 
Es preferible que la inversión sea definida en términos netos, ya que es la inversión neta 
la cual realmente permite el incremento en el stock de capital. Por otro lado, las 
inversiones contabilizadas incluían ayudas financieras al sector privado para la inversión, 
las cuales no estaban ligadas a un incremento en el stock de capital público. Si bien la 
RD en Alemania era flexible, ya que la misma establecía una cláusula de escape, ésta 
era demasiado vaga, al no definirse lo que se entendía por “equilibrio económico genera. 
Además de ser vaga, la regla de escape era asimétrica a lo largo del ciclo económico. 
Más específicamente, la regla no establecía límites al incremento de deuda en períodos 
excepcionales así como tampoco establecía obligaciones de reducir el endeudamiento en 
períodos de fuerte crecimiento. Respecto a la capacidad de exigir el cumplimiento de la 
meta, no existían castigos frente al incumplimiento de la misma. Esto, sumado al hecho 
de que la RD no fue complementada con una regla sobre el tope de deuda pública (como 
lo fue en el caso del Reino Unido o Brasil), no fomentó la austeridad fiscal. De hecho, 
entre 1969 y 2008, la deuda pública alemana se incrementó de un 20% del PIB a un 64% 
del PIB”61. 
 
Ahora bien, en la actualidad en Alemania, la sostenibilidad fiscal funciona en una lógica 
diferente a lo propuesto por organizaciones internacionales como FMI, BID o BM. El 
endeudamiento o déficit fiscal de las obligaciones del Estado no son reducidas por la 
deuda pública62, es más, el Artículo 79 de la Ley Fundamental prescribe una cláusula de 
eternidad de los derechos contenidos entre el Artículo 1 y el Artículo 20, la cual, blinda e 
                                               
 
59 Al respecto del incidente de impacto fiscal, la Corte Constitucional expresó que era la posibilidad de generar un 
escenario reglado de diálogo o interlocución que no adultera la separación de poderes, ya que, tiene un carácter 
potestativo,  la decisión sobre modular o modificar o diferir los efectos de las sentencias de las altas cortes. 
60 Ver HERNAIZ, Daniel, “Inversiones Públicas y Reglas Fiscales”, Óp. cit., p. 8 
61 Ibídem, p. 8. 
62 SÄNGER, Raffael, “Déficit fiscal y delimitación constitucional del endeudamiento público en Alemania Desafíos del 
Estado Federal en la crisis financiera” , en revista de derecho público Res Publica No. 3, Bogotá, Universidad Santo 
Tomas, 2013, p.2 
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impide que estos derechos sean reformados o eliminados (así también lo entiende el 
Tribunal Constitucional Alemán). 
  
No obstante, existe un límite relativo63 al endeudamiento en los Artículos 109 y 115 de la 
Ley Fundamental, pero este límite simplemente, es la prohibición de satisfacer la deuda 
pública con nuevos créditos. Y es relativo, porque de acuerdo al Artículo 109 de la Ley 
Fundamental, opera como una medida contracíclica a una situación coyuntural, como por 
ejemplo, para casos de catástrofes naturales, que pueda despojar al estado del control 
fiscal. 
 
Básicamente, la medida contra-cíclica64 opera solamente bajo las siguientes 
circunstancias y condicionamientos: “Un permiso general para que la hacienda federal se 
endeude hasta el 0,35% del Producto Interno Bruto nominal (Art. 109 III 4, 115 II 2 LF). 
Aceptación de créditos por razones coyunturales (Art. 109 III 2 f. i. 1, 115 II 3 y 5 LF) Y 
aceptaciones crediticias como consecuencia de circunstancias extraordinarias (Art. 109 
III 2 f. i. 2, 115 II 6 hasta 8 LF).”65 
 
Algunas opiniones refiriéndose al freno de deuda de Alemania dicen que es un modelo a 
seguir para los rumbos fiscales de los países europeos66. La regla de presupuesto 
Alemana aborda un elemento estructural y procíclico, de manera que el  déficit se 
ajustará al 0,35%/PIB y en los periodos de ascenso del gasto se apoyaran en los 
superávits para funcionar67.  
                                               
 
63 “La prohibición de aceptación de créditos constitucional sin embargo no es absoluta. Si lo fuera, ello no se adecuaría a 
un estado democrático, en el que las demás normas nucleares de la Constitución (con muy pocas excepciones) están 
abiertas a una ponderación con los demás principios constitucionales. Igual, si de las frases contenidas en los nuevos Art. 
109 y 115 LF solo se desprende la prohibición de la aceptación de nuevos créditos, otras normas constitucionales o bienes 
protegidos constitucionalmente, como la conservación de la capacidad de acción del Estado, pueden justificar en 
particular, una violación de la prohibición de aceptación de nuevos créditos. El legislador que modificó la constitución era 
suficientemente consciente de la imposibilidad de que la configuración de esta necesaria relativización olvidara la práctica 
presupuestaria y la jurisprudencia constitucional. Así, el mismo legislador ha regulado (y en algunas partes de manera muy 
detallada) la relativización de la prohibición de aceptación de deudas”. SÄNGER, Raffael, “Déficit fiscal y delimitación 
constitucional del endeudamiento público en Alemania Desafíos del Estado Federal en la crisis financiera” Óp. cit., p.10. 
64 “Como regla de oro de la política fiscal se refiere a una regla para justificar un aumento de la deuda pública. La regla de 
oro de la política financiera afirma que un aumento de la deuda pública debe ser aceptado sólo en la medida en que el 
mismo es un gran aumento en la financiación de las administraciones con sus activos asociados. Antecedentes de la regla 
de oro de la política fiscal es la idea básica de que los préstamos públicos generan cargas para las generaciones futuras, 
pero al mismo tiempo por el (la deuda pública financiada) de inversión también un beneficio (por ejemplo, la renta) se 
genera para estas generaciones posteriores. El desplazado a las cargas futuras están así compensado por los beneficios 
generados de forma adicional. La regla de oro de la política fiscal es, pues, especialmente a prevenir la wirtschaftet 
generación actual a costa de las generaciones futuras. La idea básica de la regla de oro de la política fiscal, el viejo freno 
de la deuda soberana en el artículo 115 de la ley Fundamental, que exigió que el ingreso de los préstamos, la suma del 
gasto no debe superar con fines de inversión.” (traducción propia) BURTH,  Andreas, “Goldene Regel der Finanzpolitik”, 
Lexikon zur öffentlichen Haushalts- und Finanzwirtschaft, disponible en: http://www.haushaltssteuerung.de/lexikon-goldene-
regel-der-finanzpolitik.html  
65 SÄNGER .Ibídem, p. 10. 
66 JEKAT, Jakob, “Freno de deuda alemana por el carril rápido”, Asociación Nacional de Presupuesto, disponible en: 
http://www.asip.org.ar/es/content/freno-de-deuda-alemana-por-el-carril-r%C3%A1pido 
67 “Más aún, su prohibición legal de utilizar los ingresos de privatizaciones para mejorar el presupuesto mejoran el 
presupuesto así como también las prácticas prohibidas de control de freno de deuda que permitían la ruptura de las reglas 
fiscales en el pasado. Finalmente, se demostró que el freno de deuda incluso permite marcos de prioridad con respecto a 
los gastos. Dicho de otro modo: aun cuando el freno de deuda de Alemania es, en esencia, una regla de déficit, también 
incorpora algunas características favorables de reglas del gasto. Es precisamente a partir de esta combinación completa 
de características beneficiosas de reglas de déficit con reglas de gasto que se explica la fortaleza del freno de deuda de 
Alemania. Contra esto, el recién establecido “fondo del clima y la energía” demostró que la nueva regla presupuestaria de 
Alemania incentiva la presupuestación sombra –confirmando por lo menos una ventaja estructural de reglas del gasto 
sobre las reglas de déficit. En esencia, sin embargo, este ejemplo demuestra algo más: En el final, aun la regla más segura 
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El Tribunal Constitucional, no ha visto problemas respecto de las medidas fiscales, pues, 
es muy cuidadoso de respetar la cláusula de eternidad de los derechos plasmada en el 
artículo 79 de la Ley Fundamental: “Por último, la Ley de la sanción al Pacto Fiscal no 
viola el 38 seg. 1, art. 20 seg. 1 y SEC. 2 en relación con el art. 79 seg. 3 GG. Su 
contenido esencial va de la mano con los requisitos del derecho constitucional y del 
Derecho de la Unión Europea. El Tratado otorga a los órganos de la Unión Europea 
carece de competencias que afectan al conjunto la responsabilidad presupuestaria de la 
German Bundestag y no obliga a la República Federal de Alemania a hacer un 
compromiso permanente con respecto a su política económica que ya no se puede 
revertir68. 
 
Para el Bundesministerium der Finanzen  (Ministerio Federal de Hacienda) no es 
suficiente el elemento de sostenibilidad plasmado en artículo 115 de la Ley Fundamental, 
pues la necesidad de financiación sólo se limita a la preparación del presupuesto, y para 
garantizar el cumplimiento del freno de la deuda se debe tener en cuenta las 
implicaciones de la transición respecto del gobierno y los niveles territoriales, para ilustrar 
se referencia el siguiente aparte : “El endeudamiento estructural del gobierno federal, es 
decir, el endeudamiento neto ajustado por operaciones financieras significativas y efectos 
económicos en 2011 fue de 20,4 millones de euros , o 0,85 % del producto interno bruto. 
En el paso tan claramente prescrita por el límite de ruta de degradación de 1,90% del 
producto interno bruto. En 2012, fue incluso ya forma permanente entra en vigor en el 
techo de 2016 del 0,35% del producto interno bruto por debajo en la ejecución con una 
necesidad de financiación estructural de 8,5 millones de euros, o el 0,34% del producto 
interno bruto. En consecuencia, el largo de los dos años de saldo acumulado de la 
cuenta de control se elevó a € 56,1 mil millones. Con el fin de fortalecer el funcionamiento 
del techo de la deuda y por lo tanto la disciplina fiscal que es el final de los regímenes 
transitorios elimina a finales de 2015, según la cual entró en vigor en julio de Ley de 
Implementación del Pacto Fiscal, el saldo acumulado en la cuenta de control. Esto 
asegurará que los saldos positivos publicados no se transfieren desde el período de 
transición en el aplicable a partir de 2016 la operación de control del freno de la deuda.”69 
 
Ahora bien, respecto del tratado de Lisboa, del cual hace parte Alemania, en lo que tiene 
que ver con la política fiscal, en primera instancia, dispone homogenizar tanto los 
gravámenes, como las normas relativas a impuestos, exportación y mercados70. 
Asimismo, busca imponer una moneda única (euro), así como la homogenización de 
precios y las condiciones de libre competencia en condiciones de solidaridad y armonía71. 
 
                                                                                                                                              
 
será un compromiso inseguro si los diseñadores de políticas carecen de la voluntad política para cumplir con ella.” JEKAT, 
Jakob, ibídem. 
68 Traducción propia, TRIBUNAL CONSTITUCIONAL FEDERAL,  Sala de prensa, Sentencia del 18 de marzo 2014, 
disponible en: http://www.bverfg.de/en/press/bvg14-023en.html   
69 Traducción propia, Bundesministerium der Finanzen - Öffentliche Finanzen, “Kontrollkonto für die Haushaltsjahre 2011 
und 2012”, disponible en: 
http://www.bundesfinanzministerium.de/Content/DE/Standardartikel/Themen/Oeffentliche_Finanzen/Schuldenbremse/2013-
03-19-kontrollkonto-fuer-die-haushaltsjahre-2011-und-2012.html?view=renderPrint  
70 Ver artículos 110,111, 112 y 113 del Tratado de Lisboa.  
71 Ver artículo 120, 121, 122,123 y 124 del Tratado de Lisboa. 
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Respecto de elemento de sostenibilidad fiscal, el tratado en el artículo 126 dice que “Los 
Estados miembros evitarán déficit públicos excesivos”, de igual manera, este artículo 
propone que una comisión supervise la operación presupuestaria y nivel de 
endeudamiento de los estados miembros, teniendo en cuenta que la proporción entre la 
deuda pública y el producto interior bruto rebase un valor de referencia fijado en el 
Protocolo sobre el procedimiento aplicable en caso de déficit excesivo. En caso de que 
un estado no cumpla con los estándares, el comité elaborará un informe para señalar si 
el déficit público supera los gastos públicos de inversión, así como todos los demás 
factores pertinentes, incluida la situación económica y presupuestaria a medio plazo del 
estado miembro. Posteriormente, el comité realizará recomendaciones al estado 
miembro para que afronte la situación dentro de un plazo. Si el estado miembro no acata 
en el plazo las recomendaciones, el comité hará pública la situación fiscal del estado 
miembro, y de persistir la situación de déficit, el comité generará una advertencia, donde 
se incluirá un calendario para que presente resultados. 
 
Si el estado miembro incumpliere la recomendación, el Consejo valorará si se le pide al 
estado que refuerce una o varias de las medidas; si se reformula la política de préstamos 
del Banco Europeo de Inversión; si se exige que el estado efectúe ante la Unión un 
depósito sin devengo de intereses por un importe apropiado, hasta que el Consejo 
considere que se ha corregido el déficit excesivo o si se le  impone multas de una 
magnitud apropiada. 
 
En ese sentido, para el año 2012 se suscribió por parte de 25 de 27 estados miembros 
de la Unión Europea, el Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza de la Unión 
Económica y Monetaria. Como norte de este acuerdo se propone poner una talanquera al 
déficit o deuda de los estados que integran la Unión de la Unión Económica y Monetaria 
(el Tribunal de Justicia de la Unión Europea verifica su acatamiento). 
 
Básicamente, por medio de la introducción de herramientas que permiten uniformidad y 
coordinación, se vigila que la planeación de los estados miembros respecto del déficit y la 
gobernanza de la zona euro72. En particular, el artículo 3 del Tratado de Estabilidad, 
Coordinación y Gobernanza en la Unión Económica y Monetaria (TECGUEM), estipulo 
una obligación de a mediano plazo contener el déficit estructural en menos 0,5 % del 
producto interior bruto a precios de mercado. No obstante, el inciso d) del artículo 3 del 
TECGUEM, dispone que en el estado miembro, donde la deuda no supere el 60% del 
producto interno bruto y no se tengan riesgos de sostenibilidad a largo plazo, el límite a 
mediano plazo puede alcanzar el 1%. De igual manera, este artículo en su numeral 2, 
impone el compromiso de darle rango constitucional a lo dispuesto en el tratado. 
Asimismo, los considerandos y el artículo 4 del TECGUEM obligan a los miembros a que 
la “deuda pública exceda del valor de referencia del 60 % de reducirla a un ritmo medio 
de una veinteava parte al año como referencia. Finalmente, se debe señalar que si un 
estado miembro supera el déficit en proporción al 3% del Producto Interno Bruto, se le 
impondrán sanciones.73 
                                               
 
72 CONSEJO EUROPEO,  “Firma del Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza “, disponible en: 
http://www.european-council.europa.eu/home-page/highlights/treaty-on-stability,-coordination-and-governance-
signed?lang=es  
73 Ver TRATADO DE ESTABILIDAD, COORDINACIÓN Y GOBERNANZA EN LA UNIÓN ECONÓMICA Y MONETARIA 
entre el reino de Bélgica, La República de Bulgaria, El Reino de Dinamarca, La República Federal de Alemania, La 
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Con todo este panorama general, podemos ver que las medidas fiscales han sido 
producto de una política neoliberal reforzada durante los últimos 40 años, que en todo 
caso y pese a las diferencias esquemáticas, contextuales y procedimentales tienden a 
poner jerárquicamente la restricción fiscal por encima de la inversión y el desarrollo 
socio-económico. Por otro lado y a nivel mundial se pudo observar que por medio de 
recomendaciones de organizaciones internacionales o comunidades internacionales se 
presiona la homogenización de la introducción en los sistemas jurídicos de categorías 
fiscales y sus metodologías. Finalmente, encontramos que tanto en un país desarrollado, 
como en uno en vía de desarrollo la política fiscal de restringir el gasto resulta altamente 
peligrosa para el progreso de la sociedad y la redistribución de la riqueza. 
1.2 El instrumento procesal de la sostenibilidad fiscal 
A continuación abordaremos la instrumentalización de la sostenibilidad fiscal  a través del 
análisis de las normas y jurisprudencia pertinente. Posteriormente, indicaremos la 
naturaleza y características del incidente de impacto fiscal junto con los procedimientos 
pioneros. 
 
Con el Acto Legislativo 3 de 2011, se introdujo el incidente de impacto fiscal. Éste ha sido 
definido por la jurisprudencia constitucional como un “procedimiento dirigido a permitir 
que los Ministros del gobierno o el Procurador General de la Nación expresen ante las 
Altas Cortes explicaciones acerca de la afectación, respecto de los efectos de una 
sentencia en particular”74. Se debe agregar que, una vez solicitado el trámite, este es de 
carácter obligatorio y, en el contexto de un atmosfera de interlocución entre el gobierno y 
la rama judicial, pero excluyendo a la contraparte del gobierno que logro la justiciabilidad 
de un derecho. 
 
La Corte Constitucional mediante la Sentencia C-288/12, estipuló dos etapas dentro del 
procedimiento del incidente de impacto fiscal. En primer lugar, a la presentación de los 
argumentos de quienes proponen el incidente de impacto fiscal contra la sentencia de la 
alta corte, en relación con los efectos en las finanzas públicas y el cumplimiento de la 
misma. En segundo lugar, la corte señaló que la otra etapa está relacionada con la 
deliberación y decisión del tribunal correspondiente, en el sentido de resolver si procede 
o se abstiene de modular, modificar o diferir los efectos de la decisión del tribunal; esto 
para guarecer la sostenibilidad fiscal. Asimismo, respecto de la primera etapa, fijó una 
carga particular y exigente para desarrollar la argumentación dentro del incidente de 
impacto fiscal.   
 
                                                                                                                                              
 
República de Estonia, Irlanda, La República Helénica, El Reino de España, La República Francesa, La República Italiana, 
La República de Chipre, La República de Letonia, La República de Lituania, El Gran Ducado de Luxemburgo, Hungría, 
Malta, El Reino de los Países Bajos, La República de Austria, La República de Polonia, La República Portuguesa, 
Rumanía, La República de Eslovenia, La República Eslovaca, La República de Finlandia y El Reino de Suecia. 
74 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C-288/12, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.  
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Además, la Corte Constitucional75 definió seis características procesales de la siguiente 
manera: (i) legitimación activa, se refiere a que el incidente de impacto fiscal, lo puede 
interponer o el Procurador General de la Nación o uno de los Ministros del Gobierno; (ii) 
objeto,  es modular y generar un plan de cumplimiento de cualquier sentencia proferida 
por una Alta Corte (Corte Constitucional, Consejo de Estado, Corte Suprema de Justicia 
y Consejo Superior de la Judicatura), en la que se pueda demostrar el impacto a las 
finanzas públicas, es decir, que la modulación recae sobre sentencias de tutela, 
sentencias de inconstitucionalidad, condenas contra la Nación por responsabilidad 
extracontractual o contractual del Estado, acciones de nulidad y restablecimiento del 
derecho, y laudos arbitrales; (iii) oportunidad, una vez proferida la sentencia por 
cualquiera de las altas cortes. (iv) trámite, es de carácter obligatorio (esto no quiere decir 
que siempre prospere) (v) decisión, puede ser en tres sentidos (modular, modificar o 
diferir) respecto de los efectos de la sentencia: y los (vi) límites, no puede afectar el 
núcleo esencial de los derechos fundamentales. 
 
Un año después y pese a la inexistencia de regulación sobre el incidente de impacto 
fiscal, se inició tres trámites, dos por parte del Procurador General de la Nación y uno por 
parte de la Viceprocuradora. El primer incidente de impacto fiscal fue elevado por el fallo 
en contra Bogotá D.C. y la empresa contratista PROSANTANA S.A., el cual ordenó 
indemnizar a las personas víctimas del daño ambiental generado por el derrumbe del 
Relleno Doña Juana. Mediante providencia del 28 de mayo de 2013, el Consejo de 
Estado concedió la apertura del incidente de impacto fiscal, actualmente, se encuentra 
registrado el proyecto de fallo del incidente de impacto fiscal. 
 
El segundo procedimiento fue presentado por la Viceprocuradora76 respecto de la 
Sentencia C-101/1377, cuya orden fue que, en un término máximo de seis meses, 
contados a partir de la notificación del fallo, se convoque a un concurso público para la 
provisión en propiedad de los cargos de Procurador Judicial, el cual deberá culminar a 
más tardar en un año desde la notificación de esta sentencia.  
 
El tercer incidente de impacto fiscal, se presentó contra la Sentencia T-147/13, la cual 
ordenó a: “la Procuraduría General de la Nación que, en el término máximo de seis (6) 
meses contados a partir de la notificación de este fallo, inicie los trámites para convocar 
el concurso o concursos públicos necesarios para proveer todos los cargos de carrera 
que en la actualidad son ejercidos en provisionalidad y frente a las cuales no se ha 
convocado concurso de méritos. En todo caso, en un término máximo de dos (2) años 
contados a partir de la notificación de esta sentencia, la Procuraduría General de la 
Nación deberá haber culminado dichos concursos y provisto los respectivos cargos.”78 
 
                                               
 
75 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C-132/12, M.P. Humberto Antonio Sierra Porto 
76 La Corte en la Sentencia C-288 de 2012, advirtió: “Se ha determinado que en cuanto a la legitimación para promover el 
incidente, corresponde exclusivamente a los Ministros del Gobierno y al Procurador General de la Nación, sin que la 
Constitución haya previsto cláusulas de delegación a otros servidores públicos.”. 
77 Mediante Auto 024/14 la Corte concedió la apertura del incidente de impacto fiscal.Asimismo, en este se puede observar 
que la Viceprocuradora manifiesta que “la decisión de la Corte al ordenar a la Procuraduría General de la Nación la 
convocatoria a un concurso público para la provisión en propiedad  de los cargos de (Procurador Judicial), genera un 
impacto en las finanzas públicas, más específicamente sobre el presupuesto de la Procuraduría General de la Nación, el 
cual depende íntegramente del Presupuesto General de la Nación, toda vez que su cumplimiento implica la realización de 
unas erogaciones, para las cuales la entidad no cuenta con los recursos correspondientes” 
78 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. T-147/13, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub  
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Posteriormente, el gobierno presento el Proyecto de Ley 139 de 2012, ante el Senado, el 
cual se convirtió en la Ley 1695 de 2013. Esta ley cuenta con 17 artículos, cuyos 
principales temas tratados son los siguientes: 
    
El Artículo 1º define rasgos generales y el origen constitucional (Artículo 334 Superior) 
del incidente de impacto fiscal, asimismo, reafirma que los legitimados para iniciar el 
mecanismo contra las sentencias de las altas cortes son, el Procurador General de la 
Nación o uno de los Ministros del Gobierno. Igualmente,  se ratificó la improcedencia de 
la sostenibilidad fiscal, cuando se invoque para menoscabar o restringir o negar los 
derechos79. 
 
Los Artículos 2° y 3º se refieren a la procedencia y competencia. En lo que concierne a la 
procedencia indicó que, el incidente de impacto fiscal procede contra todas las 
sentencias o los autos posteriores que alteren la sostenibilidad fiscal. Respecto a la 
competencia, contempló como competentes a la Sala Plena de la Corte Constitucional, la 
Sala Plena de la Corte Suprema de Justicia, la Sala de lo Contencioso Administrativo del 
Consejo de Estado o la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la 
Judicatura. 
 
El Artículo 4° prescribe que las partes en un incidente de impacto fiscal son: el 
Procurador General de la Nación o uno de los Ministros de Gobierno, el Ministro de 
Hacienda y Crédito Público, los demandantes y los demandados en el  proceso que dio 
lugar a la sentencia o a los autos posteriores. 
 
El Artículo 5°, al respecto de la presentación y sustentación del incidente, expresa que la 
solicitud de apertura del incidente de impacto fiscal, se debe presentar al magistrado 
ponente de la sentencia o auto posterior de la respectiva alta corte, en el término de 
ejecutoria. Luego, el magistrado concederá la apertura del incidente dentro de los cinco 
días hábiles siguientes a la solicitud de apertura del incidente. Posteriormente, se tendrán 
treinta días hábiles para sustentar el incidente, a partir del siguiente al auto que concede 
la apertura del procedimiento. De ser lo contrario, se declarará desierto. 
 
El Artículo 6° indica que el contenido que sustentará el incidente de impacto fiscal, debe 
observa tres presupuestos. En primer lugar, se debe señalar cuáles son las posibles 
consecuencias de la sentencia que afectan la sostenibilidad de las finanzas públicas; en 
segundo lugar, se deben indicar las condiciones específicas que explican dichas 
consecuencias y; en tercer lugar, se deben manifestar cuáles son los planes concretos 
para el cumplimiento de la sentencia o de los autos posteriores, asegurando los derechos 
reconocidos (bajo las condiciones de la sostenibilidad fiscal). Por último, se debe adjuntar 
con la sustentación del incidente de impacto fiscal un concepto del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público. 
 
                                               
 
79 A pesar de que el 334 de la Constitución Política restringe respecto de los derechos fundamentales, podríamos acoger 
una interpretación más amplia de  “derechos” con la Ley 1695 de 2013 e incluir los derechos sociales, económicos y 
culturales , y  los derechos colectivos y del ambiente, puesto que la categoría “derechos se usó de forma general. 
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El Artículo 7° contiene dos causales de rechazo del incidente de impacto fiscal, mediante 
auto susceptible de reposición. De un lado, cuando se presente por fuera del término 
previsto en la presente ley, y, por otro lado, cuando una vez es inadmitido, no se corrige 
el incidente dentro de la oportunidad legalmente establecida. 
 
El Artículo 8° prescribe que, la inadmisión del incidente, se presenta por no reunir el 
contenido señalado por ley. Dicho auto es susceptible de reposición dentro de los cinco 
días siguientes a su notificación 
 
El Artículo 9° señala que en el auto de admisión, además de realizarse las notificaciones 
respectivas a los intervinientes, se debe fijar fecha para la audiencia de impacto fiscal. 
Así mismo, la admisión del incidente de impacto fiscal suspenderá los efectos de la 
sentencia o de los autos que con posteridad a ésta se hayan presentado. Esta 
suspensión persistirá hasta que la respectiva alta corte tome una decisión, pero no 
operará en el escenario de una acción de tutela. 
 
El Artículo 13 permite que contra la providencia que falle sobre el incidente de impacto 
fiscal se presente recurso de insistencia, el cual suspende los efectos del fallo. 
 
Por último, el Artículo 16 prevé que al momento tomar una decisión, donde pueda ser 
condenado un municipio o departamento, se deberá observar la capacidad fiscal de la 
entidad territorial para dar cumplimiento a lo ordenado.  
 
 
Llegados a este punto, tenemos un balance nocivo para los derechos en general, pues, 
el instrumento procesal- fiscal, es una camisa de fuerza para la acción de tutela 
(inseguridad jurídica), asimismo, las prerrogativas y empoderamiento de la contraparte 
del ciudadano (gobierno) es una desproporción, así como la obligatoria admisión y el 
recurso de insistencia. Aquí, con este procedimiento se busca asegurar una 
correspondencia de gasto proporcional al ingreso con disminución de inversión y con 
irrespeto al principio de independencia judicial. Además, es claro que se desestimula la 
filiación a la seguridad jurídica, por la búsqueda de seguridad del pago de la deuda a 
inversionistas y acreedores del Estado, y la inflación del gasto de funcionamiento en 
todos los sectores del gobierno80; la confianza se predica sólo de grupos económicos y 
no de la gran cantidad de seres que están en situaciones precarias de vida. 
 
 
                                               
 
80 Ministerio de Hacienda y Crédito Público “Presupuesto General de la Nación” Disponible en: 
http://www.minhacienda.gov.co/HomeMinhacienda/presupuestogeneraldelanacion   
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 2. Derecho a la pensión: La liquidación pensional de los 
empleados públicos inmersos en el régimen de 
transición 
En esta sección se hará recorrido crítico - analítico a través del derecho a la pensión, 
para lo cual echaremos  mano de la legislación, doctrina y jurisprudencia constitucional 
en el ámbito nacional e internacional, lo cual nos permitirá tener un panorama general de 
este derecho.  
 
Subsiguientemente, exploraremos el contenido del régimen de transición señalado en la 
Ley 100 de 1993, para luego entrar a observar las tesis manejadas por el Consejo de 
Estado, respecto a la base de liquidación salarial de las pensiones de los empleados 
públicos inmersos en el régimen de transición. 
2.1 Una breve aproximación al derecho a la pensión  
 
La primera forma de regulación de las pensiones en Colombia se dio por medio de un 
Decreto del Congreso, el 23 de Julio de 1823. Esta norma otorgó la primera pensión 
estatal en favor del Libertador Simón Bolívar, por sus actos heroicos81.También, sin 
ninguna financiación se concedió un auxilio a quienes se hubieran destacado en 
batalla82.    
 
A través de la Ley 29 de 1905 se fijó pensiones oficiales en una cuantía de la mitad del 
salario que devengaba el trabajador. Lo anterior, siempre y cuando el empleado tuviera 
sesenta años de edad y treinta años de servicio público. La Ley 82 de 1912 creó 
prestaciones a los empleados del servicio telegráfico y postal, respecto de las 
contingencias derivadas de enfermedad, muerte o vejez.   
 
Con Ley 50 de 1886 se determinó las condiciones de acceso al derecho pensional de los 
empleados civiles Judiciales y políticos83. Con la Ley 114 de 1913, se crearon pensiones 
                                               
 
81 "Artículo 3º El Poder Ejecutivo dará el más pun-tual y exacto cumplimiento al decreto del Congreso de 23 de julio de 
1823, por el 
cual se concedió al Libertador Simón Bolívar la pensión de treinta mil pesos anua-les durante su vida, desde el día en que 
terminasen sus funciones de Presidente de la República; y esta dispo-sición deberá tener efecto cualquiera que sea el 
lugar de su residencia.” POSADA, Joaquín, “Memorias Histórico Políticas”, Bogotá: Imprenta Focion Mantilla, 1865, 
Capitulo V. 
82 RODRÍGUEZ, Rafael,  “Estudios sobre seguridad social”, 2 ed, Bogotá: Grupo Editorial Ibañez, 2011, p. 44. 
83 Artículo 11 de la Ley 50 de 1886. “Los empleos civiles que hayan desempeñado destinos ó empleos de manejo 
judiciales ó políticos, por veinte años por lo menos, tienen derecho a pensión de jubilación.” 
24 Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 
 
 
de jubilación a favor de maestros de escuela. Luego, por medio de las Leyes 37 de 1933, 
42 de 1933, 29 de 1939 y 28 de 1943, se prescribieron disposiciones para otorgar 
pensiones a empleados públicos, en especial, para maestros, obreros, músicos de la 
banda nacional y telegrafistas.  
 
Mediante la Ley 6ª de 1945, se dictaron algunas disposiciones sobre convenciones de 
trabajo, asociaciones profesionales, conflictos colectivos y jurisdicción especial del 
trabajo. Adicionalmente, con esta norma se crean condiciones de acceso al derecho de 
pensión, tanto para empleados del sector público, como para empleados del sector 
privado. La Ley 22 de 1945, incluyó disposiciones para reformar las Leyes 2ª de 1932, 
263 de 1938 y 28 de 1943, sobre prestaciones sociales al personal de empleados y 
obreros del Ministerio de Correos y Telégrafos, también, con esta norma se dio una 
autorización a la Rama Ejecutiva para hacer los traslados o contra créditos necesarios en 
el Presupuesto para el cumplimiento de esta Ley. 
 
A través de la Ley 53 de 1945, se adicionan y reforman las Leyes 1ª de 1932, 206 de 
1938, 63 de 1940, 49 de 1943 y 6ª de 1945, sobre prestaciones sociales a los 
trabajadores de ferrocarriles y salinas de la Nación. La Ley 65 de 1946 modificó las 
disposiciones sobre cesantía y jubilación. Con la Ley 74 de 1946, se trató temas sobre 
prestaciones sociales de los trabajadores de ferrocarriles y salinas de la Nación. Con la 
Ley 90 de 1946, se modificó las disposiciones sobre cesantía y jubilación, y se estableció 
el seguro social obligatorio, también, se creó el Instituto Colombiano de Seguros 
Sociales. Mediante la Ley 72 de 1947, se modifican los artículos 19 y 25 de la Ley 74 de 
1945, en el sentido de dictar disposiciones relacionadas con las prestaciones sociales del 
personal uniformado y civil de la Policía Nacional y otras sobre Cajas de Previsión Social. 
 
La Ley 84 de 1948 dictó disposiciones sobre prestaciones sociales a favor del personal 
científico que trabaja en servicios de lucha antituberculosa. De acuerdo con las Leyes 1ª 
de 1963 y 14 de 1964, se dictaron normas sobre reajustes de salarios, jubilación e 
invalidez. De igual forma, con esta norma se proveyó de nuevos recursos a la Caja 
Nacional de Previsión Social.  
 
Las Leyes 12 de 1975 y 4ª de 1976 establecieron normas sobre materia pensional de los 
sectores público, oficial, semioficial y privado. Por medio de la Ley 4° de 1966, se 
señalaron las condiciones de cotización pensional, para los afiliados de las cajas de 
previsión del sector público del nivel nacional. En seguida, el artículo 45 del Decreto 1045 
de 1978 definió las reglas generales para la aplicación de las normas sobre prestaciones 
sociales de los empleados públicos y trabajadores oficiales del sector nacional.  
 
Posteriormente, con la entrada en vigencia de la Ley 33 de 1985, se derogó el Decreto 
1045 de 1978 y establecieron los factores sobre los cuales se debían efectuar los aportes 
para pensión. Luego, en desarrollo del artículo 18 de la Ley 100 de 1993, el Gobierno 
expidió el Decreto 691 de 1994, en el que se fijaron los factores sobre los cuales se 
deben hacer las cotizaciones para pensión (se mantuvo el mismo listado de la Ley 33 
de1985)84. 
                                               
 
84 Entonces, partiendo de que la base salarial para liquidar las pensiones de los empleados públicos es de carácter legal y 
que las normas vigentes desde 1886 hasta la fecha han expresado en su contenido las condiciones para alcanzar el 
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Con la Constitución Política de Colombia (artículo 48), se estableció la irrenunciabilidad al 
derecho de Seguridad Social por parte de todos los habitantes, pero con la connotación 
de progresividad en la cobertura. De igual manera, dicho artículo señala que “La 
Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la 
dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley”. 
 
El Sistema General de Pensiones actual, fue instituido por medio de la Ley 100 de 
199385. Este nuevo modelo mixto, impuso dos regímenes para el acceso al derecho 
pensional86: de un lado, el Régimen de Prima Media87, de otro lado, el Régimen de 
Ahorro Individual88. También, con el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993 se estableció  un 
régimen de transición89, con el cual se pretendió dar protección a las expectativas 
legitimas de aquellas personas que se encuentran cerca de cumplir los requisitos para 
ser adjudicatarias del derecho pensional.  
 
Respecto al ámbito internacional, podemos encontrar que el Artículo 22 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos90, establece que toda persona tiene derecho a la 
Seguridad Social, y que para la satisfacción de este derecho indispensable para su 
dignidad, se acopiara el esfuerzo nacional e internacional. Igualmente, el Artículo 25 de la 
                                                                                                                                              
 
derecho pensional, se precisará más adelante las particularidades de la base salarial y el monto para liquidar la pensión de 
los empleados públicos del régimen de transición y los exentos de éste.    
85 En desarrollo del artículo 18 de la Ley 100 de 1993, el Gobierno expidió el Decreto 691 de 1994, en el que se fijaron los 
factores sobre los cuales se deben hacer las cotizaciones para pensión (se mantuvo el mismo listado de la Ley 33 de 
1985). 
86 Artículo 10 de la Ley 100 de 1993 “OBJETO DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. El Sistema General de 
Pensiones tiene por objeto garantizar a la población, el amparo contra las contingencias derivadas de la vejez, la invalidez 
y la muerte, mediante el reconocimiento de las pensiones y prestaciones que se determinan en la presente ley, así como 
propender por la ampliación progresiva de cobertura a los segmentos de población no cubiertos con un sistema de 
pensiones.”. 
87“La Ley 100 previó que la entidad administradora es el Instituto de Seguros Sociales (ISS) y sólo de manera excepcional 
podrían serlo las cajas, fondos o entidades de previsión del sector público (L. 1 00, arts. 52 y 129). Con la Ley 1151 de 
2007 se ordenó la liquidación del ISS como entidad pensional, así como la de las dos principales cajas de previsión que 
subsistían (Cajanal y Caprecom). En reemplazo de todas ellas, y para conservar la gestión estatal en el régimen de prima 
media, la citada ley dispuso la creación de una nueva empresa industrial y comercial del Estado denominada 
Administradora Colombiana de Pensiones, "Col pensiones" (L. 1151, art. 1 55).”.ARENAS, Gerardo, “El derecho 
colombiano de la Seguridad Social”, 3 ed, Colombia: Legis Editores SA, 2013, p.168. 
88“El régimen de ahorro individual, por su parte, se caracteriza por la pluralidad de entidades administradoras, que actúan 
con criterio de libre competencia, conocidas genéricamente como "administradoras de fondos de pensiones'', AFP (l. 1 00, 
art 9 0). A partir de la vigencia de la Ley 1328 de 2009, cada administradora, a su vez, constituirá diversos fondos ele 
pensiones, para que los afiliados elijan los que mejor se ajusten a sus edades y perfil les de riesgo, con la finalidad de que 
se procure el mejor retorno posible al final del período de acumulación de aportes (L 100, art 59, modif. L 1328, art. 
47).”.ARENAS, Ibídem., p. 168. 
89 Corte Constitucional, Sentencia T-235 del 4 de abril del 2002, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. “En el caso de 
Colombia, como era apenas lógico, el artículo 36 de la  ley 100 de 1993 estableció una excepción a la aplicación universal 
del sistema. Esa excepción es para   quienes el 1° de abril de 1994 hayan tenido 35 años si son mujeres o 40 años si son 
hombres o 15 años o más de servicios o de tiempo cotizado, a ellos se les aplicará lo establecido en el régimen anterior a 
la ley 100, en cuanto al tiempo de servicio, número de semanas cotizadas y el monto de la pensión. Los únicos que 
quedarían por fuera de este régimen de transición serían quienes voluntariamente se acojan al régimen de ahorro 
individual con solidaridad o quienes estando en éste se cambien al de prima media con prestación definida.” 
90Declaración Universal de Derechos Humanos, Artículo 22, “Toda persona, como miembro de la sociedad, tiene derecho a 
la seguridad social, y a obtener, mediante el esfuerzo nacional y la cooperación internacional, habida cuenta de la 
organización y los recursos de cada Estado, la satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, 
indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su personalidad.”. 
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Declaración Universal de Derechos Humanos91, prevé el derecho de toda persona a un 
nivel de vida adecuado y en relación a su vejez, debe ser asistido por medio de un 
seguro. 
 
Del mismo modo, el Pacto Internacional de Derechos Económicos92, Sociales y 
Culturales, en su artículo 10 señala que, “Los Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social.”. La 
Constitución de la Organización Internacional del Trabajo, considera en su preámbulo, 
que todo Estado debe establecer un régimen humano y evitar las omisiones. Igualmente, 
en el desarrollo del documento se propone fomentar la extensión de los servicios de 
Seguridad Social y garantizar por lo menos la mínima asistencia. 
 
El Convenio No.102 de 1952 de la OIT, estableció condiciones mínimas sobre la 
seguridad social para los países miembros que ratifiquen el convenio. Igualmente, el 
Convenio sobre las prestaciones en caso de accidentes del trabajo y enfermedades 
profesionales de 1964, modificado en 1980, plantea formas de asistencia derivadas de la 
invalidez, viudez y la calidad de hijo por deceso del beneficiario. El Convenio 118 de 
1962, sobre la igualdad de trato (Seguridad Social), dispone respecto de las prestaciones 
y beneficios, adoptar diversas proposiciones relativas a la igualdad de trato de nacionales 
y extranjeros. El Convenio No. 128 de 1967 sobre las prestaciones de invalidez, vejez y 
sobrevivientes, propone que la asistencia prestacional a las personas invalidas, el acceso 
a la pensión con una edad menor a los 65 años y la prestación de sobrevivientes por 
perdida del proveedor de recursos en la familia. 
 
La Carta Internacional Americana de Garantías Sociales (1948), respecto al derecho de 
pensión, contiene los siguientes requerimientos: “Artículo 3 ... La justicia y la seguridad 
sociales son bases de una paz duradera … Artículo 45 … h) Desarrollo de una política 
eficiente de seguridad social, e i) Disposiciones adecuadas para que todas las personas 
tengan la debida asistencia legal para hacer valer sus derechos … Artículo 46 … Los 
Estados miembros reconocen que, para facilitar el proceso de la integración regional 
latinoamericana, es necesario armonizar la legislación social de los países en desarrollo, 
especialmente en el campo laboral y de la seguridad social, a fin de que los derechos de 
los trabajadores sean igualmente protegidos, y convienen en realizar los máximos 
esfuerzos para alcanzar esta finalidad.”. 
 
Declaración Americana de los Derechos y deberes del Hombre (1948), propone que: 
“Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las 
consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de 
cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para 
obtener los medios de subsistencia.” Y “Toda persona tiene el deber de cooperar con el 
Estado y con la comunidad en la asistencia y seguridad sociales de acuerdo con sus 
                                               
 
91Declaración Universal de Derechos Humanos, Artículo 25, “Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que 
le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia 
médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, 
invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su 
voluntad.” 
92 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Preámbulo, “…no puede realizarse el ideal del ser humano libre, liberado 
del temor y de la miseria, a menos que se creen condiciones que permitan a cada persona gozar de sus derechos 
económicos, sociales y culturales, tanto como de sus derechos civiles y políticos”. 
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posibilidades y con las circunstancias”. 
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos de San José de Costa Rica (1969),  
al referirse a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en su Artículo 26, propone 
lo siguiente: “ Los Estados Partes se comprometen a adoptar providencias, tanto a nivel 
interno como mediante la cooperación internacional, especialmente económica y técnica, 
para lograr progresivamente la plena efectividad de los derechos que se derivan de las 
normas económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura, contenidas en la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos 
Aires, en la medida de los recursos disponibles, por vía legislativa u otros medios 
apropiados.”. 
 
Respecto del Código Iberoamericano de la Seguridad Social (1995), podemos encontrar 
asuntos relacionados  con las pensiones contributivas; las pensiones por incapacidad, 
derivadas de accidentes de trabajo o enfermedades profesionales; las pensiones a favor 
de la persona en estado de viudez y de los hijos a cargo, por accidentes de trabajo o 
enfermedades profesionales; las revisiones periódicas, cuando se produzcan variaciones 
sensibles del coste de vida y las condiciones de edad para el acceso a las prestaciones 
por vejez (no deberá exceder de 65 años)93. 
 
En la doctrina formalmente, el origen de la seguridad social es remontado a la década del 
80 del siglo XIX en Alemania. La iniciativa del Canciller Otto Von Bismarck se proyectó a 
crear instituciones que ordenasen el tratamiento de las contingencias de vejez, invalidez 
y muerte (previsión social). El mecanismo utilizado, fue la contribución obligatoria sobre 
el salario real o una porción importante del mismo para los empleados del sector privado. 
El seguro social o modelo bismarckiano se extendió en el siglo siguiente en una parte 
importante del mundo94.´ 
 
Ahora bien, hoy se entiende el derecho a la pensión como una figura que asegura a la 
persona en caso de alguna contingencia o riesgo. Esta visión, más que de derecho 
social, tiende a ser derecho privado, pues, la tendencia está enfocada hacia la 
privatización y capitalización en cuentas individuales, para que por medio de fondos 
pensionales o instituciones oficiales se paguen prestaciones económicas95. La relación 
derecho-goce está fundada en el vínculo que “se establece entre la entidad 
administradora y el afiliado que constituye la fuente de derechos y obligaciones en el 
sistema”96. 
 
                                               
 
93 Salvo que los Estados fijen una edad más elevada teniendo en cuenta la capacidad de trabajo y la esperanza de vida de 
las personas de edad avanzada en el país de que se trate 
94 Ver ASOCIACIÓN INTERNACIONAL DE ORGANISMOS DE SUPERVISIÓN DE FONDOS DE PENSIONES,  “la 
capitalización individual en los sistemas de pensiones de américa latina”, disponible en:  
http://www.aiosfp.org/estudios_publicaciones/estudios_pub/capitalizacion_individual.pdf  
95 PENEN, Martha, “Cartilla práctica de aspectos laborales”, Colombia: Legis S.A, 2007, p.14.  
96 CERÓN, Jaime, “SISTEMA GENERAL EN PENSIONES”, 1 ed, Colombia: CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA, 
2007, p. 26. 
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Las nuevas condiciones normativas impulsadas por organizaciones financieras de corte 
trasnacional97 son palmariamente nocivas para los intereses de los usuarios con 
expectativas próximas de obtener un beneficio del Sistema General de Pensiones98. 
Además de que en general las desmejoras obstaculizan el acceso a las generaciones 
futuras99, o bien con edades extremas, o bien con el aumento de semanas cotizadas, sin 
contar con que, debido a la creciente desigualdad económica entre clases sociales se 
desincentiva y mina el camino para la realización del principio de solidaridad100. 
 
Difícilmente, “la sociedad [se puede entender] como un sistema equitativo de 
cooperación”101, pues, la inaccesibilidad a formas dignas de trabajo evita la realización de 
los aportes al Sistema General de Pensiones por parte de los empleados; presentándose 
así, una operación enervada en la retroalimentación y el sostenimiento del sistema. Por 
ello, se debería pensar en una sociedad de cooperación que genere ventajas mutuas y 
equidad, así como una administración eficiente de recursos sociales, maximice la 
satisfacción de las necesidades.102   
 
En los albores de la Corte Constitucional, el derecho a la seguridad social se entendió 
como “un derecho constitucional desarrollado en la ley que, en principio, no ostenta el 
rango de fundamental, salvo que las circunstancias concretas permitan atribuirle esta 
connotación por su importancia imprescindible para la vigencia de otros derechos 
fundamentales”103, es decir que, para ese momento la tesis para asegurar la 
justiciabilidad del derecho a la seguridad social, era la conexidad, si eran protegidos en 
forma inmediata los primeros derechos (DESC) se ocasionaría la vulneración o amenaza 
de los segundos (fundamentales). 
 
En este sentido, la Corte Constitucional manifestó en los inicios de la década del 90 que 
a pesar de que el derecho a la seguridad social no tiene una consignación de 
fundamental en la Carta Política, para el caso de las personas de la tercera edad se 
reviste del abrigo de fundamental para superar el riesgo sobre otros derechos y principios 
fundamentales tales como la dignidad humana, la vida, la integridad moral y física o el 
libre desarrollo de la personalidad104. 
                                               
 
97 BLACKBURN, Robin, “El futuro del sistema de pensiones: Crisis financiera y Estado de bienestar”, 1 ed, España: 
Edicoiones Akal S.A., 2010, p. 18. 
98 Se debe anotar que los requisitos para pensionarse cada vez son más exigentes, en cuanto la edad y los aportes que 
tienen que hacer al sistema. 
99 “Algunas disminuciones de salarios, prestaciones o del alcance de la negociación se realizaron en cumplimiento de 
conjuntos de medidas de austeridad más amplios y negociados con el Banco Central Europeo (BCE), la Comisión Europea 
(CE) y el FMI. Estas medidas también incluyeron cambios en la edad de la jubilación y los derechos en materia de 
pensiones. En algunos casos, estas medidas se adoptaron pese a huelgas y otras manifestaciones de oposición pública. 
En algunos países, esta oposición de los ciudadanos y de los sindicatos llegó incluso a provocar cambios de gobierno” 
Oficina Internacional del Trabajo (OIT) ,” Diálogo social: Discusión recurrente en el marco de la Declaración de la OIT 
sobre la justicia social para una globalización equitativa”, Ginebra: Oficina Internacional del Trabajo, Ginebra, Suiza, 
2013,p.32 
100 Ver Artículo 2° “PRINCIPIOS” de la Ley 100 de 1993 y el artículo 1º de la de la Constitución Política. 
101 Para John Rawls la justicia como equidad es un sistema de cooperación entre personas libres e iguales, donde por 
medio de la razón pública, se materializa el acuerdo libre (principios) legitimando el sistema. RAWLS, Jhon.“La Justicia 
Como Equidad”, España: Ediciones Paidós Ibérica S.A., 2000, pp.44-45.   
102 RAWLS, Jhon. “Teoría de la justicia”, 2.ed, México: Fondo de Cultura Económica, 2006, p.44. 
103 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No.  T-491/92, M.P.  Eduardo Cifuentes Muñoz 
104 “El derecho a la seguridad social no está consagrado expresamente en la Constitución como un derecho fundamental. 
Sin embargo, este derecho establecido de forma genérica en el artículo 48 de la Constitución, y de manera específica 
respecto de las personas de la tercera edad, adquiere el carácter de fundamental cuando, según las circunstancias del 
caso, su no reconocimiento tiene la potencialidad de poner en peligro otros derechos y principios fundamentales como la 
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Asimismo, la Corte ha definido a la seguridad social como un derecho de aplicación 
inmediata (en especial al referirse al derecho a la pensión) pues, es una circunstancia 
relacionada con el mínimo vital básico de personas de la tercera edad. La incertidumbre 
de orden laboral atenta contra su vida dignidad. El merecimiento de este derecho se 
ostenta sobre la base del esfuerzo y la contribución a la construcción de la riqueza 
nacional, lo cual merece una pensión equivalente a un porcentaje de su salario. Pero, sin 
perjuicio de lo anterior y de forma adicional, la lógica de atribución del derecho se hace 
sobre la base del cumplimiento de requisitos temporales y económicos105.   
 
Por otro lado, la Corte ha señalado que los derechos civiles y políticos, así como los 
derechos sociales, económicos y culturales son derechos fundamentales que involucran 
obligaciones de carácter negativo como de índole positiva. Por ello, “Restarles el carácter 
de derechos fundamentales a los derechos prestacionales, no armoniza, por lo demás, 
con las exigencias derivadas de los pactos internacionales sobre derechos humanos ya 
mencionados, que hacen parte del bloque de constitucionalidad según el artículo 93 de la 
Constitución.”106. 
 
En pronunciamientos más recientes la Corte ha reforzado su tesis afirmando lo siguiente: 
 
“El derecho a la seguridad social, en la medida en que es de importancia 
fundamental para garantizar a todas las personas su dignidad humana es un 
verdadero derecho fundamental cuyo desarrollo, si bien ha sido confiado a 
entidades específicas que participan en el sistema general de seguridad social 
fundado por la Ley 100 de 1993, encuentra una configuración normativa 
preestablecida en el texto constitucional (artículo 49 superior) y en los tratados 
internacionales que hacen parte del bloque de constitucionalidad; cuerpos 
normativos que dan cuenta de una categoría iusfundamental íntimamente 
arraigada al principio de dignidad humana, razón por la cual su especificación en 
el nivel legislativo se encuentra sometida a contenidos sustanciales 
preestablecidos.”107 
 
“La Seguridad Social es reconocida en nuestro ordenamiento jurídico como un 
derecho constitucional fundamental. De esta manera, los artículos 48 y 49 de la 
Carta Política establecen la seguridad social por un lado, como un derecho 
irrenunciable, y por otro lado, como un servicio público , de tal manera que, por la 
estructura de este derecho, es el Estado el obligado a dirigir, coordinar y controlar 
su efectiva ejecución. La protección que le otorga el ordenamiento constitucional 
al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el 
ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que 
reconocen el derecho de las personas a la seguridad social. Conforme a la 
jurisprudencia constitucional, el derecho a la seguridad social es un real derecho 
                                                                                                                                              
 
vida, la dignidad humana, la integridad física y moral o el libre desarrollo de la personalidad de las personas de la tercera 
edad” CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No T-426/92, M.P.  Eduardo Cifuentes Muñoz 
105 CONSTITUCIONAL, Sentencia No T-299/97, M.P.  Eduardo Cifuentes Muñoz 
106 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No T-160/11, M.P.  Humberto Antonio Sierra Porto  
107 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No T-032/12, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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fundamental cuya efectividad se deriva “de (i) su carácter irrenunciable, (ii) su 
reconocimiento como tal en los convenios y tratados internacionales ratificados 
por el Estado colombiano en la materia y (iii) de su prestación como servicio 
público en concordancia con el principio de universalidad. Sin embargo, el 
carácter fundamental del derecho a la seguridad social no puede ser confundido 
con su aptitud de hacerse efectivo a través de la acción de tutela. En este sentido, 
la protección del derecho fundamental a la seguridad social por vía de tutela solo 
tiene lugar cuando (i) adquiere los rasgos de un derecho subjetivo; (ii) la falta o 
deficiencia de su regulación normativa vulnera gravemente un derecho 
fundamental al punto que impide llevar una vida digna; y (iii) cuando la acción 
satisface los requisitos de procedibilidad exigibles en todos los casos y respecto 
de todos los derechos fundamentales”108 
 
Actualmente, la Corte refiriéndose al carácter imprescriptible del derecho a la pensión, ha 
relacionado este derecho con los principios y valores constitucionales así: “la solidaridad 
que debe regir a la sociedad, y además, se constituye en un instrumento para la especial 
protección que el Estado debe a las personas que por su edad, condiciones de salud y 
ausencia de alguna fuente de sustento, tienen mayor dificultad para subsistir, y de esta 
manera asegurar el mantenimiento de unas condiciones de vida digna.”109. 
 
A pesar de los postulados progresista referenciados supra, la Corte al definir el derecho a 
la pensión, lo concibe en el fondo como una prestación económica, que se derivada 
resultado final de largos años de trabajo y ahorro forzoso en por medio de cotizaciones al 
Sistema General de Seguridad Social, es decir, que el derecho se configura no por la 
condición y calidad  de persona, sino por el cumplimiento de requisitos de tiempo y 
aportes económicos al Sistema General de Pensiones. 
   
Al respecto de su finalidad, expresa la corte que es una forma de garantizar la concreción 
de los derechos fundamentales de las personas traducidos en la dignidad humana, el 
mínimo vital, la seguridad social y la vida digna.110.  
 
2.2 Una mirada crítica del régimen de transición y las 
perspectivas de liquidación factorial  
 
El régimen de transición111 comprende una protección a las expectativas legitimas de 
aquellas personas que se encuentran cerca de cumplir los requisitos para ser 
                                               
 
108 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No  T-164/13 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
109 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No T-217/13, M.P.  Alexei Julio Estrada. 
110 Conecta el derecho a la pensión con el derecho fundamental al trabajo “en virtud de la amplia protección que de 
acuerdo a los postulados constitucionales y del Estado Social de Derecho se debe brindar al trabajo humano en  todas sus 
formas. Se asegura entonces un descanso “remunerado” y “digno”, fruto del esfuerzo prolongado durante años de trabajo, 
cuando en la productividad laboral se ha generado una notable disminución. Asimismo, el artículo 48 de la Carta Política 
establece el régimen de seguridad social, dentro del cual se encuentra el reconocimiento del sistema pensional, y en éste 
la pensión de vejez. Resulta claro, entonces que cuando se acredita el cumplimiento de estos requisitos consagrados en la 
ley, la persona se hace acreedora de la obtención de la pensión de vejez, la cual se encuentra en consonancia con el 
derecho a la seguridad social” CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No T-398/13, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub  
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adjudicatarias del derecho pensional. No obstante, para acceder a este beneficio, debe el 
trabajador cumplir con unos requisitos112 de edad o tiempo de servicio al 1º de abril de 
1994. 
 
La razón principal por la cual se procrastinan los efectos de la normativa derogada, se 
encuentra generalmente en que las nuevas condiciones normativas son palmariamente 
nocivas para los intereses de los usuarios, con expectativas próximas de obtener un 
beneficio del Sistema General de Pensiones. Además de que en general las desmejoras 
obstaculizan el acceso, o bien con edades extremas, o bien con el aumento de semanas 
cotizadas, y sin contar con que la creciente desigualdad económica entre clases sociales, 
desincentiva y mina el camino para la realización del principio de solidaridad113. 
 
Con dificultad, la sociedad se podrá vislumbrar con los ojos de la equidad y la 
cooperación, ya que, la impenetrabilidad a formas laborales decorosas de trabajo, evita la 
ejecución de contribuciones al Sistema General de Pensiones por parte de los 
trabajadores, lo cual, se traduce en una enervada retroalimentación del sistema. Por ello, 
se debe avizorar una sociedad cooperativa y equitativa, respecto a la dirección de 
recursos para atender las necesidades. 
 
Adicionalmente, se debe sumar a esta ecuación el clientelismo114 y la parcialidad judicial, 
situaciones sumamente penosas que representan no sólo una tapia para la población de 
la tercera edad, sino que desdibuja las virtudes judiciales; entre ellas la imparcialidad y la 
prudencia, virtudes que hacen sus veredictos, según lo permita cada caso, estén más 
cerca de ser juicios razonado115 y justos. 
 
Por ello, es importante señalar que las virtudes en términos de Alasdair Macintyre, deben 
ser virtudes intelectuales116. La adquisición de éstas, se logra a través del ejercicio 
habitual y la enseñanza, dado que, la sabiduría de la justicia y la valentía es una 
instrucción sistemática; con el riesgo de degenerarse, si se renuncia a este método  
Aristotélico.  
 
                                                                                                                                              
 
111 Corte Constitucional, Sentencia T-235 del 4 de abril del 2002, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. “En el caso de 
Colombia, como era apenas lógico, el artículo 36 de la  ley 100 de 1993 estableció una excepción a la aplicación universal 
del sistema. Esa excepción es para   quienes el 1° de abril de 1994 hayan tenido 35 años si son mujeres o 40 años si son 
hombres o 15 años o más de servicios o de tiempo cotizado, a ellos se les aplicará lo establecido en el régimen anterior a 
la ley 100, en cuanto al tiempo de servicio, número de semanas cotizadas y el monto de la pensión. Los únicos que 
quedarían por fuera de este régimen de transición serían quienes voluntariamente se acojan al régimen de ahorro 
individual con solidaridad o quienes estando en éste se cambien al de prima media con prestación definida.” 
112 Para apoyarse en las condiciones de las normas anteriores hasta el 31 de diciembre de 2014, se debe tener al 1º de 
abril de 1994  i) 15 años de servicio o ii) 35 años de edad si se es mujer o 40 años de edad si se es hombre (Ley 100 de 
1993). A parte de eso, el Acto Legislativo 1º del 2005, establece para las personas que cumplan con los requisitos, 
después de entra su entrada en vigencia, al menos 750 semanas cotizadas o su equivalente en tiempo de servicios para 
mantenerse en el régimen de transición. 
113 Ver Artículo 2° “PRINCIPIOS” de la Ley 100 de 1993 y el artículo 1º de la de la Constitución Política. 
114 Recientemente la Contraloría de Bogotá inicio una investigación a 104 reconocimientos pensionales por cobros 
exagerados ante el Fondo de Pasivos Pensionales de la Universidad Distrital. Para ampliar es asunto ver:  DIARIO EL 
ESPECTADOR, “Denuncian clientelismo en la Universidad Distrital”, disponible en: 
http://www.elespectador.com/noticias/bogota/denuncian-clientelismo-universidad-distrital-articulo-491453  
115 RAWLS, Jhon. “Teoría de la justicia”, op. cit.p. 56.  
116 MACINTYRE, Alasdair, Tras La Virtud, 2 ed, España, Editorial Crítica, 2004, p. 205. 
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De manera que, una revolución de los valores en el rol público y los aspectos inmanentes 
de la conciencia, permitirá cambiar las condiciones de injusticia social, pues, cuando el 
hombre no puede manejar o reducir sus pasiones es impotente y vive en servidumbre117 
de la corrupción. De ahí que, la constante auto-observación de los integrantes de los 
poderes públicos, debe ser practicada, y la intención primordial de estos agentes debe 
ser la de mover al mundo correctamente, pues, los acontecimientos humanos son 
producto de las acciones humanas, de manera que el funcionario debe encontrar 
inteligiblemente el contexto correcto de su actuar. 
 
La instrucción de los funcionarios, “necesita de dos cosas: aptitudes naturales y 
ejercitación”118, y es necesario comenzar a labrarlas, debido a que si la “virtud es algo de 
lo que todos deben participar y de acuerdo con la cual, y no prescindiendo de ella, todo 
hombre debe obrar, si quiere aprender a hacer algo”119 debe cultivarlo .En efecto, debe 
generar el deseo de “la virtud por sí misma no existe nada más valioso o más útil”120, 
aunque el materialismo en una medida desequilibrada está venciendo, en verdad priman 
las ambiciones particulares121. 
 
En este punto, se considera importante presentar que, la tergiversación de las políticas 
de bienestar en el marco de la justicia,  resultan en el imaginario como la satisfacción 
plétora de los derechos de forma desmedida e infinita, de ahí que “confundir la justicia, 
que es un ideal de la razón, con el bienestar, que lo es de la imaginación, es un error con 
el cual podemos acabar pagando un alto precio: olvidar que el bienestar ha de 
costeárselo cada quien a sus expensas, mientras que la satisfacción de los derechos 
básicos es una responsabilidad social de justicia que no puede quedar exclusivamente 
en manos privadas, sino que hace indispensable un nuevo Estado social de derecho -un 
Estado de justicia…”122. 
 
Respecto del Consejo de Estado, éste durante más de dos décadas ha transitado entre 
tres tesis respecto a la forma de determinar la base factorial para efectuar la liquidación 
de la cuantía pensional de las personas beneficiarias del Régimen de Transición del 
sector público.  
 
Básicamente, el debate jurídico se ha desarrollado en el seno de las preguntas, qué es 
factor salarial y cuál es la cantidad de factores que se valorarían para llevar a cabo la 
operación de liquidación de los beneficiarios de la pensión del sector público abrigados 
por el régimen de transición. 
 
                                               
 
117 SPINOZA, Baruch. ÉTICA, Argentina: Errepar, 2000. p. 55. 
118 PROTÁGORAS, Protágoras y Gorgias, fragmentos y testimonios, Argentina: Ediciones Orbis S.A Hyspamerica, 1980, 
p.74.  
119 PROTÁGORAS. Ibídem, p. 71. 
120 SPINOZA. Ibídem, p. 58. 
121 Se debe atacar también la burocratización del poder ejecutivo, pues, como lo expresaba Weber la organización 
burocrática de una formación social, y especialmente de una estructura Estatal, puede tener profundas consecuencias 
económicas, puesto que, mecenas con aspiraciones e intereses particulares o sectarios, influyen en el proceder 
administrativo y judicial. Por lo tanto, la función debe estar justificada por la conducta intachable y una ciencia teleológica, 
donde prime el bienestar general, sin caer de forma extrema en el utilitarismo en el sentido de darle cabida a la justificación 
de los medios para alcanzar fines, Ver WEBER, Max, ¿Qué es la Burocracia?, Libros Tauro, pp. 88-89 
122 MOTTA, Cristina. Ética y Conflicto Lecturas para una Transición Democrática, 1 ed, Colombia. Siglo del Hombre 
Editores, 1995, P. 206. 
Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 33 
 
 
A continuación se descenderá en el campo específico de los tres momentos clave de las 
posiciones resguardadas por diferentes magistrados del Consejo de Estado. Sin 
embargo, se debe aclarar que a pesar de que existieron sentencias que marcaron la 
tendencia de la posición jurídica del Consejo en ciertos periodos, nunca fue pacífico el 
sentido de las decisiones, dado que, no existió homogeneidad de criterios jurídicos entre 
las Subsecciones A y B de la Sección Segunda: 
 
En primer lugar, aproximadamente desde 2003 hallamos una perspectiva jurídica en la 
que se incluye en la base de liquidación factorial todas aquellas sumas que de forma 
habitual y periódica recibía el funcionario como retribución a sus servicios (a menos que 
se tratara de un factor expresamente excluido por la ley), sin embargo se debía hacer las 
deducciones de ley a que hubiere lugar, de acuerdo con la inclusión de factores 
extralegales.123 
 
En segundo lugar, alrededor del 2006124 el Consejo de Estado estimó que se debían 
incluir en la base de liquidación todos aquellos factores certificados y sobre los cuales se 
efectuaron aportes125 para Sistema General de Pensiones. 
 
Finalmente, en el 2008 la tercera tesis precisó que las pensiones del sector público sólo 
se podían liquidar en virtud de los factores salariales taxativamente126 enunciados en la 
Ley 33 de 1985. Asimismo y partiendo del supuesto de que la entidad encargada realizó 
deducciones sobre factores no señalados por la ley, estas deducciones debían 
devolverse a quien le correspondiera127.  
 
A la fecha, el Consejo de Estado por medio de la sentencia de unificación del 4 de agosto 
de 2010, tomó como posición jurídica, la extensión de la base salarial para liquidar las 
pensiones del sector público prescrita en la Ley 33 de 1985 y el Decreto 691 de 1994, es 
                                               
 
123 Ver CONSEJO DE ESTADO, sentencia de 29 de mayo de 2003, número interno (4471 -02), C.P. Alberto Arango 
Mantilla. 
124 Ver CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 16 de febrero de 2006, número interno (1579-04),  C.P. Alejandro Ordóñez 
Maldonado. 
125 “Como al demandado lo ampara el régimen de transición descrito en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, porque a la 
fecha de entrada en vigencia del Sistema General, contaba con más de 15 años de servicios, su reconocimiento pensional 
debió ceñirse a los requisitos  dispuestos por el artículo 1° de la Ley 33 de 1985 y concordantes, es decir, tener como tope 
máximo en la liquidación pensional el 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año 
de servicio y no el 90% como lo dispuso la Resolución No. 0450 de 15 de Abril de 1999. De lo anterior, se concluye que el 
reconocimiento pensional hecho al señor Edgar Trujillo Montoya, en virtud del acto acusado, se realizó por fuera del límite 
legal, lesionando el patrimonio de la entidad y; por ello, la suspensión provisional ha de decretarse pero sólo en cuanto al 
monto pensional que supera el 75% del promedio de lo devengado en el último año de servicio, computado sobre los 
mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes”. CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 10 de 
marzo de 2011, número interno (2476-10),  C.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila 
126 “Igualmente, para establecer el 75% del ingreso base de liquidación de la pensión se debe acudir al artículo 3º de la Ley 
33 de 1985, modificado por el artículo 1º de la Ley 62 del mismo año,  que prevé en su inciso 2o:Para los efectos previstos 
en el inciso anterior, la base de liquidación para los aportes proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará 
constituida por los siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: asignación básica, gastos de 
representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; 
bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso 
obligatorio”. Resulta importante aclarar que los factores establecidos en la precitada ley son taxativos y, por ende, no es 
posible aplicar otros beneficios otorgados al trabajador legal o extralegalmente” CONSEJO DE ESTADO, sentencia de 22 
de julio de 2008, número interno (0240-09), C.P. Gerardo Arenas Monsalve. 
127 Ver CONSEJO DE ESTADO, sentencia de 6 de agosto de 2008, número interno (0640-08), C.P. Gerardo Arenas 
Monsalve. 
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decir, incluyó elementos extralegales para fallar; lo que nos hace pensar, si estamos en 
uno de los supuestos de Giorgio Agamben, donde el juez elabora derecho positivo por 
estar en una crisis. Lo cierto es que el Consejo de Estado está fracturando la norma al 
suspender su aplicación, pero entendiendo que está normativa, se encuentra en vigor128; 
lo que en la visión de Nicos Poulantzas del Estado Moderno sería negar la razón de 
Estado por parte del Consejo de Estado como poder judicial, es decir, el “Estado encarna 
el interés general de la sociedad, como detentador de las llaves de lo universal, frente a 
individuos privados.”129 
 
 
**** 
Como arqueo de este aparte tenemos que el derecho a la pensión es producto de un 
proyecto de bienestar general y en especial una forma de protección a las personas de la 
tercera edad. Aunque las políticas de privatización invierten la carga del ser humano 
hacia la capitalización y cumplimiento de requisitos para ser beneficiario. Vimos que la 
reivindicación y categorización del derecho fundamental a la pensión es producto de la 
metamorfosis de una tesis basada en la conexidad con el bloque de constitucionalidad.  
 
Por otro lado, se afrontó la naturaleza del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, y 
fruto de este estudio pudimos ver el sentido atenuante de la medida frente a las 
desmejoras en las condiciones pensionales y la severidad de los requisitos para acceder 
al derecho pensional.  
 
Finalmente, examinamos el tratamiento que la ha dado el Consejo Estado a la base de 
liquidación salarial de las pensiones en las últimas dos décadas y los argumentos que 
sean usados por éste para tomar variables no incluidas en la ley. Se aclara que frente a 
este último punto se profundizara y se analizará de forma crítica en el siguiente capítulo, 
pues, el objetivo aquí fue, simplemente, dar un panorama introductorio.  
 
 
                                               
 
128 Ver AGAMBEN, Giorgio, Estado de Excepción Homo Sacer II, 1, 1 ed, Editorial Pre-textos, 2004, p .49. 
129 POULANTZAS, Nicos, Poder Político y Clases Sociales en el Estado Capitalista, 29 ed, Siglo Veintiuno Editores S.A., 
2001, p.274. 
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3. ¿Es el incidente de impacto fiscal un vehículo para 
una interpretación diferente a la de la sentencia del 4 
de agosto de 2010? 
3.1 Análisis de la interpretación esbozada por el Consejo 
de Estado en la sentencia del 4 de agosto de 2010. 
En este punto, se empezará reconstruyendo la línea jurisprudencial respecto de la  base 
salarial (taxativa o enunciativa), para liquidar las pensiones de los empleados públicos 
inmersos en el régimen de transición.  
 
Para ello, se usara la metodología del profesor Diego López. Primero, se planteará el 
problema, luego, se identificará la sentencia arquimédica, posteriormente, se graficará el 
nicho citacional y la línea jurisprudencial, finalmente, se plantearan las ratios 
controladoras de la línea. 
 
El problema que se plantea para la elaboración de la línea jurisprudencial, se hace 
excluyendo planteamientos netamente conceptuales, y, en su lugar, se reconstruye el 
problema teniendo en cuenta tres elementos (Sujeto, hecho relevante, norma relevante). 
 
 
Sujeto: Los empleados públicos inmersos en el 
régimen de transición. 
 
Hecho Relevante: La taxatividad o no de la base 
salarial para liquidar las pensiones del régimen 
público. 
 
Norma Relevante: Ley 33 de 1985 
 
 
Dado lo anterior, la pregunta problema es la siguiente:  
 
¿La base salarial para liquidar las pensiones de los 
empleados públicos inmersos en el régimen de 
transición, que está prescrita en la Ley 33 de 1985, es 
taxativa o enunciativa? 
 
Por otra parte y partiendo de que la sentencia arquimédica es aquella que ayuda al 
investigador a esclarecer las relaciones estructurales de varias sentencias, se tomarán 
los siguientes cánones para su identificación:  
 
 
(i) Que exista relación fáctica del problema de la sentencia, con el problema de 
investigación; 
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(ii) y que la sentencia sea lo más reciente posible130; 
 
 
En orden de ideas, se relaciona a continuación, la siguiente sentencia: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
A continuación se presenta un cuadro con una relación cronológica de las sentencias 
citadas por el Consejo de Estado entre el año 2003 y el año 2013, junto con su respectiva 
caracterización, posteriormente, se podrá observar la gráfica del nicho citacional. 
 
                                               
 
130 LOPÉZ, DIEGO, “El derecho de los jueces”, 2 ed, Colombia: Legis Editores S.A., 2006. P. 168-169. 
1 Tabla Sentencia Arquimédica 
CONSEJO DE ESTADO - SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
ID
E
N
T
IF
IC
A
C
IÓ
N
 
Víctor Hernando Alvarado Ardila 
Segunda - Subsección "B" 
76001-23-31-000-2007-00217-
01(0341-12) 
20 de Marzo de 2013 
 
“El actor sostuvo, que el ente 
demandado no tuvo en cuenta 
los factores salariales que 
devengó, mientras estuvo 
prestando sus servicios, al 
momento de realizar las 
cotizaciones correspondientes. 
De cara a lo anterior es 
necesario determinar diferentes 
aspectos a saber: i) el régimen 
aplicable; ii) los pagos y las 
cotizaciones realizadas; y, iii) 
conclusiones del caso en 
concreto”. 
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        3. Gráfica del Nicho Citacional 
 
Después del despliegue de la metodología del profesor López, procedemos a graficar la 
línea jurisprudencial: 
 
        
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                               
 
131 Esta sentencia fue denominada por el Consejo de Estado como de unificación, y desde el 2010 ha sido citada en la 
sentencia del 2012 y 2013, referenciadas en el cuadro. 
2. Tabla de Tipología de Sentencias 
 
2013 N.I. (0341-12) (sentencia arquimédica) 
2012 N.I.( 1505-11) (sentencia confirmadora de línea) 
2010 N.I.(0112-2009) (sentencia hito)131 
2008 N.I.( 0640-08) (sentencia hito) 
2006 N.I.( 1579-04) (sentencia hito) 
2003 N.I.( 4471-02) (sentencia hito) 
Sentencia  de 2013  N.I.  
(0341-12)
Sentencia de 2010 N.I.
(0112-2009)
Sentencia de 2003 
N.I (4471 - 02)
No tiene citas
Sentencia de 2006 
N.I (1579-04)
No tiene citas
Sentencia de 2008 
N.I (0640-08)
Sentencia de 2008 
N.I. (1277-07)
Sentencia de 2008 
N.I. (1228-07)
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      4. Grafica de la Línea Jurisprudencial 
 
 
De acuerdo con el resultado de lo expuesto supra, podemos observar que el Consejo de 
Estado durante los últimos veinticinco años ha transitado entre los dominios de tres 
ratios, respecto de la forma de liquidar las pensiones de los empleados públicos.  
 
En primer lugar, hallamos la posición jurídica132, donde se incluye en la base de 
liquidación factorial todas aquellas sumas que de forma habitual y periódica, recibe el 
funcionario como retribución a sus servicios133, esto teniendo en cuenta las deducciones 
a que hubiere lugar.  
En segundo lugar, el Consejo de Estado134 consideró que se debían incluir en la base de 
liquidación todos aquellos factores certificados y sobre los cuales se efectuaron aportes 
para Sistema General de Pensiones.  
                                               
 
132 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 29 de mayo de 2003, número interno (4471 -02), C.P. Alberto Arango Mantilla. 
133 Con excepción de los factores salariales expresamente excluidos por la ley. No obstante, se incluía los factores 
extralegales no exceptuados por la ley. 
134 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 16 de febrero de 2006, número interno (1579-04),  C.P. Alejandro Ordóñez 
Maldonado. 
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 2006,  N.I.( 1579-04) 
 2012,  N.I.( 1505-11) 
 2003, N.I.( 4471 - 02) 
 2008, N.I.( 1228 - 07) 
 2013,N.I.( 0341-12) 
 2008,  N.I. ( 1277 - 07) 
 2008, N.I.( 0640 - 08) 
 2010, N.I.( 0112 - 2009) 
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La tercera tesis precisó que, las pensiones del sector público sólo se podían liquidar en 
virtud de los factores salariales taxativamente enunciados en la Ley 33 de 1985135 y  en el 
supuesto de que la entidad encargada hubiera realizado deducciones sobre factores no 
señalados por la ley, estas deducciones debían devolverse a quien le correspondiera.  
 
En cuarto lugar, encontramos la unificación jurisprudencial del Consejo de Estado en el 
2010. En ella se determinó que la liquidación pensional, se debe hacer con factores 
salariales no incluidos en la ley  y un ingreso base de liquidación  diferente al manifiesto 
en la norma para las personas inmersas en el régimen de transición , es decir, la norma 
(Ley 33 de 1985), no prescribe de forma taxativa la base factorial para liquidar las 
pensiones de los funcionarios públicos, sino que por el contrario, la lista presentada en la 
norma es enunciativa y, por tanto, no impiden la inclusión de factores devengados, pero 
que no fueron materia de aporte al Sistema General pensiones 
 
Visto así, la reciente tendencia de extender el tenor literal de la Ley a pretexto de una 
interpretación subjetiva, dificulta el cumplimiento de los fines del Estado, en relación al 
bienestar común y la justicia distributiva, es decir, los principios que guían la distribución 
de bienes o cargas entre un grupo de receptores136(la estructura del sistema pensional es 
contributivo).  
 
No existe reflexión acerca de la verdadera realización de valores137 tales como la justicia, 
la igualdad y el orden económico y social justo, por el contrario son cada vez más lejanos 
al ponerse en peligro la estabilidad macroeconómica del Sistema General de Pensiones, 
pues, en la lógica de un sistema contributivo, si el trabajador no aportó sobre 
determinados factores (que además están proscritos por la normativa), por qué se deben 
asignar y generar cargas injustas e ilegales. Esto debe ser reprochable en el contexto de 
                                               
 
135 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 6 de agosto de 2008, número interno (0640-08), C.P. Gerardo Arenas Monsalve. 
136 “En la reciente teoría política, el término “justicia distributiva” ha sido aplicado principalmente a la distribución de un 
gobierno o a la redistribución de bienes y cargas entre sus ciudadanos.” BIX, Brian, “Diccionario de teoría jurídica”, 1ed, 
México: Universidad Nacional Autónoma de México, 2009, p.150, asimismo, muchas teorías restrictivas vinculan la justicia 
distributiva o los bienes a distribuir, con la cooperación social o la producción, de manera, que si no aporta la persona, no 
tienen ningún derecho a una distribución justa, en esta lógica funciona nuestro Sistema General de Pensiones, ver 
GOSEPATH, Stefan, “Ciudadanía y Derechos Humanos Sociales”, 1 ed, Medellín: Escuela Nacional Sindical, 2001, p. 48. 
Lo anterior, en términos de Rawls sería defraudar el principio de la diferencia en correlación con la fraternidad. 
137 Corte Constitucional, Sentencia No. C-479/92  M.P. José Gregorio Hernández Galindo y M.P. Alejandro Martínez 
Caballero  
(…)”El Preámbulo goza de poder vinculante en cuanto sustento del orden que la Carta instaura y, por tanto, toda norma -
sea de índole legislativa o de otro nivel- que desconozca o quebrante cualquiera de los fines en él señalados, lesiona la 
Constitución porque traiciona sus principios.” (…) “No es difícil concluir la abierta infracción de los artículos 13 y 125 de la 
Constitución, cuyos perentorios mandatos ya han sido expuestos, y, claro está, de su Preámbulo, uno de cuyos fines 
consiste en realizar los valores de la igualdad y la justicia y que expresamente señala al Estado colombiano como 
postulado de su acción el de garantizar un orden económico, político y social justo.“Iustitia -en la bien conocida definición 
de Ulpiano- est constans et perpetua voluntas ius suum cuique tribuendi" y una de sus formas, aplicable precisamente a 
las funciones que cumplen el Estado y el legislador, en cuanto es exigible al todo respecto a las partes, según la clásica 
expresión de Santo Tomás de Aquino, es la justicia distributiva, cuya característica primordial radica en el reparto 
proporcional de los bienes y las cargas comunes; concepciones modernas la presentan como modelo de la justicia en 
sentido estricto, dotada de un criterio más auténticamente humano que toma en consideración -para establecer la 
igualdad- principalmente a la persona en su dignidad de tal, en sus condiciones, sus méritos, sus necesidades y que tiene 
en cuenta "a todas las personas que integran la comunidad de que se trate". 
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un país, donde el 69,9% de la población en edad de pensionarse no accede al derecho 
pensional138.  
 
A lo anterior, se le debe sumar que el 30% de la población apta para pensionarse genera 
anualmente un gasto de 24 billones de pesos, y el 80% del subsidio estatal destinado a 
financiar el Régimen de Prima Media con Prestación Definida es consumido por 
cuantiosas pensiones139, donde el 1750 (0.14%) personas de la población pensionada del 
sector público devenga pensiones con valores promedio de 14 millones mensuales 
(anual son $167,1 millones), mientras 748.208140 personas en promedio recibe 600.000 
(anual son $6,8 millones) 141.  
 
De igual manera, datos del DANE señalaban que a octubre de 2011, de los 19 millones 
de trabajadores que hay en Colombia, sólo 6 millones aportan al sistema, y los otros 13 
millones, no puede hacerlo, o bien por estar en la informalidad (unos 11 millones 
aproximadamente), o bien por encontrarse desempleados (más de 2 millones)142, es 
decir, más del 50% de la población no se podría pensionar nunca143. 
 
Además de lo inmediatamente relacionado, se debe contar con del acrecentamiento de 
las reclamaciones administrativas, los escándalos por el carrusel de las pensiones144 y 
demandas judiciales solicitando extensiones salariales extralegales145. 
 
Ahora bien, pasamos en específico a examinar las falencias de la sentencia de 
unificación. En primer término, se dará un panorama general de los elementos más 
relevantes de la sentencia, para luego, señalar los desatinos del Consejo de Estado. 
 
Las partes son: el señor Luís Mario Velándia (demandante) , empleado de la Aeronáutica 
Civil de Colombia ( para el momento de la presentación de la demanda era pensionado 
de la Caja Nacional de Previsión Social-CAJANAL), y La Caja Nacional de Previsión 
Social – CAJANAL (demandada) fue creada por la Ley 6ª de 1945, con posterioridad fue 
                                               
 
138 CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL REPÚBLICA DE COLOMBIA - Departamento Nacional 
de Planeación, documento Conpes Social 156,  Versión para discusión, Bogotá D.C., Septiembre 11 de 2012.p. 4. 
139 Declaración hecha por el ministro del trabajo Rafael Pardo el pasado viernes 14 de septiembre de 2012.Ver: 
http://www.mintrabajo.gov.co/index.php/medios-septiembre-2012/1031-mintrabajo-dio-a-conocer-las-razones-para-
presentar-una-reforma-pensional.html  
140 “…equivalentes al 55,5 por ciento de los pensionados de prima media y al 40 por ciento del presupuesto…”CORREA, 
Jorge, “El 58% de los pensionados, con menos de 2 mínimos al mes” divulgado por Revista Dinero, disponible en: 
http://www.portafolio.co/economia/el-58-los-pensionados-menos-2-minimos-al-mes 
141 Informes del Centro de Estudios de Desarrollo de la Universidad Nacional (CID)  Y el DANE divulgado en el diario el 
Espectador el pasado 22 de febrero de 2012. Ver http://www.elespectador.com/impreso/negocios/articulo-328188-son-
1750-los-pensionados-privilegiados 
142 Ibídem 
143 Datos del DANE y estudios del Centro de Estudios de Desarrollo de la Universidad Nacional (CID), BARRAGÁN, José, 
“En veremos, pensión de 17 millones de colombianos”, divulgado en UNperiódico edición 116, disponible en: 
http://historico.unperiodico.unal.edu.co/Ediciones/116/3.html  
144 Generalmente, es la práctica de nombrar a jueces o magistrados en cargos más altos, durante el último año de servicio, 
para así, devengar en esos meses más salario y lograr un mayor monto en su pensión. 
145 “Actualmente hay 54.418 demandas que agrupan casos por pensión de gracia, pensión de vejez, reconocimientos por 
invalidez y reliquidaciones por factor extraordinario. Proyectadas a 15 años pueden llegar a 2.356.035. El costo, si se 
perdieran todas las demandas, sería de $156.000 millones al año, (si lo llevamos a 15 años estamos hablando de $2.3 
billones, y si lo llevamos a 20 años, son $3.1 billones) dijo en la presentación Ricardo Bonilla, actual Secretario de 
Hacienda de Bogotá y quien lideró el estudio cuando era investigador del CID.” Estudios del Centro de Estudios de 
Desarrollo de la Universidad Nacional (CID) divulgados en la Revista Dinero “Demandas por pensiones costarían $3,1 
billones en 20 años”, disponible en: http://m.dinero.com/pais/articulo/demandas-pensiones-costarian-31-billones-20-
anos/145048 
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transformada mediante la Ley 490 de 1998, en Empresa Industrial y Comercial del 
Estado con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, 
vinculada al entonces Ministerio del Trabajo y Seguridad Social, hoy simplemente 
Ministerio del Trabajo. 
 
Los hechos más relevantes son los siguientes: 
 
1) “CAJANAL, mediante la Resolución No. 24070 de 27 de agosto de 2002, le 
reconoció la pensión de jubilación, en cuantía de $803.879.87, a partir del 9 de 
abril de 2002. Posteriormente, a través de la Resolución No. 27103 de 31 de 
diciembre de 2003 le negó la solicitud de reliquidación.”. 
 
2) “Sin embargo, la entidad accionada, por medio de la Resolución No. 2160 de 
1 de septiembre de 2004, reliquidó el beneficio pensional en cuantía de 
$852.991.14, a partir del 1 de noviembre de 2002.”. 
 
3) “El 22 de julio de 2005, el demandante solicitó nuevamente la reliquidación 
de su prestación, pero la entidad demandada no resolvió oportunamente esta 
petición, por lo cual, interpuso recurso de reposición contra el acto ficto 
negativo producto de dicha omisión.” 
 
4) “CAJANAL, mediante la Resolución No. 14421 de 28 de marzo de 2006, 
desató el recurso de reposición confirmando el acto ficto negativo.” 
 
El problema planteado en la sentencia se reduce “a determinar si procede el 
reajuste de la pensión de jubilación del actor, teniendo en cuenta todos los 
factores salariales devengados durante el último año de servicios.”. 
 
La Ratio Decidendi es la siguiente: 
 
Ahora bien, en consonancia con la normatividad vigente y las directrices 
jurisprudenciales trazadas en torno a la cuantía de las pensiones de los 
servidores públicos, es válido tener en cuenta todos los factores que 
constituyen salario, es decir  aquellas sumas que percibe el trabajador de 
manera habitual y periódica, como contraprestación directa por sus servicios, 
independientemente de la denominación que se les dé, tales como, asignación 
básica, gastos de representación, prima técnica, dominicales y festivos, horas 
extras, auxilios de transporte y alimentación, bonificación por servicios 
prestados, prima de servicios, incrementos por antigüedad, quinquenios, entre 
otros, solo para señalar algunos factores de salario, a más de aquellos que 
reciba el empleado y cuya denominación difiera de los enunciados que solo se 
señalaron a título ilustrativo, pero que se cancelen de manera habitual como 
retribución directa del servicio. Se excluyen aquellas sumas que cubren los 
riesgos o infortunios a los que el trabajador se puede ver enfrentando…Con 
base en lo anteriormente expuesto, en el caso concreto el actor tiene derecho a 
la reliquidación del beneficio pensional que le fue reconocido incluyendo los 
factores salariales devengados durante el último año de servicios y que la 
entidad accionada no tuvo en cuenta al liquidar su prestación” 
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El Decisum es la siguiente: 
 
“Revócase parcialmente la sentencia de 14 de mayo de 2008, proferida por el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección D, 
que declaró no probadas las excepciones propuestas por la entidad 
demandada y accedió a las súplicas de la demanda incoada por Luis Mario 
Velandia contra la Caja Nacional de Previsión Social, CAJANAL, en cuanto 
ordenó la reliquidación de la pensión del actor con inclusión de la bonificación 
por recreación. 
 
En su lugar, Niégase la inclusión del mencionado concepto, de conformidad 
con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.” 
 
Con respecto a las falencias de la sentencia, en primer lugar, tenemos que al ubicar la 
norma del régimen de transición aplicable al caso146, señala que es en su integridad la 
Ley 33 de 1985147, no obstante, más adelante redefine la lista de factores, en el sentido 
de  darle la calidad de enunciativo148. 
 
En segundo lugar, para reforzar la afirmación de que es la Ley 33 de 1985, la norma 
aplicable al caso, trae a colación una sentencia del 2003, para referirse al principio de 
inescindibilidad de las normas y favorabilidad, pero olvida que la Ratio Decidendi149 indica 
que las pensiones de los empleados públicos se debe liquidar con los factores que 
sirvieron de aportes para pensión, tesis muy lejana a la de todo liquidar con todo lo 
devengado en el último año. 
 
                                               
 
146 “En conclusión, la normatividad aplicable en este caso para efectos de determinar los requisitos de edad, tiempo de 
servicios y, especialmente, cuantía de la pensión de jubilación, son las Leyes 33 y 62 de 1985, pues, se reitera, aunque el 
actor es beneficiario del régimen de transición previsto por la Ley 100 de 1993 no lo es de las excepciones previstas por la 
Ley 33 de 1985, las cuales hacen referencia a los empleados oficiales “que trabajan en actividades que por su naturaleza 
justifiquen la excepción que la Ley haya determinado expresamente”; a “aquellos que por ley disfruten de un régimen 
especial de pensiones”; y, a quienes a la entrada en vigencia dicha ley hubieren cumplido más de 15 años continuos o 
discontinuos de servicio, porque a ellos se les continuarán aplicando las normas especiales, de excepción o generales 
anteriores que sean pertinentes en cada caso concreto. “ CONSEJO DE ESTADO, Sentencia del 4 de agosto del 2010, 
número interno (0112-2009), C.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila 
147 Artículo 3o. de la Ley 33 de 1985, modificado por el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, “Todos los empleados oficiales de 
una entidad afiliada a cualquier Caja de Previsión, deben pagar los aportes que prevean las normas de dicha Caja, ya sea 
que la remuneración se impute presupuestalmente como funcionamiento o como inversión. 
Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación para los aportes proporcionales a la remuneración 
del empleado oficial, estará constituida por los siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: 
asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y de capacitación; 
dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en 
jornada nocturna o en día de descanso obligatorio.(negrilla no original del texto) 
En todo caso las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los mismos 
factores que hayan servido de base para calcular los aportes.” 
148 “la Ley 33 de 1985 no indica en forma taxativa los factores salariales que conforman la base de liquidación pensional, 
sino que los mismos están simplemente enunciados y no impiden la inclusión de otros conceptos devengados por el 
trabajador durante el último año de prestación de servicios.”. Ibídem 
149 “La base salarial para liquidar la prestación en el presente proceso es, se repite, el 75% del salario promedio que sirvió 
de base para los aportes durante el último año de servicio, lo que impone confirmar la providencia del a quo que declaró la 
nulidad de los actos acusados y ordenó el condigno restablecimiento del derecho, pero por motivos parcialmente diferentes 
a los expresados por el Tribunal.” CONSEJO DE ESTADO, Sentencia del 13 de marzo del 2003, número interno (4526-
01), C.P. Ana Margarita Olaya Forero.  
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En tercer lugar, como se mostró en el párrafo anterior, el Consejo de Estado hecho mano 
del principio de inescindibilidad de las normas para validar la aplicación de la Ley 33 de 
1985, pero lo termina quebrantándolo al extender las condiciones propuestas, respecto 
de la base salarial. 
 
En cuarto lugar, para sostener que la base salarial es enunciativa, cita la sentencia del 9 
de julio de 2009150, la cual, le da carácter enunciativo al artículo 45 del Decreto 1045 de 
1978151, de aquellas personas que se les aplica plenamente la Ley 6 de 1945, por cumplir 
requisitos antes de la vigencia de la Ley 33 de 1985 o por estar en el régimen de 
transición de la misma. De lo inmediatamente indicado, se puede concluir que usar 
valoraciones fuera de contexto y una interpretación para una norma diferente a la que 
orbita el caso. 
 
En quinto lugar, el Consejo de Estado para fortalecer la tesis de que la base salarial no 
es taxativa, referencia la sentencia del 21 de mayo de 2009152, en la que se hace alusión 
al régimen especial de la Registraduría Nacional del Estado Civil, el cual las condiciones 
de hecho y normas son diferentes, es más la misma Ley 33 de 1985, los excluye en  su 
artículo 1º. 
 
En sexto lugar, se afirma en la sentencia de unificación, que simultáneamente aplica el 
Decreto 1045 de 1978 y la ley 33 de 1985, en particular expresa “ Así, si bien es cierto 
que, la norma aplicable al presente caso es la Ley 33 modificada por la Ley 62 de 1985 y 
no el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978, también lo es que, ambas disposiciones 
tienen como finalidad establecer la forma como debe liquidarse la pensión de jubilación, 
por lo cual, teniendo en cuenta los principios, derechos y deberes consagrados por la 
Constitución Política en materia laboral, es válido otorgar a ambos preceptos normativos 
alcances similares en lo que respecta al ingreso base de liquidación pensional.”. 
 
Tal apreciación es errada, no puede haber dos normas vigentes que traten sobre un 
mismo punto de hecho,  y que sean aplicables simultáneamente ese mismo hecho, más 
                                               
 
150 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia del 9 de julio del 2009, número interno (0208-2007), C.P. Bertha Lucía Ramírez de 
Páez.  
151 Artículo 45 del Decreto 1045 de 1978. “De los factores de salario para la liquidación de cesantía y pensiones. Para 
efectos del reconocimiento y pago del auxilio de cesantía y de las pensiones a que tuvieren derecho los empleados 
públicos y trabajadores oficiales, en la liquidación se tendrán en cuenta los siguientes factores de salario: 
a) La asignación básica mensual; 
b) Los gastos de representación y la prima técnica; 
c) Los dominicales y feriados; 
d) Las horas extras; 
e) Los auxilios de alimentación y transporte; 
f) La prima de navidad; 
g) La bonificación por servicios prestados; 
h) La prima de servicios; 
i) Los viáticos que reciban los funcionarios y trabajadores en comisión cuando se hayan percibido por un término no inferior 
a ciento ochenta días en el último año de servicio; 
j) Los incrementos salariales por antigüedad adquiridos por disposiciones legales anteriores al decreto-ley 710 de 1978; 
k) La prima de vacaciones; 
l) El valor del trabajo suplementario y del realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio; 
ll) Las primas y bonificaciones  
152 CONSEJO DE ESTADO, Sentencia del 21 de mayo del 2009, número interno (0525-2008), C.P. Bertha Lucía Ramírez 
de Páez. 
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aún cuando no hay duda, ni conflicto, y cuando el supuesto de hecho no se da, es decir, 
los aportes153. Si al referirse a “principios”, se quería echar mano del principio de 
favorabilidad, este sólo opera en tres situaciones: “entonces, no sólo cuando existe 
conflicto entre dos normas de distinta fuente formal, o entre dos normas de idéntica 
fuente, sino también cuando existe una sola norma que admite varias interpretaciones; la 
norma así escogida debe ser aplicada en su integridad, ya que no le está permitido al 
juez elegir de cada norma lo más ventajoso y crear una tercera, pues se estaría 
convirtiendo en legislador.”154. 
 
Adicionalmente, según la lógica del Consejo de Estado, si se usa el principio de 
favorabilidad para validar su tesis, respecto a la base salarial, también, debió aceptar las 
reliquidaciones o reconocimientos pensionales a las personas que no alcanzaron el 
régimen de transición de la Ley 100 de 1993, con las normas anteriores sin excepción, 
pues, cualquiera que más atrás va en el tiempo, puede encontrar beneficios en otras 
normas, pero sin cumplir los requisitos. 
 
En séptimo lugar, el Consejo de Estado olvidó su categórica afirmación respecto de la 
vigencia del artículo 45 del Decreto 1045 de 1978, pues, en varias ocasiones ha 
aseverado que está derogado155 por la Ley 33 de 1985.  
 
En octavo lugar, se usa el artículo 9° del Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el 
cual habla de acceso y pensión de sobrevivientes, pero nada respecto a liquidaciones. La 
referencia es estéril en ese punto, puesto que, no se discute el acceso al derecho 
pensional. 
 
En noveno lugar, usa el principio de progresividad para darle efectos ultractivos a una 
norma derogada (el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978), y usa el principio de primacía 
de realidad sobre las formas para reforzar la aplicación de una teoría enunciativa de los 
factores.  
 
En décimo lugar, el Consejo de Estado genera una paradoja al afirmar que el erario 
público se debe armonizar con los derechos156, pues, olvida que está adicionando la ley 
con factores no contemplados en la misma, para liquidar las pensiones, y que el sistema 
es contributivo, respecto a la base salarial para liquidar las pensiones. Adicionalmente, 
                                               
 
153 Inciso 3º del artículo 1º de la ley 62 de 1985 “En todo caso las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, 
siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los aportes.”, las entidades 
públicas en general realizaron siempre los descuentos para pensión, en los términos de ésta ley, es decir, el listado 
taxativo.  
154 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No C-168/95, M.P. Carlos Gaviria Díaz 
155 “Ahora bien, las prescripciones consagradas en el artículo 3º de la ley 33 de 1985 fueron modificadas por el artículo 1º 
de la ley 62 del mismo año, con lo cual quedó derogado el artículo 45 del decreto 1045 de 1978, en lo atinente a los 
factores salariales para el reconocimiento de la pensión de jubilación, como lo planteó la Sala en sentencia del 28 de 
octubre de 1993, expediente número 5244, Consejera Ponente Doctora Dolly Pedraza de Arenas.” CONSEJO DE 
ESTADO, sentencia del 3 de abril de 2008, número de interno (1239-07), C.P. Gustavo E. Gómez Aranguren 
156 Consejo de Estado, Sentencia del 4 de agosto del 2010, número interno (0112-2009), C.P. Víctor Hernando Alvarado 
Ardila. “En este orden de ideas, la protección al erario público es un principio que debe armonizarse con los derechos 
laborales, a los cuales la Constitución Política les da especial importancia, de esta manera se logra efectivizar ambos 
mandatos sin necesidad de restringir excesivamente ninguno de ellos, toda vez que, como ha quedado expuesto ambos 
deben coexistir dentro del Estado Social.”. 
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las cotizaciones antes de la Ley 100 de 1993 eran del 5% sobre los factores que 
constituyen salario157. 
 
En onceavo lugar, sobre la base de que “…todos los factores que constituyen salario son 
aquellas sumas que percibe el trabajador de manera habitual y periódica, como 
contraprestación directa por sus servicios, independientemente de la denominación…”, 
refuerza la extensión de factores salariales para pensión, pero olvidando que no todo lo 
que devenga el trabajador es salario158 y que se debe aportar para pensión sólo sobre los 
factores indicados en la Ley 33 de 1985. 
 
En último lugar, se contradice al afirmar que se debe reliquidar la pensión “incluyendo los 
factores salariales devengados durante el último año de servicios”, pero más adelante 
excluye la indemnización de vacaciones y la bonificación por recreación. 
 
Los jueces en sus decisiones deben acatar la ley, y esta es el fundamento para adquirir 
una posición jurídica respecto a un asunto particular de orden judicial. Por lo tanto, ni el 
Consejo de Estado, ni ningún Tribunal puede desconocer159 las prescripciones legales a 
pretexto de interpretaciones subjetivas, y más aún sin la adecuada técnica de la 
hermenéutica constitucional y legal.  
 
El juez tiene la obligación de abstenerse de cualquier deferencia o contemplación de 
proscripción de la ley. Por tanto, la validez en nuestro contexto determina la metodología 
del juez de turno, siendo consecuente “cuando las normas son claras, el método 
semántico y el método sistemático contextual, son los aplicables a la 
interpretación”160acoger la ley en ese sentido, que por lo demás resulta justa para los 
intereses de toda la población. 
 
En ese orden de ideas, no se puede ignorar lo expuesto por Oliver Wendell Holmes 
respecto predictibilidad de la incidencia de la fuerza pública por medio de los fallos de los 
tribunales, ya que las sentencias deben ser profecías161 y esa predicción un deber que 
nos dé seguridad jurídica.  
 
De otra parte, Gunther Teubner al referirse a la jurisprudencia sociológica como teoría de 
la decisión, asume que es necesario un concepto de racionalidad limitada que tenga 
como objeto reconstruir procesos prácticos reflexivos de decisión en la órbita del marco 
legal para la realidad social162. 
 
                                               
 
157 Ver el Decreto 1743 de 1966 reglamentario la Ley 4ª de 1966 
158 De conformidad con el artículo 128 del Código Sustantivo del Trabajo, no constituyen salario aquellas sumas que recibe 
el trabajador de forma ocasional y por mera liberalidad del empleador. 
159 STRECK, Lenio, Hermenéutica y decisión judicial, 1 ed, Colombia: Editorial Grupo Editorial Ibáñez, 2013,  p. 127. 
160 TAMAYO, Javier y JARAMILLO, Carlos, El precedente judicial en Colombia, Papel y valor asignados a la 
Jurisprudencia, 1 ed, Colombia: Editorial Grupo Editorial Ibáñez, 2011,  p. 8. 
161 WENDELL, Oliver, La Senda del Derecho. Traducción de E. A. Russo, Buenos Aires: Abeledo Perrot S.A., 1975, p. 15. 
162 GUNTER, Teubner, “Elementos materiales y reflexivos en el derecho moderno” en La Fuerza del Derecho, Bogotá, 
D.C.: Siglo del Hombre, 2000. p. 143. 
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Se considera que la teoría de la división del poder163 encontró refugio tanto la Carta 
Política de 1886 como la de 1991 (artículo 150, numeral 19, literal E), al señalar que le 
corresponde sólo al Congreso hacer las leyes y, por ende, fijar el régimen salarial y 
prestacional de los empleados públicos. Por ello, la proscripción de la obediencia a las 
normas por parte del Consejo de Estado, apunta a que los jueces y magistrados de la 
República transformen o agreguen el régimen legalmente establecido164, constituyéndose 
la ruptura de competencias y en consecuencia la  invasión de la Rama Judicial en las 
competencias exclusivas de la Rama Legislativa. 
 
Al observa las norma desde las reglas de la hermenéutica legal165, se podrá demostrar 
que para definir el sentido correcto de la interpretación166 del artículo 3° de la Ley 33 de 
1985 y el artículo 6º del Decreto 691 de 1994, se debe observar el sentido claro y obvió 
de las mismas, que desde la gramática y la semántica indican taxatividad en cuanto los 
factores para liquidar las pensiones de los empleados públicos.  
 
Dado lo anterior, no se puede desatender el tenor literal y el sentido genuino de estas 
normas a pretexto de generar apreciaciones extensivas tomándose atribuciones 
constitucionales propias del Legislador, más aún cuando la intensión taxativa es patente 
y el contexto social requiere un equilibrio fiscal167 para garantizar a toda la población su 
derecho pensional. 
 
Al encontrarse en estado de incompatibilidad con el Sistema Jurídico168 el artículo 45 del 
Decreto 1045 de 1978, la tesis169 del Consejo de Estado de extender la base salarial 
sobre el asiento de este decreto, carece de establecimiento e identificación del elemento 
normativo. La razón está en que se omitió la valoración sistemática del ordenamiento 
jurídico y la aplicación del juicio de validez170, pues, en todo sistema jurídico moderno con 
una sociedad compleja tiene organizado jerárquicamente las reglas jurídicas,  de manera 
que la validez jurídica depende del nivel más alto de ubicación  de las reglas jurídicas, 
                                               
 
163 Hay en todos los Estados tres especies de poder: el legislativo, el de ejecutar aquello que depende del derecho de 
gentes y el de ejecutar lo que depende del derecho civil.”. GARCÍA, Siro. Traducción, El espíritu de las leyes por 
Montesquieu .Tomo I. Madrid: librería general  de victoriano Suárez, 1906. p. 227. “ 
164 Ibídem. PP.227-228. “No hay libertad si el poder de juzgar no está bien deslindado del poder legislativo y del poder 
ejecutivo. Si no está separado del poder legislativo, se podría disponer arbitrariamente de la libertad y la vida de los 
ciudadanos; como que el juez sería legislador. Si no está separado del poder ejecutivo, el juez podría tener la fuerza de un 
opresor.” 
165 Ver artículos 27 <interpretación gramatical>, 28 <significado de las palabras>, 30 <interpretación por contexto> y 31 
<interpretación sobre la extensión de una ley> del Código Civil.  
166 La corte Constitucional mediante Sentencia C258/13 expresó: “… sólo podrán tomarse aquellos ingresos que hayan 
sido recibidos efectivamente por el beneficiario, que tengan carácter remunerativo del servicio y sobre los cuales se 
hubieren realizado las cotizaciones respectivas al sistema de pensiones”. 
167 Ver Ministerio de Hacienda y Crédito Público, “ABC del proyecto de acto legislativo por el cual se establece el criterio de 
sostenibilidad fiscal” 
http://www.minhacienda.gov.co/portal/page/portal/MinHacienda1/elministerio/prensa/SostenibilidadFiscal/ABCSOSTENIBIL
IDADFISCALjunio20Fin%20DGPMFINALok.pdf   
168 Artículo 3° de la Ley 153 de 1887. “Estímase insubsistente una disposición legal por declaración expresa del legislador, 
ó por incompatibilidad con disposiciones especiales posteriores, ó por existir una ley nueva que regula íntegramente la 
materia á que la anterior disposición se refería.”. (sic) 
169 El fallo del pasado 4 de agosto de 2010, apunta a que durante un período de más de veinte años tanto los empleadores 
públicos, como las administradoras del Sistema de Seguridad Social han procedido erradamente al confiar en la buena fe 
de las instituciones del poder público y la seguridad de las interpretaciones que han dado los tribunales en cuanto la 
taxatividad a la hora de liquidar las pensiones con los factores legales. Además, este juicio errado es causa de inseguridad 
jurídica y desconfianza en las instituciones Estatales. 
170 Ver ARANGO, Rodolfo, ¿Hay respuestas correctas en el derecho? .1 ed. Colombia: Siglo del Hombre Editores - 
Universidad de los Andes, 1999. p. 42 
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donde la Constitución Política es el criterio supremo de validez171. Luego es la Ley 33 de 
1985 la norma aplicable (es norma posterior de mayor jerarquía y regular íntegramente la 
materia de la anterior disposición y está en consonancia con el artículo 48 Superior).  
 
De la misma forma y prestando atención al principio de armonía172 del ordenamiento 
jurídico, se hace evidente que al contrastar los artículos 3° de la Ley 33 de 1985 y 6º del 
Decreto 691 de 1994 con la Carta Política, de un lado se demuestra la consecuencia de 
la taxatividad de la ley y de otra parte el origen y mandato de liquidar las pensiones sólo 
teniendo “…en cuenta los factores sobre los cuales cada persona hubiere efectuado las 
cotizaciones” (artículo 48 Superior)173. 
 
Ahora bien, el artículo 48 Superior, encarna el principio de Sostenibilidad Financiera del 
Sistema Pensional, que además se nutre de por lo menos tres valores y principios174 
consagrados en el preámbulo de la Constitución (justicia, igualdad y orden económico y 
social justos), por eso el sustento de la macro-economía Estatal debe garantizar la 
existencia del Sistema General de Pensiones.  
 
De la misma forma, el artículo 334 Superior, ordena orientar el ejercicio de las funciones 
de las Ramas y Órganos del Poder Público, en el sentido de evitar alteraciones en la 
sostenibilidad fiscal, en especial sobre las consecuencias de la sentencia en las finanzas 
públicas. Sin embargo, empoderar la anterior afirmación se considera que puede ser 
peligroso175, más cuando el criterio fiscal se pone por encima de los derechos, pues para 
este caso tan particular pudiera tener un efecto positivo al limitar un exacerbado 
subjetivismo en la interpretación jurídica. 
 
Más adelante se mostrará que instrumento de la sostenibilidad, el Incidente de impacto 
fiscal176, aunque presentado como vehículo para la defensa de los capitales de la 
población, resultará negativo para los derechos en general. Se  considera más adecuado 
y cardinal para los pensionados y las futuras generaciones, contar, según sea el caso, 
con un correcto y adecuado juicio silogístico o un juicio de balanceo177 entre el interés 
particular y el interés común que garantice a todos el acceso al derecho pensional. 
 
                                               
 
171 RODRÍGUEZ, César. La decisión judicial, el debate Hart-Dworkin .5 ed. Colombia: Siglo del Hombre Editores - 
Universidad de los Andes, 2005. p. 26.  
172 Ver artículo 5° de la Ley 153 de 1887.”Dentro de la equidad natural y la doctrina constitucional, la Crítica y la 
Hermenéutica servirán para fijar el pensamiento del legislador y aclarar ó armonizar disposiciones legales oscuras ó 
incongruentes 
173 Artículo 9° de la Ley 153 de 1887. “La Constitución es ley reformatoria y derogatoria de la legislación preexistente. Toda 
disposición legal anterior a la Constitución y que sea claramente contraria á su letra ó á su espíritu, se desechará como 
insubsistente.”. 
174 En relación pertinente Artículo 2° “PRINCIPIOS” de la Ley 100 de 1993.  
175 “en nuestro caso es el derecho de las reformas de Consenso de Washington, esto es, de la desregulación económica y 
la disciplina fiscal…”ESTRADA, Jairo, “Las reformas estructurales y la construcción del orden neoliberal en Colombia”, en 
publicación: Los desafíos de las emancipaciones en un contexto militarizado, Argentina. Editorial CLACSO, 2006, p. 248.  
176 Corte Constitucional, Sentencia No. C-288/12, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. “El Acto Legislativo prevé al incidente de 
impacto fiscal como un procedimiento, de índole constitucional, dirigido a permitir que los Ministros del Gobierno o el 
Procurador General de la Nación expresen ante las altas cortes las explicaciones acerca de la afectación que se 
evidencien a la SF, respecto de los efectos de una sentencia en particular. Esto con el fin que la corporación judicial 
correspondiente analice estos argumentos, a efectos de determinar si procede modular, modificar o diferir dichos efectos, 
con el objeto de evitar alteraciones serias a la sostenibilidad fiscal.”.   
177 DWORKIN, Ronald. Los Derechos en Serio, 1 ed, Barcelona: Editorial Ariel S.A., 1984, p. 14 
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Ahora, partiendo de la tesis de Ronald Dworkin, respecto a que los jueces no crean 
derecho y que en ese marco estamos en una situación de caso fácil, donde claramente la 
metodología de trabajo es deductiva o silogística, y se aplica un estándar de precedente 
conforme a nivel normativo jerarquizado, no es procedente la metodología de trabajo del 
Consejo de Estado.  
 
Dado todo lo anterior, se considera que los jueces deben obtener en sus fallos posiciones 
uniformes y justas para todos los precedentes, es decir, que “La validez deontológica de 
las normas tiene el sentido absoluto de una obligación incondicional y universal: lo debido 
pretende ser bueno para todos por igual”178. 
3.2 ¿Es viable del incidente de impacto fiscal, para 
modular la sentencia del 4 de agosto de 2010? 
Llegados a este punto, examinaremos la viabilidad del incidente de impacto fiscal, para 
efectos de modular la tesis acogida en la sentencia de unificación del Consejo de Estado, 
con la cual se asumió que el guarismo de la base de liquidación pensional para los 
empleados del sector público se determina tomando elementos salariales y un ingreso 
base de liquidación diferentes a los establecidos por la normativa179, esto bajo un 
constructo interpretativo que pretende validar la asunción de competencias de la Rama 
Legislativa (artículo 150 numeral 19, literal E de la C.P) e ignorar la estabilidad fiscal del 
Sistema General de Pensiones (artículo 48 y 334 de la C.P).   
 
A juicio de la Corte Constitucional, el  Acto Legislativo 03 de 2011, no sustituyó pilares de 
la constitución, especialmente, reseñó que está reforma no riñe ni con el principio de 
separación de poderes, ni con el principio de independencia y autonomía judicial. Puso 
como argumentos de apoyo a su posición, la restricción dentro de la medida, respecto de 
no menoscabar o restringir los derechos en lo que atañe a su alcance o protección 
efectiva. También, señaló que la reforma permitirá garantizar los componentes del estado 
social de derecho y un escenario de dialogo entre ramas del poder público, puesto que, 
oír los argumentos no adultera la separación de poderes, ya que, la decisión de modular, 
modificar o diferir los efectos de las sentencias es discrecional. 
 
Respecto al incidente de impacto fiscal, la Corte Constitucional180, lo definió como “un 
instrumento que está al servicio del logro y realización efectiva de todos los derechos 
fundamentales”. Y lo matizó diciendo que es un procedimiento encaminado a establecer 
un espacio de concertación entre ramas del poder público acerca de las consecuencias 
fiscales de las decisiones judiciales. Adicionalmente, lo afianzó como un criterio que los 
jueces deben valorar en sus decisiones. 
 
Anudado a la debatible posición de la Corte Constitucional, en la Ley 1695 de 2013181, se 
pueden observar varias incongruencias y tensiones con la Norma Superior. En primer 
                                               
 
178 HABERMAS, op. cit. p. 328.  
179 El artículo 3º de la Ley 33 de 1985 y el artículo 6º del Decreto 691 de 1994 regulan las condiciones de la base salarial 
de los empleados públicos. 
180 CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C-1052/12, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub 
181 Disposición mediante la cual se reglamenta el incidente de impacto fiscal. 
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lugar, toda la ley es un procedimiento que afecta la acción tutela; en segundo lugar, se 
debe apuntar que esta ley fue expedida como ejercicio un legislativo regular, es decir, se 
le dio trámite de ley ordinaria y su aprobación fue por mayoría simple de los miembros 
asistentes, lo cual, es una insuficiencia  respecto del rigor constitucional182 para expedir 
leyes relacionadas derechos fundamentales 
 
Otro aspecto es la repetida extensión de la valoración de la sostenibilidad fiscal de los 
artículos 1, 2, 3, 4, 6 y 9 de la Ley 1695 de 2013, en lo que pertenece a los autos 
posteriores a la sentencia motivo de valoración. Pues, en el Acto Legislativo 3 del 2011, 
nunca se refiere a autos, sino sólo a sentencias y a un plan de cumplimiento de ésta, 
claramente se está sobrepasando la norma constitucional, que además, no está en 
armonía con el estado social de derecho.   
 
El artículo 13 de la Ley 1695 de 2013, otorga una prerrogativa a favor del Gobierno, 
puesto que se estipuló que “En contra de la providencia que falle el incidente de impacto 
fiscal procederá recurso de insistencia que suspenderá los efectos del fallo”. Esto 
descaradamente está proscribiendo el principio de igualdad y debido proceso, dado que, 
el ciudadano común y corriente no puede recurrir la decisión, en caso de ser negativa a 
sus intereses. 
 
También, cabe anotar la sutileza del artículo 14 que, además de no tener rótulo como los 
otros artículos, obliga a las altas cortes a considerar en la decisión judicial, el plan de 
cumplimiento a la sentencia que presente el gobierno. Esto significa que siempre y sin 
importar la valoración judicial, prevalecerá una pretensión a favor del gobierno; 
claramente, esto es la ruptura de ejes definitorios de la constitución (separación de 
poderes e independencia judicial). 
 
Del mismo modo, debemos echar un vistazo al elemento sustancial, pues, la 
sostenibilidad fiscal, no tiene como objetivo permitir estímulos al gasto social. Es claro 
que, la prelación del gasto está en aspectos diferentes a lo social183, como por ejemplo el 
gasto militar184 y en los cuantiosos fallos a favor de los concesionarios.   
 
Se considera que, todos los argumentos de la Corte Constitucional, el Gobierno y el 
Congreso son un sofisma de distracción, pues, un techo al gasto, donde cada vez lo 
social185 sea inversamente proporcional, respecto de los ingresos derivados de impuestos 
                                               
 
182 Es obvio concluir que, se transgredió artículo 152 Superior, pues esta norma constitucional en su literal a), nos dice que, 
sólo mediante ley estatutaria se puede regular todo lo relacionado a derechos y deberes fundamentales de las personas, y 
los procedimientos y recursos para su protección, además, este tipo de leyes requiere que se aprueben por mayoría 
absoluta en las cámaras, durante una misma legislatura, luego son sometidas a control previo de constitucionalidad. 
183 Se olvida de tajo las directivas del preámbulo constitucional, los derechos fundamentales y los compromisos 
internacionales. 
184 Ver MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, “ Presupuesto General de la Nación 2014”.p 95,  disponible 
en:http://www.minhacienda.gov.co/portal/page/portal/HomeMinhacienda/presupuestogeneraldelanacion/ProyectoPGN/201
4/PRESUPUESTO%20GRAL%202014.pdf  
185 VILLOTA,  Santiago, “”El principio constitucional de la sostenibilidad fiscal y el proyecto social para Colombia: 
reflexiones en torno al ACTO LEGISLATIVO No. 03 DE 2011”, Colombia, Revista de la Facultad de Ciencias Económicas y 
administrativas. Universidad de Nariño Vol. XIII. No. 2 - 2do. Semestre 2012, Julio – Diciembre,  p. 42. “El Estado Social de 
Derecho, busca que los derechos humanos y las finalidades sociales donde emerge la concepción en la que la sociedad 
participa activamente para la formulación de la voluntad general, generen la concreción del principio distributivo y de otras 
políticas que procuran otras prestaciones sociales. En una palabra, se trata de una garantía sobre el pleno desarrollo del 
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pírricos a los acaudalados, pero cuantiosos a los desposeídos186. Esto es la prueba de 
que, sólo una minoría acreedora se favorece con la paridad argumental en las posiciones 
de las Ramas del Poder Público, “Cuando dos cabalgan un caballo, uno de ellos va 
detrás” (Shakespeare).   
 
Por todo lo anterior, presentar la sostenibilidad fiscal, como una relación de gasto 
proporcional a los ingresos para garantizar los derechos fundamentales, es en verdad la 
búsqueda de seguridad del pago de la deuda. Asimismo, la regla fiscal de orden legal, 
apunta a generar superávit para que los inversionistas y acreedores del Estado no 
pierdan utilidades y confianza (es decir, que tengan seguridad jurídica y todo un aparato 
de estímulo y favorecimiento a su sistema financiero). 
 
La verdad sea dicha, pues, nuestra nunca bien ponderada justicia está enervada por una 
camisa de fuerza en la independencia judicial. La acción de tutela, de continuar con la 
reglamentación de la Ley 1695 de 2013, no podrá revindicar materialmente lo derechos 
de los ciudadanos, pues, el Gobierno rompería el principio de autonomía y separación de 
poderes con el incidente de impacto fiscal y la obligatoriedad del plan de pago de la 
sentencia o auto posterior a ésta, lo cual es una sustitución de la Constitución Política. 
 
Por otro lado, está medida impuesta por los inversionistas extranjeros y las 
organizaciones mundiales, es una categoría regresiva y per saltum, dado que, en la 
historia del gasto social en Colombia, éste nunca a tendió a una expansión justa y 
necesaria. Por el contrario, cada vez el gasto social y los impuestos a los acaudaladas es 
menor, por tanto la ecuación de la Regla Fiscal un fracaso y atentado al estado social de 
derecho. 
 
El cumplimiento de los fines del Estado, se supeditan a una valoración económica, bajo 
una dictadura fiscal, que lo único que persigue es garantizar pago de la deuda Estatal. El 
incidente de impacto fiscal pese a ser llamado por el Gobierno y la Corte Constitucional 
como una herramienta, es en verdad un rival, pues, no sólo trasgrede ejes definitorios de 
la Constitución, sino que también derechos fundamentales. Adicionalmente, con esta 
medida, se define la superlatividad de la sostenibilidad fiscal frente a los derechos 
fundamentales, puesto que, claramente no orienta, sino que restringe los derechos 
fundamentales. 
 
Respecto a la categoría de sustitución187 de la Constitución, se debe anotar que pese a 
ser un concepto inacabado, éste fue mal valorado por la Corte, en lo relacionado al 
incidente de impacto fiscal. En la Sentencia C-551 de 2003, la Corte recordó que, una 
                                                                                                                                              
 
individuo a través de la solidaridad, por lo que las estructuras estatales tienen la misión de crear y activar 
permanentemente la organización de transferencias sociales” 
186 En relación pertinente ver: RONDEROS, María, “¿Por qué Colombia no sale del club de los pobres?”, Revista Semana,  
disponible en: http://www.semana.com/nacion/articulo/por-que-colombia-no-sale-del-club-pobres/114313-3, DE LA 
TORRE, Cristina, “Menos impuestos a los pobres ricos”, Periódico El Espectador, disponible en: 
http://www.elespectador.com/opinion/menos-impuestos-los-pobres-ricos-columna-380117 y OBSERVATORIO DEL 
MERCADO DE TRABAJO Y LA SEGURIDAD SOCIAL DE LA UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA, “Los ricos no 
pagan impuestos”, Periódico el Tiempo, disponible en: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-12997676  
 
187 Ya en la Sentencia C- 141 de 2010, la Corte Constitucional determinó que, las circunstancias concretas estudiadas sólo 
le han permitido anotar parcamente unas cuantas premisas, donde se ha formado algunos contornos que limitan 
competencialmente al poder de reforma constitucional. 
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Constitución democrática no contiene cláusulas pétreas, pero sí impone límites 
materiales al poder de reforma del constituyente derivado, por ser éste un poder 
constituido y no el poder constituyente originario.   
 
Ahora bien, de forma metodológica se analizará el eje definitorio de la separación de 
poderes e independencia judicial, el cual, se consideran como elemento esencial 
sustituido por el Acto Legislativo 3 de 2011, en lo que respecta al incidente de impacto 
fiscal. 
 
Concretamente, se usará una técnica silogística, donde la premisa mayor identificará, si 
la reforma introduce un nuevo elemento esencial a la Constitución, luego, la premisa 
menor analizará, si este elemento reemplaza al originalmente adoptado por el 
constituyente, finalmente, la proposición concluyente, comparará el nuevo principio con el 
anterior para verificar, no si son distintos, lo cual siempre ocurrirá, sino si son opuestos o 
integralmente diferentes, al punto que resulten incompatibles. 
 
Separación de poderes e independencia judicial. Premisa mayor, la separación de 
poderes está consagrada en el artículo 1º y 113 de la Constitución Política de Colombia, 
y éste sostiene el diseño institucional establecido en la parte orgánica de la Constitución. 
Por otra parte, el inciso 4 del artículo 1 del acto legislativo 3 de 2011, que sostiene que se 
podrán solicitar la apertura de un Incidente de Impacto Fiscal, cuyo trámite será 
obligatorio. Se oirán las explicaciones de los proponentes sobre las consecuencias de la 
sentencia en las finanzas públicas, así como el plan concreto para su cumplimiento y se 
decidirá si procede modular, modificar o diferir los efectos de la misma, con el objeto de 
evitar alteraciones serias de la sostenibilidad fiscal. 
 
Premisa menor, se reemplaza la constitución Política, cuando se obliga a las altas cortes 
a tramitar un procedimiento posterior a una sentencia que goza del principio de cosa 
juzgada, además, se desvirtúa la seguridad jurídica, el debido proceso y la autonomía 
judicial al hacer prevalecer el Gobierno sobre las decisiones judiciales y suspender los 
efectos durante el procedimiento a pretexto de valorar económicamente el alcance de los 
derechos fundamentales. 
 
Conclusión: La reforma constitucional para tramitar un procedimiento posterior a las 
sentencias de las altas acortes es opuesto a la separación de poderes  (elemento 
ineludible para la independencia del poder judicial). Ese empoderamiento del ejecutivo 
desdibuja los controles que la misma Constitución prescribe entre ramas del poder 
público. 
 
Como lo expresó el profesor Rodolfo Arango188, la inclusión del incidente de impacto 
fiscal excluye, la diferencia entre derechos (razones morales o de principio) e intereses 
generales (razones políticas o de conveniencia), lo cual hace saltar por los aires el 
Estado constitucional, democrático y social de derecho.  
 
                                               
 
188 ARANGO, Rodolfo, “Sustitución del Estado social de derecho por un Estado fiscal”, Colombia: revista Zero No. 27 de la 
Universidad Externado, 2012, p. 72.  
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De otra parte y bajo una parsimoniosa mirada comparada, encontramos que en 
Alemania, la regla fiscal nunca menoscaba directamente los derechos de las personas, 
pues, es una medida excepcional, y sólo aplica cómo política de estado y no de gobierno, 
es decir, que precisamente tiene como objetivo garantizar derechos y sólo condicionada 
a momentos críticos, es más no tiene instrumento procesal -constitucional. Igualmente, 
se debe anotar que Alemania es un país que tuvo expansión del gasto social (ha llegado 
a altos niveles de materialización de garantías sociales), además, no tiene dependencia 
respecto la inversión extranjera para impulsar su economía. 
 
Sin embargo, causa inquietud desde una mirada constitucional que la Ley Fundamental 
en su artículo 109 (Gestión presupuestaria de la Federación y de los Länder) afirme lo 
siguiente: “La Federación y los Länder son autónomos y recíprocamente independientes 
por lo que respecta a su gestión presupuestaria”. Claramente, estamos frente una 
cláusula de autonomía de los Länder y una contradicción con el artículo 115 al imponerse 
límites la expansión del gasto. 
 
Al respecto, las organizaciones sindicales alemanas han manifestado “Duras críticas del 
freno de la deuda practicada la Federación Sindical Alemana (DGB). La prohibición de la 
financiación del préstamo es "económicamente ineficiente y socialmente injusto", dijo el 
miembro de la junta DGB Claus Matecki el "periódico de Nueva Osnabrück" el jueves. Así 
pues, el Estado puso grilletes innecesariamente, impedido las inversiones necesarias en 
el sector social y la infraestructura.”189. 
 
En este sentido, el exjuez federal Hans-Joachim Jentsch dice que el freno de la deuda 
introducido en la Ley Fundamental es dudoso. Sostiene que el proyecto bajo el cual los 
Lander deberían recibir nuevos préstamos en 2020 para gobernar, aun con el 
consentimiento de los países no podía acordarse, añade que es “ahorrar hasta el umbral 
del dolor” y que una “constitución no puede sustituir a la política. Ella no tiene que 
especificar los detalles de un Reglamento financiero. Además, se proporcionan enormes 
excepciones”. 190 
 
De igual modo, “El gobierno federal no tiene poder regulador para introducir un límite de 
deuda específica. La Ley Fundamental establece que "la Federación y los Länder son 
autónomos e independientes el uno del otro en su economía familiar." Esto no se puede 
cambiar, porque es una expresión del principio del Estado federal”.191 
 
Otro punto de vista, es el presentado por el Deutsche Bundesbank “En las últimas 
décadas, la proporción de deuda en Alemania ha resucitado casi continuamente para 
convertirse en valores muy altos, y los activos netos del estado estaban agotados. A 
medida que las viejas reglas fiscales no habían impedido que este desarrollo, hubo un 
amplio consenso de que es necesario un endurecimiento de las normas. Para asegurar 
que el recurrente en el proceso político de la deuda tendencia debe contrarrestarse con 
                                               
 
189 Traducción propia, DER TAGESSPIEGEL, “Schuldenbremse kommt ins Grundgesetz”, disponible en : 
http://www.tagesspiegel.de/politik/deutschland/foederalismuskommission-schuldenbremse-kommt-ins-
grundgesetz/1466114.html 
190 Ver  JENTSCH , Hans, “Starke Zweifel an geplanter Schuldenbremse” en el POLITIK, disponible en: 
http://www.faz.net/aktuell/politik/inland/verfassungsrechtler-starke-zweifel-an-geplanter-schuldenbremse-1769054.html     
191 Traducción propia, ibídem  
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respecto a los planes futuros particulares. Las nuevas reglas fiscales alemanas ofrecen la 
oportunidad de parar la dinámica de la deuda y poner en marcha una inversión. Esto no 
dura las cepas demográficos representan previsibles y alivia las generaciones futuras 
mediante la reducción de los costos de los intereses. Con el fin de lograr unas finanzas 
públicas sostenibles y para dar credibilidad a las normas, es ahora una aplicación 
coherente - también en relación con el modelo de la discusión y el papel de Europa para 
los socios europeos”192. 
 
Se considera que tanto en el caso Colombiano, como el Alemán, la introducción de 
políticas sostenibilidad fiscal, reglas técnicas (reglas de oro) e instrumentos procesales, 
son una forma de restringir la materialización de los derechos de las personas. Claro 
está, que son diferentes matices y contextos los que distancian los casos analizados193, 
sin embargo, el sustrato teórico a la final es el mismo194, evitar la expansión del gasto y 
garantizar la estabilidad de la dictadura de los mercados. Asimismo, se puede observar 
un “mercacentrismo”, pues, la realización o satisfacción de los menesteres de las 
personas está en un nivel inferior, frente a la mercantilización y majestad del consumo en 
las sociedades. 
 
Lo analizado supra nos lleva a advertir que el incidente de impacto fiscal es lesivo para 
los derechos en general, por lo tanto, validar el uso de este procedimiento como vehículo 
de la sostenibilidad para modular la tesis del Consejo de Estado, aunque aparentemente 
es útil para restringir la arbitrariedad del Consejo de Estado en fallos sustentados con la 
posición de extensión salarial, abre el portal para que situaciones justas reivindicadas 
judicialmente sean restringidas o empequeñecidas a pretexto de un régimen fiscal, pues, 
la política de Gobierno (que se ha vuelto de Estado) consiste en restringir el gasto social 
de inversión195 procrastinar el reconocimiento de derechos196.  
3.3 Una alternativa a la posición del Consejo de Estado 
El Consejo de Estado en la sentencia de unificación del 4 de agosto del 2010 unificó la 
jurisprudencia y determinó que el valor de la base de liquidación pensional para los 
empleados del sector público cobijados por el régimen de transición, se determina 
tomando elementos salariales y un ingreso base de liquidación diferentes a los 
                                               
 
192 Traducción propia, DEUTSCHE BUNDESBANK “Dictamen sobre el proyecto de ley del grupo parlamentario "Proyecto 
de Ley de modificación de la del artículo 115 de la Ley" SPD (Bundestag impreso de papel 17/4666 de 08.02.2011)”, 
disponible 
en:http://www.bundesbank.de/Redaktion/DE/Kurzmeldungen/Stellungnahmen/2011_03_21_artikel_115_gesetz.html?nsc=tr
ue&view=render%5BDruckversion%5D  
193 Alemania frente a Colombia, es un país desarrollado, con una economía más fuerte y un sistema de tributación más 
alto, entre otros aspectos. 
194 En el caso Colombiano se puede observar que una finalidad es la de garantizar el pago de la deuda para estimular la 
inversión extranjera  
195 MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO “Presupuesto General de la Nación” Disponible en: 
http://www.minhacienda.gov.co/HomeMinhacienda/presupuestogeneraldelanacion   
196 Ver : COLPENSIONES, “Noveno informe mensual de cumplimiento a los autos 110 y 320 de 2013 presentado a la 
honorable corte constitucional” , disponible en: 
http://www.corteconstitucional.gov.co/casocolpensiones/Noveno%20IP%20Colpensiones%20-Abril%202014.pdf  
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establecidos por la normativa197, esto bajo un constructo interpretativo que pretende 
validar la asunción de competencias del legislador y la estabilidad del Sistema General 
de Pensiones. 
 
Teniendo en cuenta lo anterior, estudiaremos la construcción de una interpretación de 
orden legal y constitucional para liquidar las pensiones de los empleados del sector 
público, con lo cual se podría alimentar la argumentación del incidente de impacto fiscal y 
a su vez definir la posición jurídica que modularía la extensión de los factores salariales. 
 
Partiendo del análisis esbozado en el primer numeral de este capítulo, pudimos concluir  
que la sentencia de unificación es sumamente ambigua y contradictoria. En términos de 
Cesare Beccaria una situación hermenéutica de este calibre y más allá de la visión de 
cada operador jurídico en el tiempo, depende en todo de la buena o mala lógica del juez 
(el espíritu de la ley), de manera que, su buena o mala digestión de la norma será crucial 
para tomar una decisión adecuada, sin embargo y dado que el resultado del análisis de la 
sentencia todo apunta  a que el juez en este caso se ha rendido a fuerzas ajenas a la 
sana crítica.198 
 
Ahora, para cumplir con el propósito de este aparte se considera pertinente ceñirse a la 
relación taxativa de la Ley 33 de 1985 y no el Decreto 1045 de 1978, pues claramente y 
como se profundizara más adelante no son enunciativos los factores para liquidar las 
pensiones. Para aclarar este punto en el sentido de aplicabilidad del Decreto 1045 de 
1978, el cual es sustento de la sentencia del 4 de agosto del 2010, se referenciaran 
varios extractos de sentencias que coincidieron diferentes momentos del tiempo respecto 
de la derogatoria del artículo 45 del Decreto 1045 de 1978: 
 
“…en todo caso, las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden 
siempre se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para 
calcular los aportes”, significa que el funcionario está obligado a pagar los 
correspondientes aportes sobre todos los factores que de conformidad con la ley 
deben tenerse en cuenta para la determinación de la base, obligación que si no se 
cumple por cualquier motivo, no da origen a que se niegue la inclusión de 
determinado factor “sino que al momento del reconocimiento la entidad de previsión 
haga los descuentos correspondientes, como lo aclaró la Corte Suprema de Justicia 
en sentencia de 1º de febrero de 1989, al declarar la exequibilidad de este 
inciso”199. 
 
“Las prescripciones consagradas en el artículo 3º de la ley 33 de 1985 fueron 
modificadas por el artículo 1º de la ley 62 del mismo año, con lo cual quedó 
derogado el artículo 45 del decreto 1045 de 1978, en lo atinente a los factores 
salariales para el reconocimiento de la pensión de jubilación..”200 
                                               
 
197 El artículo 3º de la Ley 33 de 1985 y el artículo 6º del Decreto 691 de 1994 regulan las condiciones de la base salarial 
de los empleados públicos. 
198 Ver Bonesana, César. Tratado de los delitos y de las penas.1 ed. Editorial Heliasta S.R.L. 1993. P. 64. 
199 CONSEJO DE ESTADO, sentencia del 28 de octubre de 1993, expediente (5244), C.P. Dolly Pedraza de Arenas 
200 CONSEJO DE ESTADO, sentencia del 5 de septiembre de 2002, número de interno (2331-00), C.P. Nicolás Pájaro 
Peñaranda.   
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Por ende, el reconocimiento se regía de manera perentoria por los destinos normativos 
de la Ley 33 de 1985, la cual derogó el artículo 45 del Decreto Ley 1045 de 1978.  Es 
decir, se excluyó del reconocimiento lo devengado por concepto de auxilio de 
alimentación, prima de vacaciones, prima de servicios y prima de navidad, actuación que 
conforme a lo anotado, no implica la trasgresión de las normas invocadas por el actor en 
el libelo demandatorio, siendo por esta razón necesario revocar la sentencia apelada para 
proceder en su lugar a denegar las pretensiones de la demanda.”201 
 
 “…Este precepto (Decreto 1045 de 1978) fue derogado tácitamente por el 
Art. 3 de la Ley 33 de 1985 y el Art. 1 de la Ley 62 del mismo año…Se 
destaca que esta ley (Ley 33 de 1985) en su artículo 25 derogó en forma 
expresa el artículo 27 del Decreto 3135 de 1968; y en forma tácita, el literal b) 
del artículo 17 de la Ley 6ª de 1945 en los artículos 1º y 25 de la Ley 33 de 
1985 y el Art. 45 del Decreto 1045 de 1978. Para obtener la pensión de 
jubilación, entre otros, dichos preceptos exigían:  el literal b del artículo 17 de 
la Ley 6ª de 1945 tener 50 años, con 20 años de servicio y el artículo 27 del 
Decreto 3135 de 1968 tener 50 años de edad las mujeres o 55 años  los 
hombres y 20 de servicios continuos o discontinuos.…” 202 
 
En este orden de ideas y como veremos a continuación a través de varios teóricos del 
derecho, este caso es inconveniente, puesto que se revive una norma que ha fenecido 
por causa de una norma posterior (la cual le ha quitado su validez). En los términos de 
Hans Kelsen “la validez de la norma posteriormente promulgada suprime la validez de la 
norma anterior que la contradice, según el principio ex posterior derogat priori. Como el 
órgano normador sea el monarca o el parlamento está facultado normalmente para 
establecer normas modificables y, por ende, eliminables, el principio lex posterior derogat 
priori puede admitirse como un principio incluido en ese facultamiento. Este principio 
también recibe aplicación cuando las normas que se encuentran recíprocamente en 
conflicto han sido dictadas por dos órganos diferentes…”.203 
 
Para Carl Schmitt, la validez de la norma está ubicada en la soberanía Estatal, la cual, a 
su vez está legitimada para actuar y garantizar la seguridad jurídica en un contexto de 
amigo-enemigo. Al respecto la teoría decisionista “…permite la referencia positiva a un 
determinado punto factico, en el cual, de una nada de norma o de una nada de orden 
surge la ley positiva y sólo positiva, la cual, sin embargo, deberá valer en lo sucesivo 
como norma positiva. Una vez dictada, debe valer también frente a la voluntad que la ha 
puesto; si no, no se podrá conseguir la necesaria seguridad que «se esperaba obtener 
del Estado»”204. 
 
                                               
 
201 CONSEJO DE ESTADO, sentencia del 23 de febrero de 2006, número de interno (6137-03), C.P. Alejandro Ordóñez 
Maldonado. 
202 “Ahora bien, las prescripciones consagradas en el artículo 3º de la ley 33 de 1985 fueron modificadas por el artículo 1º 
de la ley 62 del mismo año, con lo cual quedó derogado el artículo 45 del decreto 1045 de 1978, en lo atinente a los 
factores salariales para el reconocimiento de la pensión de jubilación, como lo planteó la Sala en sentencia del 28 de 
octubre de 1993, expediente número 5244, Consejera Ponente Doctora Dolly Pedraza de Arenas.” CONSEJO DE 
ESTADO, sentencia del 3 de abril de 2008, número de interno (1239-07), C.P. Gustavo E. Gómez Aranguren.   
203 KELSEN, Hans, Teoría pura del Derecho, 2 ed, México: Universidad Nacional Autónoma de México, 1982, p. 215. 
204 SCHMITT, Carl, Sobre los Tres Modos de Pensar la Ciencia Jurídica, 1 ed, España: Editorial Tecnos S.A., 1996, p. 42. 
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Para H.L.A Hart, esta circunstancia sería resuelta por medio de la regla de 
reconocimiento, pues es aquella que “suministra los criterios para determinar la validez 
de otras reglas del sistema, es en un sentido importante, que trataremos de clarificar, una 
regla última; y cuando, como es usual, hay varios criterios clasificados en orden de 
subordinación y primacía relativas, uno de ellos es supremo. Estas ideas referentes al 
carácter último de la regla de reconocimiento, y a la supremacía de uno de sus criterios, 
merecen alguna atención. Es importante no confundirlas con la teoría, que hemos 
rechazado, de que en todo sistema de derecho, aunque se oculte tras las formas 
jurídicas, tiene que haber una potestad legislativa soberana que es jurídicamente 
ilimitada.”205 En este punto resulta sumamente importante destacar, el oportuno análisis 
de contraste por parte de Oscar Mejía respecto de Hart y Kelsen, en el sentido de que, 
Hart por medio de la regla de reconocimiento flexibiliza la teoría de Kelsen en cuanto la 
pureza metodológica y la neutralidad axiológica, así como la “ambigüedad de la norma 
fundamental - el estatuto epistemológico propio de la teoría jurídica contemporánea.”206. 
 
Robert Alexy señala que una derogación gravita en “la perdida de la validez jurídica de 
una norma debido a la caída de su eficacia bajo aquel mínimo. Al igual que en el caso de 
la eficacia social en general de los sistemas de normas, no es posible determinar este 
mínimo —si se prescinde del caso de la ineficacia total— de una manera universalmente 
exacta.207”.   
 
Sostiene Niklas Luhmann que la validez se basa en una especie de idealización de lo 
ausente, por tanto ésta es “un valor específicamente propio del sistema jurídico que 
surge de la realización recursiva de las operaciones propias del sistema y que no puede 
ser utilizado en ninguna otra parte.”208. 
 
El profesor Oscar Mejía en su libro la Norma Básica Fundamental al referirse a la 
derogación, expone que ésta corresponde a la pérdida de un mínimo de eficacia social o 
de la probabilidad de eficacia; originando como consecuencia, la perdida de validez 
jurídica de una norma debido a la esterilidad de la eficacia. 209 
 
En la visión de Jürgen Habermas, “vale como derecho lo que conforme a procedimientos 
jurídicamente válidos queda establecido como derecho, es decir, cobra fuerza jurídica, y, 
pese a la posibilidad jurídicamente dada de quedar derogado en algún momento, 
mantiene mientras ello no ocurra dicha fuerza o vigor”210. Lo anterior, se debe entender 
en el marco de la aprobación discursiva-racional por parte de aquellas personas que 
pueden verse afectadas por la normas. 
 
                                               
 
205 HART, H. L. A, El concepto del derecho, 1 ed, Argentina: Editorial Abeledo-Perrot, 1998, p. 132. 
206 MEJÍA, Oscar. Revista Pensamiento Jurídico Universidad Nacional de Colombia. Colombia. 2006, vol. 16. ISSN 0122-
1108. p.10. 
207 ALEXY, Robert, El Concepto y la Validez, 2 ed, España: Editorial Gedisa S.A., 2004, p. 92. 
208 LUHMANN, Niklas, El Derecho de la Sociedad, 2 ed, México: Editorial Herder, 2005, p.69 
209 MEJÍA, Oscar, La Norma Básica Fundamental-Derecho y Democracia en Habermas, 1 ed, Colombia: Universidad 
Autónoma de Occidente,  2011, p.16. 
210 HABERMAS, Jürgen. Facticidad y Validez, 5 ed, Madrid: Editorial Trotta S.A., 2005, p. 92. 
Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 57 
 
 
Para Josep Aguiló211 en el caso aquí tratado, estaríamos en el escenario de una 
derogación tacita, pues, en primer lugar, existen contenidos incompatibles entre los 
contenidos proposicionales (ley 33 y Decreto 1045), en segundo lugar, debe haber 
incoherencia entre las dos normas en pugna y en tercer lugar debe existir el presupuesto 
de lex posterior .212  
 
Visto así, podemos colegir el uso por parte del Consejo de Estado del principio de 
Progresividad para justificar la aplicación ultractiva del derogado artículo 45 del Decreto 
1045 de 1978 es inadecuado, asimismo, los cambios en la base de liquidación en cuanto 
la mengua de factores salariales del artículo 3º de la Ley 33 de 1985, está en el marco de 
los fines estatales, teoría del derecho viviente, el cambio de las condiciones sociales, la 
primacía del bien común sobre el particular y las condiciones financieras del país, ya que, 
aquellos que cumplieron con el lleno de requisitos en la vigencia de normas como el 
artículo 45 del Decreto 1045 de 1978, se les aplicó ésta norma porque gozaba ésta de 
vigencia y se debía aportar sobre esos factores para lograr su estatus pensional, pero 
aquellos que no cumplieron con los requisitos antes de la vigencia del artículo 3° de la 
Ley 33 de 1985, sino está en el régimen de transición, son beneficiarios de las 
condiciones sobre las cuales aportaron al sistema y bajo las normas vigentes. 
 
Por lo anterior, creer que el Consejo de Estado atiende “…por ideales de 
Emancipación… o la subversión de ese Derecho o su instrumentalización en un sentido 
alternativo al que tradicionalmente se le ha dado…”213 es contrario a la realidad214, puesto 
que, el eje hermenéutico215 de los fallos es débil, porque rompe con la sistematicidad y la 
observancia de las fuentes del derecho, parece que se pretende responder a intereses y 
beneficios particulares216. En este sentido,  la jurisprudencia generalmente217 ha sido 
considerada como una fuente secundaria o criterio auxiliar del ordenamiento jurídico 
                                               
 
211 Es importante resaltar que para este autor existe una diferencia marcada entre validez y derogación, “La derogación de 
una norma no implica su pérdida de validez. Que una norma sea válida quiere decir que lo prescripto por ella debe ser y 
las normas derogadas, en general, deben seguir siendo aplicadas a los casos surgidos con anterioridad a la derogación”.  
AGUILÓ, Josep, “Sobre la derogación Ensayo de dinámica jurídica”, 1ed, México, Editorial Fontamara, 1995, p.103 
212 Ibídem, p.100 
213 GARZÓN, Ernesto, El Derecho y la Justicia, 1 ed, España: Editorial Trotta, 1996, p.100.  
214 Ver DIARIO ESPECTADOR, "Estalla escándalo por carrusel de pensiones en la justicia”, disponible en: 
http://www.elespectador.com/noticias/politica/estalla-escandalo-carrusel-de-pensiones-justicia-articulo-330606  
215 “… la interpretación constitucional le permite a los jueces hacer intervenciones con impacto sistémico sobre 
instituciones jurídicas o políticas públicas mientras que la interpretación legal tradicional restringía enormemente esta 
posibilidad” LÓPEZ, Diego, “interpretación Constitucional”, 2 ed, Colombia: Consejo Superior de la Judicatura - Universidad 
Nacional de Colombia – Unibiblos, 2006, p. 4. 
216 El escenario ideal sería lo que “Gran parte de la sociología jurídica desde Max Weber hasta el presente ha desarrollado 
sobre el presupuesto de que las instituciones jurídicas de una nación operan, de alguna forma, como un sistema cuyas 
partes están interrelacionadas y cuyas prácticas, en relación con otros aspectos de la sociedad, reflejan en cierta manera 
una voluntad común. Revista Pensamiento Jurídico Universidad Nacional de Colombia-la Restructuración Global y el 
Derecho. Colombia. 2006, vol. 1, ISSN 0122-1108. p. 9. Lo antepuesto, no se puede leer desafortunadamente en forma 
absoluta, puesto que, son muchos los casos en que las instituciones jurídicas operan en favor de elites o en motu proprio.   
217 “Si la jurisprudencia es o no fuente del derecho. Más exactamente, si es o no fuente general del derecho. Sobre este 
tema hay por lo menos tres posiciones: las que sostienen que la jurisprudencia nunca es fuente del derecho, según esta 
concepción el juez se  limita a la aplicación de la ley (ley en sentido amplio) y en consecuencia la fuente del derecho es 
siempre la ley; la segunda posición es la de quienes sostienen que la jurisprudencia es siempre fuente general del 
derecho, y la tercera la de quienes sostienen que la jurisprudencia es a veces fuente general del derecho. Quienes acogen 
esta última posición distinguen entre los casos previstos por la ley y los casos no previstos por ella, para concluir que en el 
primer evento no es Fuente y en el segundo si, pues al no existir ley que lo regule y existiendo, por otro lado, el deber que 
tiene el juez de fallar, el juez crea la norma y la jurisprudencia es Fuente de derecho.” LÓPEZ, Diego, “interpretación 
Constitucional”,op. cit.p.  93 
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colombiano, “sólo en casos de silencio de la fuente primaria…contribuye a sellar lagunas 
o vacíos...” 218, situación  que no concuerda con la realidad de la sentencia de unificación.   
 
En relación pertinente, el profesor López manifiesta que: “Así, del inciso primero del 
artículo 230 no se puede concluir que la ley es la única fuente formal de derecho. Este 
dice que los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. Este 
inciso define en qué consiste la independencia de los jueces, v.gr., en que sus fallos no 
pueden responder a consideraciones extrañas a la ley como prejuicios, presiones, 
pasiones o intereses. También indica que el juez debe someterse al imperio de la ley, lo 
cual plantea un límite a la independencia del juez en la medida en que no puede fallar 
según su opinión personal, ni mucho menos según su parecer o capricho. El juez es 
independiente para respetar el derecho no para apartase de él.”219.   
 
Otro punto que no fue valorado por el Consejo de Estado al revivir una norma derogada 
es lo expuesto por el profesor Robert Alexy. Según él, la coherencia es un elemento 
fundamental de la racionalidad jurídica en la jurisprudencia, de manera que los conceptos 
y reglas jurídicas generan una conexión que tiene como resultado una metodología de 
coherencia, pues, lo expuesto es “el criterio para la rectitud de una interpretación…”220.  
 
En cuanto a la perspectiva general de la sentencia de unificación del Consejo de 
Estado221, se sugiere que los jueces y magistrados de la República, pueden modificar o 
agregar al régimen legalmente establecido con nuevas condiciones, lo cual constituye 
podría ser una irrupción de la Rama Judicial en las competencias preponderantes de la 
Rama Legislativa222 y la Rama Ejecutiva. 
 
Otro aspecto es el artículo 58 de la Constitución Política, esta norma superior en forma 
clara y expresa resguardó los derechos adquiridos de la población, al determinar que 
sólo existe derecho adquirido cuando se han cumplido en su totalidad las condiciones 
exigidas por la normativa para gozar de éste. Entonces, mientras no se realicen 
íntegramente los presupuestos, condiciones o requisitos que la misma norma vigente 
contempla para adquirir el derecho, es equivocado considerar derecho adquirido, a lo que 
existe estrictamente como una mera expectativa223, de manera que no se podría usar 
factores extralegales para liquidar las pensiones. 
 
Para ilustrar este punto de vista, se referenciaran la siguiente sentencia, donde no sólo 
se sustenta la posición expuesta supra, sino que, adicionalmente, se apoya el porqué es 
errado acoger el artículo 45 del Decreto 1045 de 1978, en lugar  del artículo 6º del 
                                               
 
218 CEPEDA, Manuel, Derecho Constitucional: Perspectivas Revisiones, 1 ed, Colombia: Siglo del Hombre Editores, 1999, 
p. 124. 
219 LÓPEZ, Diego, “interpretación Constitucional”, op. cit.p.87. 
220 ALEXY, Robert, Teoría del Discurso y Derechos Humanos, 1 ed. Bogotá: Universidad Externado, 1995, p. 47 
221 La sentencia del 4 de agosto de 2010, sobre la cual se cimenta el creciente número de demandas, contra los actos 
administrativos de reconocimiento pensional de las diferentes administradoras del Sistema General de Pensiones, tiene un 
salvamento de voto que ratifica la posición de ceñirse a la jerarquía normativa, es decir la obligación que tienen los jueces 
de acatar la ley (artículo 230 Superior). 
222 Literal “e” del inciso 19  del artículo 150 de la Constitución Política. “Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por 
medio de ellas ejerce las siguientes funciones:… 19. Dictar las normas generales, y señalar en ellas los objetivos y criterios 
a los cuales debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos:… Fijar el régimen salarial y prestacional de los 
empleados públicos, de los miembros del Congreso Nacional y la Fuerza Pública;”. 
223 Artículo 17. Ley 153 de 1887. “Las meras expectativas no constituyen derecho contra la ley nueva que las anule ó 
cercene”. 
Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 59 
 
 
Decreto 691 de 1994224 o el artículo 3ª de la Ley 33 de 1985225 para liquidar la pensiones 
de los empleados públicos. 
 
Sentencia del 19 de octubre de 1989 - Corte Suprema de Justicia - Sala Plena - 
Magistrado Sustanciador: Jairo E. Duque Pérez.- Sentencia número 87. - Referencia: 
Expediente número 1952 - Acción de Inexequibilidad contra los incisos 29 y 3º del artículo 
39 de la ley 33 de 1985 y los incisos 2º y 3º del artículo 1º de la ley 62 de 1985. Factores 
para la liquidación de prestaciones.    
                 
"(…) ha sido jurisprudencia reiterada de esta Corporación la que consiste en 
distinguir en estas materias entre meras expectativas, propias de la situación legal 
y reglamentaria del empleado oficial, y los derechos adquiridos de éstos, en una 
relación individual y concreta. Así, se ha distinguido entre la vocación pensional y 
el derecho a la pensión, con base en el primer grupo, por no haberse cumplido o 
reunido las condiciones, fundamentales que la ley exige para gozar del beneficio, 
sólo se tiene una mera expectativa de derecho cuyos fundamentos bien puede la 
ley modificar y, que para el segundo, sólo una vez cumplidos los presupuestos del 
precepto que la establecen, adquieren el derecho a disfrutarla como derecho 
adquirido". 
 
Para ilustrar la diferencia entre normas respecto de los factores salariales se referencia la 
siguiente gráfica: 
 
5.Comparativo de Factores Salariales
 
                                               
 
224 Norma para liquidar la pensiones de los empleados públicos no beneficiarios del régimen de transición. 
225 Norma para liquidar la pensiones de los empleados públicos beneficiarios del régimen de transición. 
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Ahora, retomando las particularidades del régimen de transición, se puede anotar que es 
independiente y garantiza226 algunas condiciones o expectativas227 de la normativa 
anterior228. Particularmente, el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 señala que aquellas 
personas que reúnan los requisitos de edad (40 años hombres – 35 mujeres) y tiempo de 
servicio o semanas cotizadas (15 años) al entrar en vigencia el Sistema General de 
Pensiones (1º de abril de 1994 sector público y privado del orden nacional – 30 de junio 
de 1995 nivel territorial) tendrán derecho a pensionarse con las condiciones del régimen 
anterior. Lo anterior, siempre y cuando cumplan con los requisitos de edad y tiempo de 
servicio o semanas cotizadas de ese régimen229.     
 
Partiendo de que el régimen de transición prescrito en el artículo 36 de la Ley 100 de 
1993, garantizó a sus beneficiarios el derecho a pensionarse con los requisitos fundados 
en el régimen antiguo, se puede concluir que los únicos factores sobre los cuales se 
podía aportar para pensión y que, por lo tanto, pueden ser tenidos en cuenta a la hora de 
liquidarla, son los señalados en el inciso 2° del artículo 3° de la Ley 33 de 1985. 
“Para los efectos previstos en el inciso anterior, la base de liquidación para los 
aportes proporcionales a la remuneración del empleado oficial, estará constituida 
por los siguientes factores, cuando se trate de empleados del orden nacional: 
asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, 
ascensional y de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por 
servicios prestados; y trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en 
día de descanso obligatorio. 
En todo caso las pensiones de los empleados oficiales de cualquier orden, siempre 
se liquidarán sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los 
aportes. ”. 
Así las cosas, si a un empleado público, le efectuaron descuentos para pensión sobre los 
factores  (A), (B) y (Z), su pensión se debe liquidar230 usando estos mismos factores, 
                                               
 
226 “...constituye un mecanismo especial que suelen establecer las leyes para regular tránsito de una legislación a otra, con 
respecto a los derechos que se adquieren en el transcurso del tiempo.” CORTÉS, Carlos. Cartilla de seguridad social y 
pensiones 2012. 19 ed. Colombia: Legis Editores S.A., 2012. P. 79. 
227 El profesor Velásquez refiriéndose al régimen de transición expresó que, “… con tales normas se pretende brindar 
protección o respecto de las condiciones, circunstancias o hechos que se venían desarrollando bajo normas anteriores con 
el fin de no afectar las expectativas que tienen distintos sujetos. Tales normas de transición se dirigen entonces a respetar 
meras expectativas y no derechos adquiridos…” VELÁSQUEZ, Mauricio. El sistema Pensional Colombiano. 1 ed. 
Colombia: Señal Editorial, 2007. P. 180. 
228 “Adviértase, cómo el legislador con estas disposiciones legales va más allá de la protección de los derechos adquiridos, 
para salvaguardar las expectativas de quienes están próximos por edad, tiempo de servicios o número de semanas 
cotizadas a adquirir el derecho a la pensión de vejez, lo que corresponde a una plausible política social que, en lugar de 
violar la Constitución, se adecua al artículo 25 que ordena dar especial protección al trabajo.” CORTE CONSTITUCIONAL, 
Sentencia No C-168/95, M.P. Carlos Gaviria Díaz. 
229 El régimen de transición del sector público: Es el prescripto en la Ley 33 de 1985, la pensión se concede con una edad 
de 55 años y 20 años de servicio continuo o discontinuo.  
230 Para liquidar las pensiones se debe tener en cuenta además de los factores salariales el ingreso base de liquidación - 
I.B.L. y el monto. De un lado, el I.B.L. son los aportes a pensión sobre el salario devengado, en un periodo determinado 
(artículo 21 e inciso 3ª del artículo 36 de la ley 100). Por otro lado, el monto es el porcentaje que se multiplica por el 
ingreso base de liquidación, para determinar el valor de la pensión (1º de la Ley 33 de 1985 pendón de jubilación, Artículo 
8º del Decreto 2709 de 1994 pensión por aportes, artículo 34 de la Ley 100 de 1993 pensión de vejez) . 
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pues sería no sólo errado liquidar la pensión con los factores (A) y (Z), suprimiendo el 
factor (B), el cual fue usado como base para calcular los aportes para pensión, sino que 
también sería desafortunado usar factores extralegales como (W) y (X), sobre los cuales 
no se llevaron a cabo aportes para llenar los requisitos de acceso al derecho de pensión. 
 
Lo inmediatamente expuesto, no es sólo una mera interpretación exegética, pues, el 
régimen anterior determinó una perfecta simetría entre los factores sobre los cuales se 
debía cotizar para pensión y los factores que se deben tener en cuenta para liquidar las 
pensiones de los empleados del sector público, inmersos en el régimen de transición.  
 
No se puede desconocer que la Ley 33 de 1985, plantea un justo medio o equilibrio entre 
los aportes para pensión que hacen los afiliados al Sistema General de Pensiones y la 
base salarial para determinar la cuantía de la liquidación las pensiones. Asimismo, tanto 
el literal “L” del artículo 13 de la Ley 100 de 1993231, como la propia Carta Política en el 
inciso 12 del artículo 48232, refuerzan el postulado de equilibrio entre aportes y la base 
salarial al indicar una prohibición para liquidar las pensiones del sector público afectadas 
por el régimen de transición, con factores diferentes a los cotizados e indicados por la 
ley.  
 
Visto así, es patente que la liquidación pensional de estas personas, se debe hacer con 
los mismos factores que usaron para calcular los aportes para pensión, es decir, los 
expresamente señalados en la Ley 33 de 1985.  
 
Por mandato constitucional se determinó que la competencia del régimen salarial para 
los empleados públicos sería compartida, luego la distribución de las atribuciones entre el 
Congreso (literal E. del numeral 19 de del artículo 150 de la C.P) y el Gobierno (numeral 
14 de su artículo 189 de la C.P), se ve consumada con la Ley 4ª de 1992, la cual 
estableció parámetros y principios para la formación del régimen salarial de los 
empleados del sector público.  
 
También, la base de cotización en cuantos factores salariales para pensión de los 
empleados públicos no beneficiarios del régimen de transición, es la señalada en el 
artículo 6º del Decreto 691 de 1994 (los mismo de la Ley 33 de 1985), expedido en 
desarrollo del artículo 18 de la Ley 100 de 1993. 
 
“El salario mensual base para calcular las cotizaciones al sistema general de 
pensiones de los servidores públicos que por el presente decreto se incorporan, 
estará constituido por los siguientes factores: 
a)  La asignación básica mensual; 
b)  Los gastos de representación; 
                                               
 
231 Literal “L” del artículo 13 de la Ley 100 de 1993. “En ningún caso a partir de la vigencia de esta ley, podrán sustituirse 
semanas de cotización o abonarse semanas cotizadas o tiempo de servicios con el cumplimiento de otros requisitos 
distintos a cotizaciones efectivamente realizadas o tiempo de servicios efectivamente prestados antes del reconocimiento 
de la pensión. Tampoco podrán otorgarse pensiones del Sistema General que no correspondan a tiempos de servicios 
efectivamente prestados o cotizados, de conformidad con lo previsto en la presente ley. Lo anterior sin perjuicio de lo 
dispuesto en pactos o convenciones colectivas de trabajo;”. 
232 Inciso 12 del artículo 48 de la Constitución Política “Para la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los 
factores sobre los cuales cada persona hubiese efectuado las cotizaciones.” 
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c)  La prima técnica, cuando ésta sea factor de salario; 
d)  La remuneración por trabajo dominical o festivo; 
e)  La remuneración por trabajo suplementario o de horas extras, o realizado en 
jornada nocturna, y 
f)  La bonificación por servicios.” 
 
Para reforzar la tesis de aplicación sólo de los factores legales traemos a colación unos 
apartes de la Sentencia C-258 de 2013, en ella se establece la relación de 
proporcionalidad entre la cotización y la liquidación. 
 
“En este caso, ante la expulsión del ordenamiento de las expresiones en comento 
y en vista del mandato del Acto Legislativo 01 de 2005 en el sentido de que “[p]ara 
la liquidación de las pensiones sólo se tendrán en cuenta los factores sobre los 
cuales cada persona hubiere efectuado las cotizaciones”, la Sala considera 
necesario además condicionar la exequibilidad del resto del precepto censurado 
en el entendido que como factores de liquidación de la pensión, sólo podrán 
tomarse aquellos ingresos que hayan sido recibidos efectivamente por el 
beneficiario, que tengan carácter remunerativo del servicio y sobre los cuales se 
hubieren realizado las cotizaciones respectivas al sistema de pensiones. 
 
… de aquellos beneficiarios que se encontraban efectivamente  en el régimen al 1 
de abril de 1994 y que fueron adquiridas cumpliendo todos los requisitos legales, 
atendiendo los criterios jurisprudenciales vigentes, bajo la convicción de estar 
actuando de buena fe y bajo los factores salariales de cotización establecidos por 
el Gobierno Nacional, no por voluntad del cotizante. 
 
…es constitucional si se entiende que: (i) no puede extenderse el régimen 
pensional allí previsto, a quienes con anterioridad al 1º de abril de 1994, lo cual 
incluye lo establecido en el artículo 2 del Decreto 1293 de 1994, no se 
encontraren afiliados al mismo, (ii) como factores de liquidación de la pensión solo 
podrán tomarse aquellos ingresos que hayan sido recibidos efectivamente por el 
beneficiario, tengan carácter remunerativo del servicio y sobre los cuales se 
hubieren realizado las cotizaciones respectivas, (iii) las reglas sobre Ingreso Base 
de Liquidación aplicables a todos los beneficiarios de este régimen especial, son 
las contenidas en los artículos 21 y 36, inciso tercero, de la Ley 100 de 1993, 
según el caso y (iv) las mesadas correspondientes no podrán superar los 
veinticinco (25) salarios mínimos legales mensuales vigentes.” 
 
De todo lo anterior, se tiene que dicha norma tiene una composición gramatical de 
taxatividad en cuanto los factores salariales allí transcritos, lo que implica que, de 
acuerdo al inciso 12 del artículo 48 Superior, tanto las cotizaciones, como la liquidación 
deberán mantenerse en el marco del equilibrio, entre los aportes y la base salarial para 
liquidar el valor de la pensión.  
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4. Conclusiones  
Como propósito principal de este trabajo, se buscó identificar la concepción interpretativa 
para liquidar las pensiones del sector público, propuesta por el Consejo de Estado en la 
Sentencia de Unificación del 4 de agosto de 2010, así como determinar la viabilidad de 
un incidente de impacto fiscal, para luego examinar la configuración interpretativa de 
orden legal y constitucional que podría modular la tesis de unificación del Consejo de 
Estado. 
 
Para responder a este menester, se determinó tres objetivos específicos, abordó un 
propósito específico tocante con la viabilidad de la presentación del incidente de impacto 
fiscal en una marco de sostenibilidad fiscal para modulara la tesis del Consejo de Estado 
tenemos las siguientes conclusiones que nos señalan una inviabilidad. 
 
Bajo una visión global, podemos ver que los orígenes de la sostenibilidad fiscal se 
remonta a la década del 70, sin embargo desde de los 40 por medio del estudio del ciclo 
económico se fijaron reglas para afrontar los ciclos económicos en declive, es decir, las 
reglas fiscales impulsadas en Europa y Estados Unidos de América, y de alguna manera 
globalizadas por intermedio de la difusión de la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos (OCDE), El Banco Interamericano de Desarrollo (BID), Fondo 
Monetario Internacional (FMI) y el Banco Mundial (BM). 
 
A nivel mundial se pudo observar que por medio de recomendaciones de organizaciones 
internacionales o comunidades internacionales se presiona la homogenización de la 
introducción en los sistemas jurídicos de categorías fiscales y sus técnicas. 
 
Las Medidas fiscales son producto de una política de corte neoliberal robustecida en el 
trasegar de estos cuatro decenios, que no obstante y pese a las diferencias contextuales 
y metodologías tienden a alimentarse de los mismos principios y sobre todo a orientar 
jerárquicamente la restricción fiscal sobre la inversión y el desarrollo socio-económico.  
 
Respecto de la instrumentalización de la sostenibilidad fiscal, es decir, el incidente de 
impacto fiscal nos encontramos con un arqueo perjudicial para los derechos en general, 
pues, el instrumento procesal- fiscal, es una limitación para la acción de tutela. 
 
Igualmente, las ventajas y empoderamiento de la contraparte del ciudadano (Procurador 
y  Gobierno) son un exceso, así como la forzosa admisión y el recurso de insistencia. 
Esta figura procesal persigue asegurar una relación de gasto proporcional al ingreso con 
disminución de inversión y con desacato al principio de independencia judicial.  
 
Se clarificó que se desestimula la defensa de la seguridad jurídica, a cambio de la 
ratificación de seguridad del pago de la deuda a inversionistas y acreedores del Estado, y 
la inflación del gasto de funcionamiento en todos los sectores. 
 
Encontramos que tanto en un país desarrollado (Alemania), como en uno en vía de 
desarrollo (Colombia) la política fiscal restricción del gasto resulta altamente peligrosa 
para el progreso de la sociedad y la redistribución de la riqueza. Aunque hay marcadas 
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diferencias el propósito generalmente es restringir  el gasto social y garantizar el pago de 
la deuda, son una forma de confinar la materialización de los derechos de las personas. 
De la misma forma, se puede observar un “mercacentrismo”, pues, la realización o 
satisfacción de las insuficiencias de las personas está en un nivel inferior, frente a la 
mercantilización y pompa del consumo en las sociedades. 
 
El análisis del incidente de impacto fiscal, trajo una respuesta de lesividad para los 
derechos en general, por lo tanto, aprobar el uso de este instrumento procesal como 
vehículo de la sostenibilidad en el sentido de modificar la tesis del Consejo de Estado, 
puede ser aparentemente útil para restringir el desafuero del Consejo de Estado, sin 
embargo justifica la apertura de un portal para que situaciones justas reclamadas 
judicialmente sean restringidas o empequeñecidas a pretexto de un régimen fiscal, pues, 
la política del Gobierno (ahora de Estado) consiste en cercar el gasto social de inversión 
y postergar el reconocimiento de derechos. 
 
Respecto del objetivo específico sobre el análisis de las razones y herramientas 
interpretativas del fallo del 4 de agosto del Consejo de Estado, tenemos de acuerdo a la 
recolección y revisión de jurisprudencia del Consejo de Estado y la literatura jurídica 
concerniente a la interpretación jurídica y al derecho a la pensión los siguientes 
resultados: 
 
Del  recorrido crítico - analítico del derecho a la pensión a través de la legislación, 
doctrina y jurisprudencia constitucional en el ámbito nacional e internacional, podemos 
colegir que la pensión es producto de una aspiración de bienestar general y en particular 
es un medio para el amparo de las personas de la tercera edad. La reivindicación y 
categorización de derecho fundamental del derecho a la pensión fue fruto de una 
evolución de una tesis basada conexidad a una tesis soportada en el bloque de 
constitucionalidad. 
 
En la realidad las orientaciones hacia la privatización invirtieron la carga de valor del 
hecho de ser persona en una condición vulnerable a la capitalización y cumplimiento de 
requisitos para ser beneficiario.  
 
La naturaleza del régimen de transición de la Ley 100 de 1993, se concibió en el sentido 
de atenuar las desmejoras en las condiciones pensionales y la severidad de los 
requisitos para acceder al derecho pensional en cuanto tiempo de cotización y edad. El 
régimen de transición como régimen autónomo, debe ser respetado, para evitar 
incertidumbre y constante cambios de interpretación. 
 
Del examen relacionado con el tratamiento que le ha dado el Consejo Estado a la base 
de liquidación salarial de las pensiones en las últimas dos décadas y los argumentos que 
ha empleado para decidir la inclusión de variables no contenidas en la ley, se puede 
observar que no existe uniformidad en la tendencia de la jurisprudencia de esta alta 
corte, pues, tropezamos con una propuesta jurídica en la que se incluye en la base de 
liquidación factorial todas aquellas sumas que de forma habitual y periódica recibía el 
funcionario como retribución a sus servicios (a menos que se tratara de un factor 
expresamente excluido por la ley, luego, se estimó que se debían incluir en la base de 
liquidación todos aquellos factores certificados y sobre los cuales se efectuaron aportes  
para Sistema General de Pensiones, posteriormente, se precisó que las pensiones del 
sector público sólo se podían liquidar en virtud de los factores salariales taxativamente  
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enunciados en la Ley 33 de 1985. Asimismo y partiendo del supuesto de que la entidad 
encargada realizó deducciones sobre factores no señalados por la ley, estas 
deducciones debían devolverse a quien le correspondiera.  
 
Se encontró que con respecto a la metodología del profeso Diego López, la tendencia de 
la línea jurisprudencial del problema: – La base salarial para liquidar las pensiones de los 
empleados públicos inmersos en el régimen de transición, que está prescrita en la Ley 33 
de 1985, es taxativa o enunciativa– ,  se inclina hacia la extensión del tenor literal de la 
Ley  sobre la base de una apreciación subjetiva, la cual puede causar dificultad el 
cumplimiento de los fines estatales, tales como bienestar común y la justicia distributiva. 
 
No obstante al apartarnos de esa metodología, encontramos que también son múltiples 
las sentencias que acogen la tesis de taxatividad, posterior a la tesis de unificación, es 
decir no hay congruencia ni seguridad jurídica en el desarrollo de la labor del Consejo de 
Estado. Para ilustrar se referencia la siguiente tabla: 
 
  6. Tabal de Sentencias con tesis de taxatividad 
Consejo de Estado – 04 de agosto de 2011 –Nº Interno 2784-08 
RATIO DECIDENDI: “De acuerdo con las disposiciones antes transcritas, quienes 
acceden a la pensión de jubilación, al amparo de la regla general señalada en el 
primer inciso del artículo 1º de la Ley 33 de 1985, su liquidación debe realizarse 
con el 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el 
último año de servicio, teniendo en cuenta los factores indicados en el artículo 3º 
de la misma Ley, modificado por el artículo 1º de la Ley 62 de 1985” 
FALLO: “En consecuencia, la Sala confirmará el fallo de primera instancia, en 
cuanto declaró la nulidad parcial de los actos acusados, y ordenó a la entidad 
demandada reliquidar la pensión de jubilación de la actora, en el equivalente al 
setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio de sirvió de base para los 
aportes, durante el último año de servicio, teniendo en cuenta los factores 
indicados en el artículo 3º de la misma Ley, modificado por el artículo 1º de la Ley 
62 de 1985, conforme al certificado que para el efecto expedirá el Hospital Simón 
Bolívar – Empresa Social del Estado, y a partir del día 1 de septiembre de 2002.” 
 Consejo de Estado – 10 de mar de2011 –Nº Interno 2476-10 
RATIO DECIDENDI: “De lo anterior, se concluye que el reconocimiento pensional 
hecho al señor Edgar Trujillo Montoya, en virtud del acto acusado, se realizó por 
fuera del límite legal, lesionando el patrimonio de la entidad y; por ello, la 
suspensión provisional ha de decretarse pero sólo en cuanto al monto pensional 
que supera el 75% del promedio de lo devengado en el último año de servicio, 
computado sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los 
aportes.” 
FALLO: “SE DECRETA EN FORMA PARCIAL la suspensión provisional de dicho 
acto, en lo que corresponde a la cuantía de la pensión de jubilación reconocida al 
señor Edgar Trujillo Montoya, en lo que exceda el 75% del valor de la mesada 
pensional, sobre los mismos factores que hayan servido de base para calcular los 
aportes.”  
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Consejo de Estado – 10 de marzo de /2011 –Nº Interno 0408-11 
RATIO DECIDENDI: “En relación con la regulación del régimen salarial y 
prestacional  de las entidades territoriales, es del caso reiterar que por regla 
general sus servidores son empleados públicos que están sometidos a las normas 
legales establecidas por el Legislador conforme a lo dispuesto por el artículo 150, 
numeral 19, literal e), de la Carta Política; además, existe prohibición expresa para 
delegar esta facultad en dichas entidades (literal f, inciso 2º).  
FALLO: “DECRÉTASE la suspensión provisional del acto acusado, únicamente en 
lo que se refiere al pago de la pensión en porcentaje superior al 75% de los 
factores de liquidación pensional legalmente autorizados.” 
Consejo de Estado – 17 de marzo de 2011 –Nº Interno 0959-10 
RATIO DECIDENDI: “al demandado le cobija  el régimen anterior a la Ley 100, 
contenido en la Ley 33 de 1985, que exigía 55 años de edad y 20 años de tiempo 
de servicio, para obtener una pensión equivalente al 75% de los factores salariales 
taxativamente señalados en dichas normas, y devengados en el último año.” 
FALLO: “lo correcto es que la pensión se liquide con base en los factores salariales 
consagrados en las Leyes 33 y 62 de 1985, como bien lo anotó el Tribunal en la 
sentencia apelada.” 
 
A lo anterior, se debe sumar las doce incongruencias que se analizaron respecto a la 
Sentencia de Unificación. Entre los puntos se encuentra la lectura extensiva de la norma 
sin fundamento jurídico, la aplicación simultanea de dos normas, donde una (Ley 33 de 
1985) derogó a la otra (artículo 45 del Decreto 1045 de 1978), la aplicación de principios 
descontextualizados cuando aplicaba una hermenéutica de reglas, es decir un silogismo 
jurídico.  
 
También, el Consejo de Estado debe revisar los efectos de su sentencia de unificación a 
la luz del artículo 48 de la Constitución política, pues está menoscabando la posibilidad 
de acceso de las personas próximas a pensionarse y las generaciones futuras, pues al 
favorecer con la extensión salarial a unos pocos, limita el acceso a un gran número de 
personas, ya que la relación aporte-acceso es directamente proporcional. 
 
Al respecto de la Construcción de una interpretación de orden legal y constitucional que 
sea el sustrato de la modulación de la tesis de unificación del 4 de agosto del 2010 del 
Consejo de Estado se presenta el siguiente resultado: 
 
El artículo 3° de la Ley 33 de 1985 tiene expresiones de textura cerrada y concisas, tales 
como: “la base de liquidación para los aportes  proporcionales a la remuneración del 
empleado oficial, estará constituida por los siguientes factores” y “las pensiones de los 
empleados oficiales de cualquier orden, siempre se liquidarán sobre los mismos factores 
que hayan servido de base para calcular los aportes”, es decir, que lingüísticamente 
cumple con el canon de regla233. 
                                               
 
233 Ver: RODRÍGUEZ, César. La decisión judicial, el debate Hart-Dworkin, op. cit. p. 48. 
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De igual modo, las expresiones citadas en el párrafo anterior, están en el canon de “todo 
o nada”, y sigue una relación de razonamiento lógico la base salarial de aportes a 
pensión es X y por tanto la liquidación se hace sólo sobre los aportes X.234 
 
Como alternativa más razonable a la tesis del Consejo de Estado se considera que se 
debe aplicar el inciso 12 del artículo 48, el cual señala que las pensiones sólo se podrán 
liquidar con los factores sobre los cuales se hayan efectuado cotizaciones, es decir los  
factores contenidos en el artículo 3º de la Ley 33 de 1985, pues son estos factores sobre 
los cuales se debe realizar el aporte y la liquidación. Además, si tenemos en cuenta el 
preámbulo de la Constitución, son los valores como la justicia, igualdad y orden 
económico y social justos, los verdaderos orientadores de las decisiones judiciales.   
 
Adicionalmente,  las reglas hermenéuticas del Código Civil (artículos 27, 28, y 31) 
disponen para definir el sentido correcto de la interpretación de las leyes que cuando el 
sentido de la ley sea claro, no se podrá desatender su tenor literal a pretexto de consultar 
su espíritu, asimismo, las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, 
y lo favorable u odioso de una disposición no se tomará en cuenta para ampliar o 
restringir su interpretación. 
 
En este sentido y en los términos de MacCormick, estamos ante un caso fácil si la 
justificación que debe realizarse es de «primer orden», esto es, una justificación de 
carácter estrictamente deductivo en donde la argumentación se refiere a los vínculos 
lógicos entre la decisión y las premisas normativas (en el silogismo judicial 
tradicional, la premisa mayor) y las premisas fácticas (la premisa menor235). 
 
Entonces, en el marco constitucional donde los jueces están bajo el imperio de la Ley y 
que el único que puede crear beneficios salariales y prestacionales es el legislador, sería 
una incursión a la competencias de otra rama, y causa de inseguridad en el sistema 
jurídico, ya que, en este caso los jueces se están apropiando de la potestad exclusiva del 
Congreso. 
 
 
 
 
 
                                               
 
234 Ibídem, p.49. 
235 Uprimny, Rodrigo y Rodríguez, Andrés. Interpretación Judicial. 1 ed. Colombia: Consejo Superior de la Judicatura. 
2006, p.120. 
68 Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 
 
 
Bibliografía  
Autores 
 
AGAMBEN, Giorgio. Estado de Excepción Homo Sacer II, 1, 1 ed. Editorial Pre-textos, 
2004. 
 
AGUILÓ, Josep, “Sobre la derogación Ensayo de dinámica jurídica”, 1ed, México, 
Editorial Fontamara, 1995. 
 
ARANGO, Rodolfo, “Sustitución del Estado social de derecho por un Estado fiscal”, 
Colombia: revista Zero No. 27 de la Universidad Externado, 2012. 
 
ALEXY, Robert, El Concepto y la Validez, 2 ed, España: Editorial Gedisa S.A., 2004.  
 
ALEXY, Robert, Teoría del Discurso y Derechos Humanos, 1 ed. Bogotá: Universidad 
Externado, 1995. 
 
ARANGO, Rodolfo, ¿Hay respuestas correctas en el derecho? .1 ed. Colombia: Siglo del 
Hombre Editores - Universidad de los Andes, 1999. 
 
ARENAS, Gerardo, “El derecho colombiano de la Seguridad Social”, 3 ed, Colombia: 
Legis Editores SA, 2013. 
 
BANCO DE LA REPUBLICA, “La economía colombiana: situación actual frente a los 
noventa y sus perspectivas”, Colombia: Banco de la República, 2006.   
 
BIX, Brian, “Diccionario de teoría jurídica”, 1ed, México: Universidad Nacional Autónoma 
de México, 2009. 
 
BLACKBURN, Robin, “El futuro del sistema de pensiones: Crisis financiera y Estado de 
bienestar”, 1 ed, España: Edicoiones Akal S.A., 2010. 
 
BONESANA, César, Tratado de los delitos y de las penas, 1 ed, Editorial Heliasta S.R.L., 
1993. 
 
CEPEDA, Manuel, Derecho Constitucional: Perspectivas Revisiones, 1 ed, Colombia: 
Siglo del Hombre Editores, 1999. 
 
CERÓN, Jaime, “SISTEMA GENERAL EN PENSIONES”, 1 ed, Colombia: CONSEJO 
SUPERIOR DE LA JUDICATURA, 2007. 
 
CONSEJO NACIONAL DE POLÍTICA ECONÓMICA Y SOCIAL REPÚBLICA DE 
COLOMBIA – Departamento Nacional de Planeación, documento Conpes Social 156,  
Versión para discusión, Bogotá D.C., Septiembre 11 de 2012. 
 
DWORKIN, Ronald. Los Derechos en Serio,  1ed, Barcelona: Editorial Ariel S.A., 1984. 
 
ERQUIZIO, Oscar, “Ciclos Económicos de México”, 1 ed, México: Editorial UniSon, 2006. 
Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 69 
 
 
 
ESTRADA, Jairo, “Las reformas estructurales y la construcción del orden neoliberal en 
Colombia”, en publicación: Los desafíos de las emancipaciones en un contexto 
militarizado, Argentina. Editorial CLACSO, 2006. 
 
GARCÍA, Agustín, “Teoría General sobre reglas fiscales”, en: Revista Quaderns de 
Política Económica 2ª época, Vol. 8, Valencia, Universidad de Valencia, 2004, p. 27-28. 
 
GARCÍA, Gustavo, “Reglas fiscales para la estabilidad y sostenibilidad” en publicación: 
Las instituciones fiscales del mañana, 1ed, Washington, D.C.: Banco Interamericano de 
Desarrollo, 2012. 
 
GARCÍA, Siro, Traducción, El espíritu de las leyes por Montesquieu. Tomo I, Madrid: 
librería general  de victoriano Suárez, 1906. 
 
GARZÓN, Ernesto, El Derecho y la Justicia, 1 ed, España: Editorial Trotta, 1996. 
 
GOSEPATH, Stefan, “Ciudadanía y Derechos Humanos Sociales”, 1 ed, Medellín: 
Escuela Nacional Sindical, 2001. 
 
GUNTER, Teubner, “Elementos materiales y reflexivos en el derecho moderno” en La 
Fuerza del Derecho, Bogotá, D.C.: Siglo del Hombre, 2000. 
 
GUZMÁN, Andrés, “Tensiones en la estrategia de transformación institucional del BID en 
América Latina”, en Revista Estudios Socio-Jurídicos No. 13, Bogotá, Universidad el 
Rosario, 2011. 
 
HABERMAS, Jürgen. Facticidad y Validez, 5 ed, Madrid: Editorial Trotta S.A., 2005. 
 
HARVEY, David, “Breve historia del Neoliberalismo”, 1 ed, España: Editorial Akal, S. A, 
2007. 
 
HERNAIZ, Daniel, “Inversiones Públicas y Reglas Fiscales”, Washington, D.C: Banco 
Interamericano de Desarrollo, 2013. 
 
HART, H. L. A, El concepto del derecho, 1 ed, Argentina: Editorial Abeledo-Perrot, 1998. 
 
JUDT, Tony, “Algo va mal”, Traducción de Belén Urrutia, 1 ed, Colombia: Editorial 
Taurus, 2011. 
 
KELSEN, Hans, Teoría pura del Derecho, 2 ed. México: Universidad Nacional Autónoma 
de México, 1982. 
 
LOPÉZ, diego, “El derecho de los jueces”, 2 ed, Colombia: Legis Editores S.A., 2006. 
 
LÓPEZ, Diego, “interpretación Constitucional”, 2 ed, Colombia: Consejo Superior de la 
Judicatura - Universidad Nacional de Colombia – Unibiblos, 2006. 
 
70 Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 
 
 
LOZANO, Ignacio, “Sostenibilidad fiscal en Colombia: una mirada hacia el mediano 
plazo”, en Revista Perfil Coyuntural, No. 9, Medellín, Universidad de Antioquia, 2007. 
 
LUHMANN, Niklas, El Derecho de la Sociedad, 2 ed, México: Editorial Herder, 2005. 
 
MACINTYRE, Alasdair, Tras La Virtud, 2 ed, España. Editorial Crítica, 2004. 
 
MAYNARD, Keynes, “Teoría general de la ocupación, el interés y el dinero”, traducción 
de Eduardo Hornedo, México: Fondo de Cultura Económica, 1947. 
 
MEJÍA, Oscar, La Norma Básica Fundamental-Derecho y Democracia en Habermas, 1 
ed, Colombia: Universidad Autónoma de Occidente, 2011. 
 
MEJÍA, Oscar, Revista Pensamiento Jurídico Universidad Nacional de Colombia, 
Colombia, 2006, vol. 16, no. 001. ISSN 0122-1108. 
 
MOTTA, Cristina. Ética y Conflicto Lecturas para una Transición Democrática, 1 ed, 
Colombia. Siglo del Hombre Editores, 1995. 
PENEN, Martha, “Cartilla práctica de aspectos laborales”, Colombia: Legis S.A, 2007, 
p.14.  
 
ORGANIZACIÓN PARA LA COOPERACIÓN Y EL DESARROLLO ECONÓMICOS 
(OCDE), “Estudios económicos de la OCDE COLOMBIA Evaluación económica”, 
Colombia: ODCE, 2013. 
 
POSADA, Joaquín, “Memorias Histórico Políticas”, Bogotá: Imprenta Focion Mantilla, 
1865. 
 
 POULANTZAS, Nicos, Poder Político y Clases Sociales en el Estado Capitalista,  29 
 ed, Colombia: Siglo Veintiuno Editores S.A., 2001 
 
PROTÁGORAS. Protágoras y Gorgias, fragmentos y testimonios, Argentina: Ediciones 
Orbis S.A Hyspamerica, 1980. 
 
QUIÑONES, Julio, “sobre gestión pública y participación ciudadana”  en publicación: 
Control social a la gestión pública nociones y conceptos, 1ed, Colombia: Universidad 
Nacional de Colombia, 2009. 
 
RAWLS, Jhon. La Justicia Como Equidad. España. Ediciones Paidós Ibérica S.A. 2000. 
 
RAWLS, Jhon. Teoría de la justicia, 2.ed. México, Fondo de Cultura Económica, 2000. 
 
REPÚBLICA  DE COLOMBIA, Congreso de la República, “ponencia para primer debate 
al proyecto de ACTO LEGISLATIVO 016 DE 2010 CÁMARA, 19 DE 2010 SENADO por 
el cual se establece el Principio a la Sostenibilidad Fiscal, Gaceta del Congreso núm. 163 
de 2011. 
 
REPÚBLICA FEDERAL DE ALEMANIA, Ley Fundamental, Traducción: Ricardo García 
Macho, Universidad Jaime I (Castellón), Edición de octubre de 2010. 
 
Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 71 
 
 
Revista Pensamiento Jurídico Universidad Nacional de Colombia-La Restructuración 
Global y el Derecho, Colombia, 2006, vol. 1, ISSN 0122-1108. 
 
RODRÍGUEZ, César. La decisión judicial, el debate Hart-Dworkin .5 ed.   Colombia: Siglo 
del Hombre Editores - Universidad de los Andes, 2005. 
  
SÄNGER, Raffael, “Déficit fiscal y delimitación constitucional del endeudamiento público 
en Alemania Desafíos del Estado Federal en la crisis financiera”, en revista de derecho 
público Res Publica No. 3, Bogotá, Universidad Santo Tomas, 2013. 
 
SCHAECHTER, Andrea, “Fiscal Rules in Response to the Crisis—Toward the Next-
Generation Rules. A New Dataset”, United States of America: International Monetary 
Fund, 2012. 
 
SCHMITT, Carl, Sobre los Tres Modos de Pensar la Ciencia Jurídica, 1 ed, España: 
Editorial Tecnos S.A., 1996. 
 
SPINOZA, Baruch, ÉTICA, Argentina: Errepar, 2000. 
 
STRECK, Lenio, hermenéutica y decisión judicial, 1 ed, Colombia: Editorial Grupo 
Editorial Ibáñez, 2013. 
 
TAMAYO, Javier y JARAMILLO, Carlos, El precedente judicial en Colombia, Papel y valor 
asignados a la Jurisprudencia, 1 ed, Colombia: Editorial Grupo Editorial Ibáñez, 2011. 
 
TRATADO DE LISBOA (por el que se modifican el tratado de la Unión Europea y el 
tratado constitutivo de la comunidad europea) 
 
TRATADO DE ESTABILIDAD, COORDINACIÓN Y GOBERNANZA EN LA UNIÓN 
ECONÓMICA Y MONETARIA entre el reino de Bélgica, La República de Bulgaria, El 
Reino de Dinamarca, La República Federal de Alemania, La República de Estonia, 
Irlanda, La República Helénica, El Reino de España, La República Francesa, La 
República Italiana, La República de Chipre, La República de Letonia, La República de 
Lituania, El Gran Ducado de Luxemburgo, Hungría, Malta, El Reino de los Países Bajos, 
La República de Austria, La República de Polonia, La República Portuguesa, Rumanía, 
La República de Eslovenia, La República Eslovaca, La República de Finlandia y El Reino 
de Suecia. 
 
UPRIMNY, Rodrigo y Rodríguez, Andrés. Interpretación Constitucional, 1 ed, Colombia: 
Consejo Superior de la Judicatura. 2006. 
 
VELÁSQUEZ, Mauricio. El sistema Pensional Colombiano. 1 ed. Colombia: Señal 
Editorial, 2007. 
 
VARGAS, Alejo, "Actores, gobernabilidad y participación “en publicación: Control social a 
la gestión pública nociones y conceptos  1ed, Colombia: Universidad Nacional de 
Colombia, 2009, p.83. 
 
72 Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 
 
 
VILLOTA,  Santiago, “El principio constitucional de la sostenibilidad fiscal y el proyecto 
social para Colombia: reflexiones en torno al ACTO LEGISLATIVO No. 03 DE 2011”, 
Colombia, Revista de la Facultad de Ciencias Económicas y administrativas. Universidad 
de Nariño Vol. XIII. No. 2 - 2do. Semestre 2012, Julio – Diciembre, p. 42. 
 
WEBER, Max, ¿Qué es la Burocracia? , Libros Tauro. 
 
WENDELL, Oliver. La Senda del Derecho, Traducción de E. A. Russo, Buenos Aires: 
Abeledo Perrot S.A. 1975. 
 
 
Sentencias 
 
CONSEJO DE ESTADO, sentencia del 28 de octubre de 1993, expediente (5244), C.P. 
Dolly Pedraza de Arenas 
 
CONSEJO DE ESTADO, Sentencia del 13 de marzo del 2003, número interno (4526-01), 
C.P. Ana Margarita Olaya Forero. 
 
CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 29 de mayo de 2003, número interno (4471 -02), 
C.P. Alberto Arango Mantilla. 
 
CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 16 de febrero de 2006, número  interno (1579- 
04),  C.P. Alejandro Ordóñez Maldonado. 
 
CONSEJO DE ESTADO, Sentencia del 3 de abril de 2008, número de  interno (1239-
07), C.P. Gustavo E. Gómez Aranguren.   
 
CONSEJO DE ESTADO, sentencia de 22 de julio de 2008, número interno (0240-09), 
C.P. Gerardo Arenas Monsalve. 
 
CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 6 de agosto de 2008, número  interno (0640-
08), C.P. Gerardo Arenas Monsalve. 
 
CONSEJO DE ESTADO, Sentencia del 9 de julio del 2009, número interno (0208-2007), 
C.P. Bertha Lucía Ramírez de Páez. 
 
CONSEJO DE ESTADO, Sentencia del 4 de agosto del 2010, número  interno (0112-
2009), C.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila.  
 
CONSEJO DE ESTADO, Sentencia de 10 de marzo de 2011, número interno (2476-10),  
C.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Auto 024/14, M.P. Mauricio González Cuervo 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No T-426/92, M.P.  Eduardo Cifuentes Muñoz 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. T-491/92, M.P.  Eduardo Cifuentes Muñoz 
 
Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 73 
 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C-479/92  M.P. José Gregorio Hernández 
Galindo y M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. T-299/97, M.P.  Eduardo Cifuentes Muñoz 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C-168/95, M.P. Carlos Gaviria Díaz 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. T-235/02, M.P. Marco Gerardo Monroy 
Cabra. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-551/03, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C- 141/10, M.P. Humberto Antonio Sierra 
Porto. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. T-160/11, M.P. Humberto Antonio Sierra 
Porto  
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No T-032/12, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C-288/12, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C-132/12, M.P. Humberto Antonio Sierra 
Porto. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C-1052/12, M.P. Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. T-147/13, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub  
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No  T-164/13 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No T-398/13, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No. C-258/13, M.P. Jorge Ignacio Pretelt 
Chaljub. 
 
CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia No T-217/13, M.P.  Alexei Julio Estrada 
 
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, Sentencia del 19 de octubre de 1989, número 87, 
Sala Plena - Magistrado Sustanciador Jairo E. Duque Pérez,  - Referencia: Expediente 
número 1952 - Acción de Inexequibilidad contra los incisos 29 y 3º del artículo 39 de la 
ley 33 de 1985 y los incisos 2º y 3º del artículo 1º de la ley 62 de 1985. Factores para la 
liquidación de prestaciones. 
 
 
 
 
74 Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 
 
 
Internet 
  
ASOCIACIÓN INTERNACIONAL DE ORGANISMOS DE SUPERVISIÓN DE FONDOS 
DE PENSIONES,  “la capitalización individual en los sistemas de pensiones de américa 
latina”, disponible en: 
http://www.aiosfp.org/estudios_publicaciones/estudios_pub/capitalizacion_individual.pdf 
 
BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO, “Acerca del Banco Interamericano de 
Desarrollo” disponible en: http://www.iadb.org/es/acerca-del-bid/acerca-del-banco-
interamericano-de-desarrollo,5995.html 
 
BANCO MUNDIAL, “Colombia 2013”, disponible en: 
http://datos.bancomundial.org/pais/colombia   
 
BANCO MUNDIAL, “Índice de Gini”, disponible en: 
http://datos.bancomundial.org/indicador/SI.POV.GINI/countries/1W-CO?display=default 
 
BANCO DE LA REPUBLICA, “los ciclos económicos”, disponible en: 
http://www.banrepcultural.org/blaavirtual/ayudadetareas/economia/econo28.htm#LOS_CI
CLOS_ECONOacuteMICOS 
 
BARRAGÁN, José, “En veremos, pensión de 17 millones de colombianos”, divulgado en 
UNperiódico edición 116, disponible en: 
http://historico.unperiodico.unal.edu.co/Ediciones/116/3.html 
 
BUNDESMINISTERIUM DER FINANZEN - ÖFFENTLICHE FINANZEN, “Kontrollkonto für 
die Haushaltsjahre 2011 und 2012”, disponible en: 
http://www.bundesfinanzministerium.de/Content/DE/Standardartikel/Themen/Oeffentliche
_Finanzen/Schuldenbremse/2013-03-19-kontrollkonto-fuer-die-haushaltsjahre-2011-und-
2012.html?view=renderPrint 
 
BURTH,  Andreas, “Goldene Regel der Finanzpolitik”, Lexikon zur öffentlichen Haushalts- 
und Finanzwirtschaft, disponible en: http://www.haushaltssteuerung.de/lexikon-goldene-
regel-der-finanzpolitik.html 
 
COLPENSIONES, “Noveno informe mensual de cumplimiento a los autos 110 y 320 de 
2013 presentado a la honorable corte constitucional” , disponible en : 
http://www.corteconstitucional.gov.co/casocolpensiones/Noveno%20IP%20Colpensiones
%20-Abril%202014.pdf 
 
CONSEJO EUROPEO,  “Firma del Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza“, 
disponible en: http://www.european-council.europa.eu/home-page/highlights/treaty-on-
stability,-coordination-and-governance-signed?lang=es  
 
CORREA, Jorge, “El 58% de los pensionados, con menos de 2 mínimos al mes” 
divulgado por Revista Dinero, disponible en: http://www.portafolio.co/economia/el-58-los-
pensionados-menos-2-minimos-al-mes 
 
Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 75 
 
 
DE LA DEHESA, Guillermo, “Dos reglas fiscales diferentes”, disponible en: 
http://economia.elpais.com/economia/2012/02/03/actualidad/1328291690_709266.html   
 
DE LA TORRE, Cristina, “Menos impuestos a los pobres ricos”, Periódico El Espectador, 
disponible en: http://www.elespectador.com/opinion/menos-impuestos-los-pobres-ricos-
columna-380117       
 
DER TAGESSPIEGEL, “Schuldenbremse kommt ins Grundgesetz”, disponible en : 
http://www.tagesspiegel.de/politik/deutschland/foederalismuskommission-
schuldenbremse-kommt-ins-grundgesetz/1466114.html  
 
DEUTSCHE BUNDESBANK “Dictamen sobre el proyecto de ley del grupo parlamentario 
"Proyecto de Ley de modificación de la del artículo 115 de la Ley" SPD (Bundestag 
impreso de papel 17/4666 de 08.02.2011)”, disponible en: 
http://www.bundesbank.de/Redaktion/DE/Kurzmeldungen/Stellungnahmen/2011_03_21_
artikel_115_gesetz.html?nsc=true&view=render%5BDruckversion%5D  
 
DIARIO ÁMBITO JURÍDICO “Régimen de prima media no se acabará, será fortalecido a 
través de Colpensiones”:Mintrabajo. 14 de Septiembre 5:31 P.M. disponible en: 
http://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/N/noti-
12091410(regimen_de_prima_media_no_se_acabara_sera_fortalecido_a_traves_de_col
pensiones_m)/noti-
12091410(regimen_de_prima_media_no_se_acabara_sera_fortalecido_a_travesde_colp
ensiones_m).asp?CanV=1035&IDobjetose=13280 
 
DIARIO EL ESPECTADOR, “Son 1.750 los pensionados privilegiados” 22 Feb 2012 - 
10:38 pm,  Disponible en: http://www.elespectador.com/impreso/negocios/articulo-
 328188-son-1750-los-pensionados-privilegiados 
 
DIARIO EL ESPECTADOR, “Sostenibilidad fiscal un acto de responsabilidad con las 
futuras generaciones” disponible en: 
http://www.ambitojuridico.com/BancoConocimiento/N/noti-120822-
%28sostenibilidad_fiscal%29/noti-120822%28sostenibilidad_fiscal%29.asp  
 
DIARIO ESPECTADOR, "Estalla escándalo por carrusel de pensiones en la justicia”, 
disponible en: http://www.elespectador.com/noticias/politica/estalla-escandalo-carrusel-
de-pensiones-justicia-articulo-330606  
 
DIARIO EL ESPECTADOR, “Denuncian clientelismo en la Universidad Distrital”, 
disponible en: http://www.elespectador.com/noticias/bogota/denuncian-clientelismo-
universidad-distrital-articulo-491453  
 
HERNÁNDEZ, Gerardo,” sistemas pensionales: retos y perspectivas 
“SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA, disponible en: 
https://www.superfinanciera.gov.co/descargas?com=institucional&name=pubFile1007380
&downloadname=20140403fiapasofondos.pptx  
 
76 Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 
 
 
JEKAT, Jakob, “Freno de deuda alemana por el carril rápido”, Asociación Nacional de 
Presupuesto, disponible en: http://www.asip.org.ar/es/content/freno-de-deuda-alemana-
por-el-carril-r%C3%A1pido   
 
JENTSCH, Hans, “Starke Zweifel an geplanter Schuldenbremse” en el POLITIK, 
disponible en: http://www.faz.net/aktuell/politik/inland/verfassungsrechtler-starke-zweifel-
an-geplanter-schuldenbremse-1769054.html          
 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, “ABC del proyecto de acto 
legislativo por el cual se establece el criterio de sostenibilidad fiscal” disponible en: 
http://www.minhacienda.gov.co/portal/page/portal/MinHacienda1/elministerio/prensa/Sost
enibilidadFiscal/ABCSOSTENIBILIDADFISCALjunio20Fin%2 0DGPMFINALok.pdf    
 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, “sostenibilidad”, disponible en: 
http://www.minhacienda.gov.co/portal/pls/portal/PORTAL.wwsbr_imt_services.GenericVie
w?p_title=&p_siteid=6&p_language=esa&p_id=&p_type=DOC&p_docname=5820598.PD
F&p_searchstring=SOSTENIBILIDAD&p_viewservice=VTG  
 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO “Presupuesto General de la 
Nación”, disponible en: 
http://www.minhacienda.gov.co/HomeMinhacienda/presupuestogeneraldelanacion    
 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, “Presupuesto General de la Nación 
2014”, disponible en: 
http://www.minhacienda.gov.co/portal/page/portal/HomeMinhacienda/presupuestogeneral
delanacion/ProyectoPGN/2014/PRESUPUESTO%20GRAL%202014.pdf 
  
MINISTERIO DEL TRABAJO, “Mintrabajo dio a conocer las razones para presentar una 
Reforma Pensional, viernes, 14 de Septiembre de 2012 09:02” disponible en: 
http://www.mintrabajo.gov.co/index.php/medios-septiembre-2012/1031- mintrabajo-dio-a-
conocer-las-razones-para-presentar-una-reforma- pensional.html 
 
OBSERVATORIO DEL MERCADO DE TRABAJO Y LA SEGURIDAD SOCIAL DE LA 
UNIVERSIDAD EXTERNADO DE COLOMBIA, “Los ricos no pagan impuestos”, Periódico 
el Tiempo, disponible en: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/CMS-12997676 
 
PARDO, Rafael, “Listo nuevo modelo de protección para la veje”, MINISTERIO DEL 
TRABAJO, disponible en: http://www.mintrabajo.gov.co/medios-febrero-
2013.html?start=20    
 
RESICO, Marcelo, “Ciclos económicos y política macroeconómica”, p181. Disponible en: 
http://www.kas.de/upload/dokumente/2011/10/SOPLA_Einfuehrung_SoMa/parte2_2.pdf  
Revista Dinero “Demandas por pensiones costarían $3,1 billones en 20 años”, disponible 
en:http://m.dinero.com/pais/articulo/demandas-pensiones-costarian-31-billones-20-
anos/145048 
 
RONDEROS, María, “¿Por qué Colombia no sale del club de los pobres?”, Revista 
Semana,  disponible en: http://www.semana.com/nacion/articulo/por-que-colombia-no-
sale-del-club-pobres/114313-3  
 
Interpretación jurídica que sustentaría un incidente de impacto fiscal frente a la posición jurídica del Consejo de Estado del 4 de agosto de 2010, 
respecto de la liquidación de las pensiones del sector público 77 
 
 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL FEDERAL,  Sala de prensa, Sentencia del 18 de marzo 
2014, disponible en: http://www.bverfg.de/en/press/bvg14-023en.html  
